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Se ha diseñado, este documento de tal manera que, usted pueda: 

1- Conocer y revisar, cada uno de los artículos y aprender de su responsabilidad penal, civil, disciplinaria y 
extra – contractual. 
 

2- Aprender acerca de los códigos, normas, leyes y jurisprudencia que, todo educador, orientador, 
coordinador, rector, directivo, debe conocer, para evitar, verse inmerso en una situación compleja. 
 

3- Tener, la posibilidad de copiar y pegar, en los documentos que, requiere como argumento jurídico o 
jurisprudencial, para salvar responsabilidades. 
 

 

Sin más preámbulo; aporto a usted, la: BIBLIA JURÍDICA BÁSICA PARA 2024. 

 

CÓDIGO PENAL: 
ARTÍCULO 414. Prevaricato por omisión. El servidor público que omita, retarde, rehuse o deniegue un acto propio 
de sus funciones, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a noventa (90) meses, multa de trece punto treinta y tres 
(13.33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos 
y funciones públicas por ochenta (80) meses. 
 
ARTÍCULO  417. Abuso de autoridad por omisión de denuncia.  
El servidor público que teniendo conocimiento de la comisión de una conducta punible cuya averiguación deba 
adelantarse de oficio, no dé cuenta a la autoridad, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público.  
La pena será de dos (2) a cuatro (4) años de prisión si la conducta punible que se omitiere denunciar sea de las 
contempladas en el delito de omisión de denuncia de particular.1 
 
ARTÍCULO 25. Acción y omisión. La conducta punible puede ser realizada por acción o por omisión. 
Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, 
estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal.  
A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien jurídico protegido, o que se le 
haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución o a la 
ley. Son constitutivas de posiciones de garantía, las siguientes situaciones: 
 
1. Cuando se asuma voluntariamente la protección real de una persona o de una fuente de riesgo, dentro del propio 
ámbito de dominio. 
2. Cuando exista una estrecha comunidad de vida entre personas. 
3. Cuando se emprenda la realización de una actividad riesgosa por varias personas. 
4. Cuando se haya creado precedentemente una situación antijurídica de riesgo próximo para el bien jurídico 
correspondiente. 
 
PARÁGRAFO. Los numerales 1, 2, 3 y 4 solo se tendrán en cuenta en relación con las conductas punibles delictuales 
que atenten contra la vida e integridad personal, la libertad individual, y la libertad y formación sexuales. 
 
 
 
 
 
 

 
1 ARTÍCULO 441. Omisión de denuncia de particular. El que teniendo conocimiento de la comisión de un delito de genocidio, 

desplazamiento forzado, tortura, desaparición forzada, homicidio, secuestro, secuestro extorsivo o extorsión, narcotráfico, tráfico de 

drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, terrorismo, financiación del terrorismo y administración de recursos 

relacionados con actividades terroristas, enriquecimiento ilícito, testaferrato, lavado de activos, cualquiera de las conductas 

contempladas en el Título II y en el Capítulo IV del Título IV de este libro, en este último caso cuando el sujeto pasivo sea un menor 

de doce (12) años, omitiere sin justa causa informar de ello en forma inmediata a la autoridad, incurrirá en prisión de tres (3) a ocho 

(8) años.  
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ARTÍCULO 30. Participes. Son participes el determinador y el cómplice. 
Quien determine a otro a realizar la conducta antijurídica incurrirá en la pena prevista para la infracción. 
Quien contribuya a la realización de la conducta antijurídica o preste una ayuda posterior, por concierto previo o 
concomitante a la misma, incurrirá en la pena prevista para la correspondiente infracción disminuida de una sexta parte a 
la mitad. Al interviniente que no teniendo las calidades especiales exigidas en el tipo penal concurra en su realización, se 
le rebajará la pena en una cuarta parte. 
 
ARTÍCULO 340. Concierto para delinquir. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, 
cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) 
meses. 
Cuando el concierto sea para cometer delitos de: (…) delitos contra la administración pública o que afecten el 
patrimonio del Estado, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años2 y multa de dos mil setecientos 
(2.700) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, 
encabecen, constituyan o financien el concierto para delinquir o sean, servidores públicos. 
 
ARTÍCULO 9°. Conducta punible. Pará que la conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y culpable. 
La causalidad por sí sola, no basta para la imputación jurídica del resultado.  
Pará que la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y se constate la inexistencia de 
causales de ausencia de responsabilidad. 
 
ARTÍCULO 10°. Tipicidad. La ley penal definirá de manera inequívoca, expresa y clara las características básicas 
estructurales del tipo penal. En los tipos de omisión también el deber tendrá que estar consagrado y delimitado claramente 
en la Constitución Política o en la ley. 
 
ARTÍCULO 11. Antijuridicidad. Pará que una conducta típica sea punible se requiere que lesione o ponga efectivamente 
en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado por la ley penal. 
 
ARTÍCULO 12. Culpabilidad. Solo se podrá imponer penas por conductas realizadas con culpabilidad. Queda erradicada 
toda forma de responsabilidad objetiva. 
 
ARTÍCULO 21. Modalidades de la conducta punible. La conducta es dolosa, culposa o preterintencional. La culpa y la 
preterintención solo son punibles en los casos expresamente señalados por la ley. 
 
ARTÍCULO 22. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la infracción penal y 
quiere su realización. También será dolosa la conducta cuando la realización de la infracción penal ha sido prevista como 
probable y su no producción se deja librada al azar. 
 
ARTÍCULO 23. Culpa. La conducta es culposa cuando el resultado típico es producto de la infracción al deber objetivo 
de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo. 
 
ARTÍCULO 24. La conducta es preterintencional: cuando su resultado, siendo previsible, excede la intención del 
agente. 
 
ARTÍCULO 27. Tentativa. El que iniciare la ejecución de una conducta punible mediante actos idóneos e inequívocamente 
dirigidos a su consumación, y esta no se produjere por circunstancias ajenas a su voluntad, incurrirá en pena no menor 
de la mitad del mínimo ni mayor de las tres cuartas partes del máximo de la señalada para la conducta punible consumada. 
Cuando la conducta punible no se consuma por circunstancias ajenas a la voluntad del autor o participe, incurrirá en pena 
no menor de la tercera parte del mínimo ni mayor de las dos terceras partes del máximo de la señalada para su 
consumación, si voluntariamente ha realizado todos los esfuerzos necesarios para impedirla. 
 

 
TIPOS DE RESPONSABILIDAD A CARGO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS3 
El artículo 105 de la Ley 115 de 1994, ley general de Educación para Colombia, estableció que: 
Los docentes y directivos docentes que prestan el servicio público de educación y se encuentran vinculados al servicio 
del estado, tienen la calidad de servidores públicos, así: 
 

 

 
2 Aplica de manera taxativa y perfecta a los consejos directivos de los colegios oficiales y públicos, y a sus servidores públicos. 

3 Radicado No. 2023-EE-261650 --- 2023-10-12 08:02:25 p. m.  Ministerio de Educación. 
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Ley 115 de 1994. Artículo 105. Vinculación al servicio educativo estatal.  
La vinculación de personal docente, directivo y administrativo al servicio público educativo estatal, sólo podrá 
efectuarse mediante nombramiento hecho por decreto y dentro de la planta de personal aprobada por la 
respectiva entidad territorial. Únicamente podrán ser nombrados como educadores o funcionarios 
administrativos de la educación estatal, dentro de la planta de personal, quienes previo concurso, hayan sido 
seleccionados y acrediten los requisitos legales (…)  
 
Parágrafo 2. Los educadores de los servicios educativos estatales tienen el carácter de servidores públicos 
de régimen especial. 

 
En ese sentido, son funcionarios públicos en todo el sentido de la palabra y, además, tienen a su cargo, la garantía del 
derecho fundamental a la educación de los colombianos. Y tienen a su cargo, el deber de cuidado de los menores de 
edad a su cargo, al tenor del artículo 2347 del código civil y artículo 44 numerales 4 y 5 de ley 1098 de 2006. 
 
Por ende, como ha sido reiterado por el Consejo de Estado, en particular en la Sentencia proferida, el 21 de febrero 
de 2002, los docentes y directivos docentes, en su calidad de servidores públicos, son responsables por sus 
actos y de conformidad con las funciones encomendadas, en materia administrativa, civil, penal, fiscal y 
disciplinaria.  
 
La Corporación expresó: 
 
Cada uno de los actos, omisiones o extralimitación en el ejercicio de funciones, de los servidores públicos, generan 
responsabilidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 06 de la Constitución Política. El mismo Estatuto 
Constitucional en el artículo 90 establece la responsabilidad extracontractual del Estado, en los siguientes términos: 
 

"El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la 
acción o la omisión de las entidades públicas. 
"En el evento de ser condenado el estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido 
consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra 
éste".4 
 

Pero, además de la responsabilidad administrativa, los servidores públicos deben responder penal, civil, fiscal y 
disciplinariamente. Cada uno de estos tipos de responsabilidad se analiza de conformidad con las funciones asignadas. 
 
En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional determinó en la Sentencia C-725 de 2000 que, teniendo en 
cuenta que la naturaleza jurídica de cada tipo de responsabilidad es distinta, así mismo una misma conducta o hecho 
puede dar lugar a la configuración de distintas responsabilidades y, por ende, de distintas consecuencias, en los siguientes 
términos: 
 
(…) Precisamente por ello, el artículo 06 de la Carta preceptúa que, los servidores públicos son responsables ante las 
autoridades cuando infrinjan la Constitución o las leyes, o cuando incurran en omisión o extralimitación en el ejercicio de 
sus funciones, norma esta que guarda estrecha armonía con el artículo 124 de la misma, en cuanto este último ordena 
que "la ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva".5 
 

(…) Como tal responsabilidad puede ser de índole civil, penal o disciplinaria, ha de 

recordarse ahora que las modalidades de la misma son de naturaleza jurídica diferente, son independientes la una de la 
otra y, en virtud de ello, un mismo hecho puede generar distintas consecuencias respecto de cada uno de los tipos de 
responsabilidad aquí mencionados. 
 
De tal forma, teniendo en cuenta que cada clase de responsabilidad tiene implicaciones jurídicas diferentes y permite 
resarcir aspectos distintos, es necesario precisar que la toma de decisiones sobre la configuración de conductas, 
investigación de hechos realizados, análisis del material probatorio y demás acciones encaminadas a verificar la 
información y garantizar el debido proceso de los docentes, corresponderá a los jueces de la república y a las autoridades 
administrativas y disciplinarias competentes. 
 
 
 
 
 

 
4 Acción de repetición del Estado contra sus funcionarios públicos. 

5 Radicado No. 2023-EE-261650 --- 2023-10-12 08:02:25 p. m. Ministerio de Educación. 
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Por ejemplo, los artículos anteriores, señalados en páginas anteriores, aplican como 
PREVARICATO POR OMISION, PARA FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y APLICAN COMO 
COMPLICIDAD POR OMISIÓN, PARA EMPLEADOS DE COLEGIOS PRIVADOS, cuando acuden a 
violar: 
 

Artículo 17 de ley 1620 de 2013. 
Artículo 18 de ley 1620 de 2013. 
Artículo 19 de ley 1620 de 2013. 
Artículo 21 de ley 1620 de 2013. 
Artículo 22 de ley 1620 de 2013. 

 
Y NO ACTUALIZAN EL MANUAL DE CONVIVENCIA ESCOLAR, CADA AÑO Y AÑO A AÑO. 
 
 

Por ejemplo, los artículos anteriores, señalados en páginas anteriores, aplican como 
PREVARICATO POR OMISION, PARA FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y APLICAN COMO 
COMPLICIDAD POR OMISIÓN, PARA EMPLEADOS DE COLEGIOS PRIVADOS, cuando acuden a 
violar, el artículo 2.3.4.2 literal C del decreto 1075 de 2015: 
 

Decreto 1075 de 2015. Artículo 2.3.4.2. Derechos de los padres de familia.  
Los principales derechos de los padres de familia en relación con la educación de sus hijos 
son los siguientes: 
 
a). Elegir el tipo de educación que, de acuerdo con sus convicciones, procure el 
desarrollo integral de los hijos, de conformidad con la Constitución y la ley; Ver artículo 68 de 
la carta política, vigente. 
(…) 

c). Conocer con anticipación o en el momento de la matrícula 

las características del establecimiento educativo, los principios que orientan el proyecto 

educativo institucional, el manual de convivencia, el plan de estudios, las 

estrategias pedagógicas básicas, el sistema de evaluación escolar y el plan de mejoramiento 
institucional; 
 

En ese caso, el padre de familia de un colegio privado, NO está obligado a pagar pensiones, pues le han violado el 
contrato con efecto civil y contractual. 
En ese caso, el padre de familia, NO está obligado a someterse a ningún manual de convivencia, puesto que, como va a 
someterse a un manual de convivencia escolar que, NO le han dado a conocer y NO está legitimado, tampoco. 
 
ARTÍCULO 28. Concurso de personas en la conducta punible. Concurren en la realización de la conducta punible, los 
autores y los partícipes. 
 
ARTÍCULO 29. Autores. Es autor, quien realice la conducta punible por sí mismo o utilizando a otro como instrumento. 
Son coautores los que, mediando un acuerdo común, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia 
del aporte. 6También es autor quien actúa como miembro u órgano de representación autorizado o de hecho de una 
persona jurídica, de un ente colectivo sin tal atributo, o de una persona natural cuya representación voluntaria se detente, 
y realiza la conducta punible, aunque los elementos especiales que fundamentan la penalidad de la figura punible 
respectiva no concurran en él, pero si en la persona o ente colectivo representado. 
El autor en sus diversas modalidades incurrirá en la pena prevista para la conducta punible. 
 
ARTÍCULO 32. Ausencia de responsabilidad. No habrá lugar a responsabilidad penal cuando: 
 
1. En los eventos de caso fortuito y fuerza mayor. 
2. Se actúe con el consentimiento válidamente emitido por parte del titular del bien jurídico, en los casos en que se puede 
disponer del mismo. 

 
6 Aplica para los consejos directivos y para concierto para delinquir entre docentes y directivos y docentes y administrativos. 
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3. Se obre en estricto cumplimiento de un deber legal. 
4. Se obre en cumplimiento de orden legitima de autoridad competente emitida con las formalidades legales. 
No se podrá reconocer la obediencia debida cuando se trate de delitos de genocidio, desaparición forzada y tortura. 
5. Se obre en legitimo ejercicio de un derecho, de una actividad licita o de un cargo público. 
6. Numeral modificado por el Art. 3 de la Ley 2197 de 2022. Corregido por el Art. 2 del Decreto 207 de 2022. Se obre por 
la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra injusta agresión actual o inminente, siempre que la defensa 
sea proporcionada a la agresión. 
 
6.1. Legítima defensa privilegiada. Se presume también como legitima la defensa que se ejerza para rechazar al extraño 
que usando maniobras o mediante violencia penetre o permanezca arbitrariamente en habitación o dependencias 
inmediatas, o vehículo ocupado. La fuerza letal se podrá ejercer de forma excepcional para repeler la agresión al derecho 
propio o ajeno. 
 
PARÁGRAFO. En los casos del ejercicio de la legitima defensa privilegiada, la valoración de la defensa se deberá aplicar 
un estándar de proporcionalidad en el elemento de racionalidad de la conducta. 
 
7. Se obre por la necesidad de proteger un derecho propio o ajeno de un peligro actual o inminente, inevitable de otra 
manera, que el agente no haya causado intencionalmente o por imprudencia y que no tenga el deber jurídico de afrontar. 
El que exceda los limites propios de las causales consagradas en los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 precedentes, incurrirá en 
una pena no menor de la sexta parte del mínimo ni mayor de la mitad del máximo de la señalada para la respectiva 
conducta punible. 
8. Se obre bajo insuperable coacción ajena. 
9. Se obre impulsado por miedo insuperable. 
10. Se obre con error invencible de que no concurre en su conducta un hecho constitutivo de la descripción típica o de 
que concurren los presupuestos objetivos de una causal que excluya la responsabilidad. Si el error fuere vencible la 
conducta será punible cuando la ley la hubiere previsto como culposa. 
Cuando el agente obre en un error sobre los elementos que posibilitarían un tipo penal más benigno, responderá por la 
realización del supuesto de hecho privilegiado. 
11. Se obre con error invencible de la licitud de su conducta. Si el error fuere vencible la pena se rebajará en la mitad. 
Pará estimar cumplida la conciencia de la antijuridicidad basta que la persona haya tenido la oportunidad, en términos 
razonables, de actualizar el conocimiento de lo injusto de su conducta. 
12. El error invencible sobre una circunstancia que diere lugar a la atenuación de la punibilidad dará lugar a la aplicación 
de la diminuente. 
 
ARTÍCULO 33. Inimputabilidad. Modificado por el Art. 26 de la Ley 2098 de 2021. Es inimputable quien en el momento 
de ejecutar la conducta típica y antijurídica no tuviera la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo 
con esa comprensión, por inmadurez psicológica, trastorno mental, diversidad sociocultural o estados similares.7 
No será inimputable el agente que hubiere preordenado su trastorno mental. 
 
ARTÍCULO 339A. DELITOS CONTRA LA VIDA, LA INTEGRIDAD FÍSICA Y EMOCIONAL DE LOS ANIMALES.  
El que, por cualquier medio o procedimiento maltrate a un animal doméstico, amansado, silvestre vertebrado o exótico 
vertebrado, causándole la muerte o lesiones que menoscaben gravemente su salud o integridad física, incurrirá en pena 
de prisión de doce (12) a treinta y seis (36) meses, e inhabilidad especial de uno (1) a tres (3) años para el ejercicio de 
profesión, oficio, comercio o tenencia que tenga relación con los animales y multa de cinco (5) a sesenta (60) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes. 
 
ARTÍCULO 339B. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA.  
Las penas contempladas en el artículo anterior, se aumentarán de la mitad a tres cuartas partes, si la conducta se 
cometiere: 
 
a) Con sevicia; 
b) Cuando una o varias de las conductas mencionadas se perpetren en vía o sitio público; 
c) Valiéndose de inimputables o de menores de edad o en presencia de aquellos; 
d) Cuando se cometan actos sexuales con los animales; 
e) Cuando alguno de los delitos previstos en los artículos anteriores se cometiere por servidor público o quien ejerza 
funciones públicas. 
 
PARÁGRAFO 1°. Quedan exceptuadas de las penas previstas en esta ley, las prácticas, en el marco de las normas 
vigentes, de buen manejo de los animales que tengan como objetivo el cuidado, reproducción, cría, adiestramiento, 
mantenimiento; las de beneficio y procesamiento relacionadas con la producción de alimentos; y las actividades de 
entrenamiento para competencias legalmente aceptadas. 

 
7 Difícilmente aplica a un educador, a menos que, se trate de ira e intenso dolor, demostrable. 
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PARÁGRAFO 2°. Quienes adelanten acciones de salubridad pública tendientes a controlar brotes epidémicos, o 
transmisión de enfermedades zoonóticas, no serán objeto de las penas previstas en la presente ley. 
 
PARÁGRAFO 3°. CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE. Quienes adelanten las conductas descritas en el artículo 7° de 
la Ley 84 de 1989 no serán objeto de las penas previstas en la presente ley. 
 
ARTÍCULO 44. La inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas.  
La pena de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas priva al penado de la facultad de elegir y ser 
elegido, del ejercicio de cualquier otro derecho político, función pública, dignidades y honores que confieren las entidades 
oficiales. 
 
ARTÍCULO 45. La pérdida de empleo o cargo público.  
La pérdida del empleo o cargo público, además, inhabilita al penado hasta por cinco (5) años para desempeñar cualquier 
cargo público u oficial. 
 
ARTÍCULO 51. Duración de las penas privativas de otros derechos.  
La inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas tendrá una duración de cinco (5) a veinte (20) años, 
salvo en el caso del inciso 3 del Artículo 52. 
 
Se excluyen de esta regla las penas impuestas a servidores públicos condenados por delitos contra el patrimonio del 
Estado, en cuyo caso se aplicará el inciso 5 del Artículo 122 de la Constitución Política.8 
 
ARTÍCULO 57. Ira o Intenso dolor.  
El que realice la conducta punible en estado de irá o de intenso dolor, causados por comportamiento ajeno grave e 
injustificado, incurrirá en pena no menor de la sexta parte del mínimo ni mayor de la mitad del máximo de la señalada en 
la respectiva disposición. 
 
ARTÍCULO 58. Circunstancias de mayor punibilidad.  
Son circunstancias de mayor punibilidad, siempre que no hayan sido previstas de otra manera: 
1. Ejecutar, la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a actividades de utilidad común o a la satisfacción de 
necesidades básicas de una colectividad. 
(…) 
3. Que la ejecución de la conducta punible este inspirada en móviles de intolerancia y discriminación, referidos a la raza, 
la etnia, la ideología, la religión, o las creencias, sexo u orientación sexual, o alguna enfermedad o minusvalía de la 
víctima. 
(…) 
5. Ejecutar, la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la condición de superioridad sobre la víctima, o 
aprovechando circunstancias de tiempo, modo, lugar que dificulten la defensa del ofendido o la identificación del autor o 
participe. 
(…) 

9. La posición distinguida que el sentenciado ocupe en la sociedad, por su cargo, posición económica, ilustración, 
poder, oficio o ministerio.9 
 
ARTÍCULO 83. Termino de prescripción de la acción penal.  
La acción penal prescribirá en un tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley, si fuere privativa de la libertad, pero 
en ningún caso será inferior a cinco (5) años, ni excederá de veinte (20), salvo lo dispuesto en el inciso siguiente de este 
Artículo. 
  
Cuando se trate de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, del incesto o del homicidio 
agravado del Artículo 103A del Código Penal, cometidos contra niños, niñas y adolescentes, la acción penal será 
imprescriptible. 
(…)  
Al servidor público que, en ejercicio de las funciones de su cargo, realice una conducta punible o participe o con ocasión 
de ella, el termino de prescripción se aumentará en la mitad.  

 
8 Sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a cargos de elección popular, 

ni elegidos, ni designados como servidores públicos, ni celebrar personalmente, o por interpuesta persona, contratos con el Estado, 

quienes hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que afecten el patrimonio del Estado o quienes 

hayan sido condenados por delitos relacionados con la pertenencia, promoción o financiación de grupos armados ilegales, delitos de 

lesa humanidad o por narcotráfico en Colombia o en el exterior.  

9 Ser educador, docente, coordinador, orientador, directivo, tener un magister, un doctorado. 
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Lo anterior se aplicará también en relación con los particulares que ejerzan funciones públicas en forma permanente o 
transitoria y de quienes obren como agentes retenedores o recaudadores. 
 
ARTÍCULO 96. Obligados a indemnizar.  
Los daños causados con la infracción deben ser reparados por los penalmente responsables, en forma solidaria, y por los 
que, conforme a la ley sustancial, están obligados a responder. Ver sentencia Corte Constitucional, T – 252 de 2023. 
 
ARTÍCULO 97. Indemnización por daños. En relación con el daño derivado de la conducta punible el juez podrá señalar 
como indemnización, una suma equivalente, en moneda nacional, hasta mil (1000) salarios mínimos legales mensuales. 
Esta tasación se hará teniendo en cuenta factores como la naturaleza de la conducta y la magnitud del daño causado. 
Los daños materiales deben probarse en el proceso. Ver sentencia Corte Constitucional, T – 252 de 2023. 
 
ARTÍCULO 103. Homicidio.  
El que matare a otro, incurrirá en prisión de doscientos ocho (208) a cuatrocientos cincuenta (450) meses. 
 
ARTÍCULO 103A. Circunstancias De Agravación Punitiva. 
Cuando el homicidio recae en niño, niña o adolescente. La pena por el delito de homicidio u homicidio agravado será de 
480 a 600 meses de prisión o pena de prisión perpetua, revisable si la víctima fuere una persona menor de dieciocho (18) 
años y cuando: 
  
a. Se realizare contra un niño, niña u adolescente menor de catorce (14) años. 
  
b. La víctima se encontrará, en especial situación de vulnerabilidad en razón de su corta edad, etnia, discapacidad física, 
psíquica o sensorial. 
  
c. La producción del resultado estuviera antecedida de una o varias conductas tipificadas como contrarias a la libertad, 
integridad y formación sexuales de la víctima. 
  
d. El autor sea padre, madre o quien tenga el deber de custodia de un niño, niña o adolescente. 
  
e. La conducta se cometiere con alevosía o ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor de la 
víctima. 
  
f. La conducta sea un acto deliberado, con un evidente desprecio por la vida e integridad de los niños, niñas y 
adolescentes. 
  
g. La acción se realizó de manera premeditada, incluyendo cuando el autor acechó, a la víctima. 
  
h. La conducta se consuma en un contexto de violencia de genero. 
  
i. Se someta a la víctima tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
  
j. El hecho se cometiere con la intención de generar control social, temor u obediencia en la comunidad. 
  
k. El autor ha perpetuado múltiples homicidios contra niños, niñas y adolescentes. 
  
PARÁGRAFO 1. La prisión perpetua revisable solo procederá, frente a quien cometiere la conducta en calidad de autor 
coautor o determinador, con dolo directo y en los casos de consumación de la conducta. 
  
PARÁGRAFO 2. En los eventos en los cuales el juez determine que, la pena aplicable es menor a la prisión perpetua, 
deberá atenerse al marco de punibilidad establecido en el Artículo 104 del Código Penal. 
  
ARTÍCULO 104. Circunstancias de agravación.  
La pena será de cuatrocientos ochenta (480) a seiscientos (600) meses de prisión, si la conducta descrita en el Artículo 
anterior se cometiere: 
 
1. En los cónyuges o compañeros permanentes; en el padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo 
hogar, en los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; y en todas las demás personas que 
de manera permanente se hallaren integradas a la unidad doméstica. 
2. Pará preparar, facilitar o consumar otra conducta punible; para ocultarla, asegurar su producto o la impunidad, para sí 
o para los copartícipes. 
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3. Por medio de cualquiera de las conductas previstas en el Capítulo II del Título XII y en el Capítulo I del Título XIII, del 
libro segundo de este código. 
4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto o fútil. 
5. Valiéndose de la actividad de inimputable. 
6. Con sevicia. 
7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación. 
 
La pena será de quinientos (500) a setecientos (700) meses de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se 
cometiere: 
 
1. Con fines terroristas o en desarrollo de actividades terroristas. 
2. En persona internacionalmente protegida diferente a las contempladas en el Título II de este Libro y agentes 
diplomáticos, de conformidad con los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por Colombia. 
3. En persona menor de edad. 
4. Si se comete en persona que sea o haya sido servidor público, periodista, juez de paz, Defensor de Derechos Humanos, 
miembro de una organización política o religiosa en razón de ello. 
5. En persona que, siendo miembro de la fuerza pública y/o de los organismos que cumplan funciones permanentes o 
transitorias de policía judicial, se encuentre en desarrollo de procedimientos regulados a través de la Ley o reglamento. 
 
ARTÍCULO 104A. Feminicidio.  
Quien causare, la muerte a una mujer, por su condición de ser mujer o por motivos de su identidad de género o en donde 
haya concurrido o antecedido cualquiera de las siguientes circunstancias, incurrirá en prisión de doscientos cincuenta 
(250) meses a quinientos (500) meses: 
 
a) Tener o haber tenido una relación familiar, íntima o, de convivencia con la víctima, de amistad, de compañerismo o de 
trabajo y ser perpetrador de un ciclo de violencia física, sexual, psicológica o patrimonial que antecedió el crimen contra 
ella. 
b) Ejercer sobre el cuerpo y la vida de la mujer actos de instrumentalización de género o sexual o acciones de opresión y 
dominio sobre sus decisiones vitales y su sexualidad. 
c) Cometer el delito en aprovechamiento de las relaciones de poder ejercidas sobre la mujer, expresado en la 
jerarquización personal, económica, sexual, militar, política o sociocultural. 
d) Cometer el delito para generar terror o humillación a quien se considere enemigo. 
e) Que existan antecedentes o indicios de cualquier tipo de violencia o amenaza en el ámbito doméstico, familiar, laboral 
o escolar por parte del sujeto activo en contra de la víctima o de violencia de género cometida por el autor contra la víctima, 
independientemente de que el hecho haya sido denunciado o no. 
f) Que la víctima haya sido incomunicada o privada de su libertad de locomoción, cualquiera que sea el tiempo previo a 
la muerte de aquella. 
 
ARTÍCULO 104B. Circunstancias De Agravación Punitiva Del Feminicidio.  
La pena será de quinientos (500) meses a seiscientos (600) meses de prisión, si el feminicidio se cometiere: 
 
a) Cuando el autor tenga la calidad de servidor público y desarrolle la conducta punible aprovechándose de esta calidad. 
Nota: Literal declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-539 de 2016. 
b) Cuando la conducta punible se cometiere en mujer menor de dieciocho (18) años o mayor de sesenta (60) o mujer en 
estado de embarazo. 
c) Cuando la conducta se cometiere con el concurso de otra u otras personas. 
d) Cuando se cometiere en una mujer en situación de discapacidad física, psíquica o sensorial o desplazamiento forzado, 
condición socioeconómica o por prejuicios relacionados con la condición étnica o la orientación sexual. 
e) Cuando la conducta punible fuere cometida en presencia de cualquier persona que integre la unidad doméstica de la 
víctima. 
f) Cuando se cometa el delito con posterioridad a una agresión sexual, a la realización de rituales, actos de mutilación 
genital o cualquier otro tipo de agresión o sufrimiento físico o psicológico. 
g) Por medio de las circunstancias de agravación punitiva descritas en los numerales 1, 3, 5, 6, 7 y 8 del Artículo 104 de 
este Código. 
 
ARTÍCULO 105. Homicidio preterintencional.10  
El que preterintencionalmente matare a otro, incurrirá en la pena imponible de acuerdo con los dos artículos anteriores 
disminuida de una tercera parte a la mitad. 
 
 
 

 
10 Su fin o motivo real NO era matarlo o causarle la muerte, pero igualmente, le quitó la vida. 
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ARTÍCULO 109. Homicidio culposo.  
El que por culpa matare a otro11, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses y multa de veinte y 
seis punto sesenta y seis (26.66) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Cuando la conducta culposa sea cometida utilizando medios motorizados o arma de fuego, se impondrá igualmente la 
privación del derecho a conducir vehículos automotores y motocicletas y la de privación del derecho a la tenencia y porte 
de arma, respectivamente, de cuarenta y ocho (48) a noventa (90) meses. 
 
ARTÍCULO 110. Circunstancias de agravación punitiva para el homicidio culposo.  
La pena prevista en el artículo anterior se aumentará: 
 
1. Si al momento de cometer la conducta el agente se encontraba bajo el influjo de bebida embriagante o droga o sustancia 
que produzca dependencia física o psíquica y ello haya sido determinante para su ocurrencia, la pena se aumentará de 
la mitad al doble de la pena. 
2. Si el agente abandona sin justa causa el lugar de la comisión de la conducta, la pena se aumentará de la mitad al doble 
de la pena. 
3. Si al momento de cometer la conducta el agente no tiene licencia de conducción o le ha sido suspendida por autoridad 
de tránsito, la pena se aumentará de una sexta parte a la mitad. 
4. Si al momento de los hechos el agente se encontraba transportando pasajeros o carga pesada sin el lleno de los 
requisitos legales, la pena se aumentará de una cuarta parte a tres cuartas partes. 
5. Si al momento de los hechos el agente se encontraba transportando niños o ancianos sin el cumplimiento de los 
requisitos legales, la pena se aumentará de una cuarta parte a tres cuartas partes. 
6. Si al momento de cometer la conducta el agente estuviese conduciendo vehículo automotor bajo el grado de 
alcoholemia igual o superior al grado 1º  o bajo el efecto de droga o sustancia que produzca dependencia física o síquica, 
y ello haya sido determinante para su ocurrencia, la pena se aumentará de las dos terceras partes al doble, en la pena 
principal y accesoria. 
  
CAPÍTULO TERCERO 
DE LAS LESIONES PERSONALES 
ARTÍCULO 111. Lesiones.  
El que cause a otro daño en el cuerpo o en la salud, incurrirá en las sanciones establecidas en los Artículos siguientes. 
 
ARTÍCULO 112. Incapacidad para trabajar o enfermedad.  
Si el daño consistiere en incapacidad para trabajar o en enfermedad que no pase de treinta (30) días, la pena será de 
prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 
Si el daño consistiere en incapacidad para trabajar o enfermedad superior a treinta (30) días sin exceder de noventa (90), 
la pena será de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses de prisión y multa de seis puntos sesenta y seis (6.66) a 
quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si pasare de noventa (90) días, la pena será de treinta y dos (32) a noventa (90) meses de prisión y multa de trece punto 
treinta y tres (13.33) a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
  
ARTÍCULO 113. Deformidad.  
Si el daño consistiere en deformidad física transitoria, la pena será de prisión de dieciséis (16) a ciento ocho (108) meses 
y multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de prisión de treinta y dos (32) a ciento veintiséis (126) meses y multa de treinta y 
cuatro punto sesenta y seis (34.66) a cincuenta y cuatro (54) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si la deformidad afectare el rostro, la pena se aumentará desde una tercera parte hasta la mitad. 
  
ARTÍCULO 114. Perturbación funcional.  
Si el daño consistiere en perturbación funcional transitoria de un órgano o miembro, la pena será de prisión de treinta y 
dos (32) a ciento veintiséis (126) meses y multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de cuarenta y ocho (48) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses de prisión y multa de 
treinta y cuatro punto sesenta y seis (34.66) a cincuenta y cuatro (54) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
  
ARTÍCULO 115. Perturbación psíquica.  
Si el daño consistiere en perturbación psíquica transitoria, la pena será de prisión de treinta y dos (32) a ciento veintiséis 
(126) meses y multa de treinta y cuatro punto sesenta y seis (34.66) a sesenta (60) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
Si fuere permanente, la pena será de cuarenta y ocho (48) a ciento sesenta y dos (162) meses de prisión y multa de treinta 
y seis (36) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
  

 
11 Es decir que, NO tuvo la intención o fue realmente accidental o no premeditado. 
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ARTÍCULO 116. Perdida anatómica o funcional de un órgano o miembro.  
Si el daño consistiere en la pérdida de la función de un órgano o miembro, la pena será de noventa y seis (96) a ciento 
ochenta (180) meses de prisión y multa de treinta y tres punto treinta y tres (33.33) a ciento cincuenta (150) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. 
La pena anterior se aumentará hasta en una tercera parte en caso de pérdida anatómica del órgano o miembro. 
  
ARTÍCULO 116A. Lesiones con agentes químicos, ácido y/o sustancias similares.  
El que cause a otro daño en el cuerpo o en la salud, usando para ello cualquier tipo de agente químico, álcalis, sustancias 
similares o corrosivas que generen destrucción al entrar en contacto con el tejido humano, incurrirá en pena de prisión de 
ciento cincuenta (150) meses a doscientos cuarenta (240) meses y multa de ciento veinte (120) a doscientos cincuenta 
(250) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Cuando la conducta cause deformidad o daño permanente, pérdida parcial o total, funcional o anatómica, la pena será de 
doscientos cincuenta y un (251) meses a trescientos sesenta (360) meses de prisión y multa de mil (1.000) a tres mil 
(3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si la deformidad afectare el rostro, la pena se aumentará hasta en una tercera parte. 
 
PARÁGRAFO 2°. La tentativa en este delito se regirá por el artículo 27 de este código. 
 
DEL ABANDONO DE MENORES Y PERSONAS DESVALIDAS 
ARTÍCULO 127. Abandono.  
El que abandone a un menor de doce (12) años o a persona que se encuentre en incapacidad de valerse por sí misma, 
teniendo deber legal de velar por ellos, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses. 
Si la conducta descrita en el inciso anterior se cometiere en lugar despoblado o solitario, la pena imponible se aumentará 
hasta en una tercera parte. 
 
DE LA OMISION DE SOCORRO 

ARTÍCULO 131. Omisión de socorro.12  
El que omitiere, sin justa causa, auxiliar a una persona cuya vida o salud se encontrare en grave peligro, 
incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses. 
 
ARTÍCULO 134 A. ACTOS DE DISCRIMINACIÓN.  
El que arbitrariamente impida, obstruya o restrinja el pleno ejercicio de los derechos de las personas por razón de su raza, 
nacionalidad, sexo u orientación sexual, discapacidad y demás razones de discriminación, incurrirá en prisión de doce 
(12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 
ARTÍCULO 134 B. HOSTIGAMIENTO.  
El que promueva o instigue actos, conductas o comportamientos constitutivos de hostigamiento, orientados a causarle 
daño físico o moral a una persona, grupo de personas, comunidad o pueblo, por razón de su raza, etnia, religión, 
nacionalidad, ideología política o filosófica, sexo u orientación sexual o discapacidad y demás razones de discriminación, 
incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, salvo que la conducta constituya delito sancionable con pena mayor. 
 
PARÁGRAFO. Entiéndase por discapacidad aquellas limitaciones o deficiencias que debe realizar cotidianamente una 
persona, debido a una condición de salud física, mental o sensorial, que al interactuar con diversas barreras puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 
 
ARTÍCULO 134 C. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA.  
Las penas previstas en los artículos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando: 
 
1. La conducta se ejecute en espacio público, establecimiento público o lugar abierto al público. 
2. La conducta se ejecute a través de la utilización de medios de comunicación de difusión masiva. 
3. La conducta se realice por servidor público. 
4. La conducta se efectúe por causa o con ocasión de la prestación de un servicio público. 
5. La conducta se dirija contra niño, niña, adolescente, persona de la tercera edad o adulto mayor. 
6. La conducta esté orientada a negar o restringir derechos laborales. 
 
 
 
 

 
12 Todo colegio privado u oficial o público, debe tener por lo menos como mínimo, a tres (3) educadores CERTIFICADOS, en primeros 

auxilios, por parte de la Cruz Roja o entidad similar en lo privado. 
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DE LA DETENCIÓN ARBITRARIA 
ARTÍCULO 174. Privación ilegal de libertad.  
El servidor público que, abusando de sus funciones, prive a otro de su libertad, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho 
(48) a noventa (90) meses. 
 
ARTÍCULO 175. Prolongación ilícita de privación de la libertad.  
El servidor público que prolongue ilícitamente la privación de libertad de una persona, incurrirá en prisión de cuarenta y 
ocho (48) a noventa (90) meses y pérdida del empleo o cargo público. 
 

ARTÍCULO 182. Constreñimiento ilegal.  
El que, fuera de los casos especialmente previstos como delito, constriña a otro a hacer, tolerar u omitir 
alguna cosa,13 incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 
 
ARTÍCULO 183. Circunstancias de agravación punitiva.  
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando: 
 
1. El propósito o fin perseguido por el agente sea de carácter terrorista. 
2. Cuando el agente sea integrante de la familia de la víctima. 
3. Cuando el agente abuse de superioridad docente, laboral o similar.14 
 
ARTÍCULO 184. Constreñimiento para delinquir.  
El que constriña a otro a cometer una conducta punible15, siempre que ésta no constituya delito 
sancionado con pena mayor, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. 
 
ARTÍCULO 188D. USO DE MENORES DE EDAD LA COMISIÓN DE DELITOS.  
El que induzca, facilite, utilice, constriña, promueva o instrumentalice a un menor de 18 años a cometer 
delitos o promueva dicha utilización, constreñimiento, inducción, o participe de cualquier modo en las 
conductas descritas, incurrirá por este solo hecho, en prisión de diez (10) a diez y veinte (20) años. 
El consentimiento dado por el menor de 18 años no constituirá causal de exoneración de la 
responsabilidad penal. 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad si se trata de menor de 14 años de edad. 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad en los mismos eventos agravación del artículo 
188C 
 
ARTÍCULO 188E. AMENAZAS CONTRA DEFENSORES DE DERECHOS HUMANOS Y SERVIDORES PÚBLICOS.  
El que por cualquier medio atemorice o amenace a una persona que ejerza actividades de promoción y protección de los 
derechos humanos, o a sus familiares, o a cualquier organización dedicada a la defensa de los mismos, o dirigentes 
políticos, o sindicales comunicándole la intención de causarle un daño constitutivo de uno o más delitos, en razón o con 
ocasión de la función que desempeñe, incurrirá en prisión de setenta y dos (72) a ciento veintiocho (128) meses y multa 
de diecisiete punto setenta y siete (17.77) a doscientos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
En la misma pena se incurrirá cuando las conductas a las que se refiere el inciso anterior recaigan sobre un servidor 
público o sus familiares. 
 
PARÁGRAFO. Se entenderá por familiares a los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, segundo de 
afinidad o sobre cónyuge o compañera o compañero permanente o cualquier otra persona que se halle integrada a la 
unidad doméstica del destinatario de la amenaza. 
 
 
 
 

 
13 Aplica a aquellos funcionarios públicos o terceros que, en seminarios, conferencias, capacitaciones o similares, inducen a error, 

engañan o generan una distorsión de las normas, leyes vigentes y jurisprudencia, para generar desmedro en los derechos de otros. 

14 Aplica a aquellos funcionarios públicos o terceros que, en seminarios, conferencias, capacitaciones o similares, inducen a error, 

engañan o generan una distorsión de las normas, leyes vigentes y jurisprudencia, para generar desmedro en los derechos de otros. 

Aplica a rectores, orientadores y coordinadores que, ejercen autoridad o jerarquía, sobre otros docentes. 

15 Recuerde que, el delito se comete por acción o por omisión. 
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TÍTULO IV 

DELITOS CONTRA LA LIBERTAD, INTEGRIDAD Y FORMACIÓN SEXUALES 
CAPÍTULO PRIMERO 

 
Artículo 205. Acceso carnal violento.  
El que realice acceso carnal con otra persona mediante violencia, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.  
 
Artículo 206. Acto sexual violento.  
El que realice en otra persona acto sexual diverso al acceso carnal mediante violencia, incurrirá en prisión de ocho (8) a 
dieciséis (16) años  
 
Artículo 207. Acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir.  
El que realice acceso carnal con persona a la cual haya puesto en incapacidad de resistir o en estado de inconsciencia, 
o en condiciones de inferioridad síquica que le impidan comprender la relación sexual o dar su consentimiento, incurrirá 
en prisión de doce (12) a veinte (20) años.   
Si se ejecuta acto sexual diverso del acceso carnal, la pena será de ocho (8) a dieciséis (16) años.  
 
Artículo 208. Acceso carnal abusivo con menor de catorce años.  
El que acceda carnalmente a persona menor de catorce (14) años, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años  
 

Artículo 209. Actos sexuales con menor de catorce años.  
El que realizare16 actos sexuales diversos del acceso carnal17 con persona menor de 
catorce (14) años o en su presencia, o la induzca a prácticas sexuales, incurrirá en prisión 
de nueve (9) a trece (13) años.  
 
Artículo 210. Acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir.  
El que acceda carnalmente a persona en estado de inconsciencia, o que padezca trastorno mental o que esté en 
incapacidad de resistir, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.   
Si no se realizare el acceso, sino actos sexuales diversos de él, la pena será de ocho (8) a dieciséis (16) años  
 

Artículo 210 A. Acoso sexual.  
El que en beneficio suyo o de un tercero y valiéndose de su superioridad manifiesta o relaciones de 
autoridad o de poder, edad, sexo, posición laboral, social, familiar o económica, acose, persiga, hostigue 
o asedie física o verbalmente, con fines sexuales no consentidos, a otra persona, incurrirá en prisión de 
uno (1) a tres (3) años".  
 
Artículo 211. Circunstancias de agravación punitiva.  
Las penas para los delitos descritos en los artículos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad, cuando:   
 
1. La conducta se cometiere con el concurso de otra u otras personas.   
2. El responsable tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima o la impulse 
a depositar en él su confianza.   
3. Se produjere contaminación de enfermedad de transmisión sexual.   
4. Se realizare sobre persona menor de catorce (14) años.   
5. La conducta se realizare sobre pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre 
cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se hallare 
integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos 
de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio 
o de unión libre.   
6. Se produjere embarazo.   
7. Si se cometiere sobre personas en situación de vulnerabilidad en razón de su edad, etnia, discapacidad física, psíquica 
o sensorial, ocupación u oficio.   
8. Si el hecho se cometiere con la intención de generar control social, temor u obediencia en la comunidad.  
 
 
 

 
16 Aplica para todas las personas, mayores de 14 años de edad que, violentan o vulneran a menores de 14 años de edad. 

17 Entiéndase diversos o diferentes al acceso carnal: besos, caricias, manoseos, masturbaciones por encima de la ropa. 
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Artículo 211A. Circunstancias de agravación punitiva cuando la conducta se cometiere en contra de niño, niña o 
adolescente. Cuando se cometiere uno de los delitos descritos en los artículos 205, 207 o 210 de este Código, la 
pena será de 480 a 600 meses de prisión o pena de prisión perpetua revisable, si la víctima fuere un menor de 
dieciocho (18) años y en los siguientes casos:   
 
a) El autor haya aprovechado de una relación de superioridad, debe ser de cuidado o parentesco con la víctima, por ser 
su pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.   
b) La conducta se cometiere con sevicia, o mediante actos degradantes o vejatorios.   
c) Si el hecho se cometiere con la intención de generar control social, temor u obediencia en la comunidad.   
d) La víctima se encontrará en especial situación de vulnerabilidad en razón de su corta edad, etnia, discapacidad física, 
psiquiátrica o sensorial.   
e) La conducta se cometiere con alevosía o ensañamiento, aumentando deliberadamente inhumanamente el dolor de la 
víctima.   
f) La conducta se consuma en un contexto de violencia de género.   
g) Se someta a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degradantes.   
h) El autor ha perpetuado múltiples conductas punibles de las contenidas en los artículos 205, 207 y 211 del Código Penal.   
 
PARAGRAFO: La prisión perpetua revisable solo procederá frente a quien cometiere la conducta en calidad de autor, 
coautor o determinador, con dolo directo y en los casos de consumación de la conducta.   
 
Artículo 212. Acceso carnal. 
Para los efectos de las conductas descritas en los capítulos anteriores, se entenderá por acceso carnal, la penetración 
del miembro viril por vía anal, vaginal u oral, así como la penetración vaginal o anal de cualquier otra parte del cuerpo 
humano u otro objeto.  
 
Artículo 212A. Violencia.  
Para los efectos de las conductas descritas en los capítulos anteriores, se entenderá por violencia: el uso de la fuerza; la 
amenaza del uso de la fuerza; la coacción física o psicológica, como la causada por el temor a la violencia, la intimidación; 
la detención ilegal; la opresión psicológica; el abuso de poder; la utilización de entornos de coacción y circunstancias 
similares que impidan a la víctima dar su libre consentimiento.  
 
Artículo 213. Inducción a la prostitución.  
El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, induzca al comercio carnal o a la prostitución a otra 
persona, incurrirá en prisión de diez (10) a veintidós (22) años y multa de sesenta y seis (66) a setecientos cincuenta (750) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 

Artículo 213A. Proxenetismo con menor de edad.  
El que con ánimo de lucro para sí o para un tercero o para satisfacer los deseos sexuales de otro, 
organice, facilite o participe de cualquier forma en el comercio carnal o la explotación sexual de otra 
persona menor de 18 años,18 incurrirá en prisión de catorce (14) a veinticinco (25) años y multa de 
sesenta y siete (67) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
Artículo 214. Constreñimiento a la prostitución.  
El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, constriña a cualquier persona al comercio carnal o a la 
prostitución, incurrirá en prisión de nueve (9) a trece (13) años y multa de sesenta y seis (66) a setecientos cincuenta 
(750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
Artículo 216.Circunstancias de agravación punitiva.  
Las penas para los delitos descritos en los artículos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad, cuando la 
conducta:     
 
1. Se realizare en persona menor de catorce (14) años. 
2. Se realizare con el fin de llevar la víctima al extranjero.  
3. Se realizare respecto de pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre 
cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se hallare 
integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos 
de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio 
o de unión libre.   
 

 
18 Aplica a los padres de familia que, permiten que, en una relación de dudoso consentimiento, su hija, resulte embarazada, cuando 

es menor de 18 años de edad. Reitérese, menor de 18 años. 
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4. Se cometiere sobre personas en situación de vulnerabilidad en razón de su edad, etnia, discapacidad física, psíquica 
o sensorial, ocupación u oficio.  
5. La conducta se cometiere como forma de retaliación, represión o silenciamiento de personas que forman parte de 
organizaciones sociales, comunitarias o políticas o que se desempeñan como líderes o defensoras de Derechos 
Humanos.   
 
Artículo 217. Estímulo a la Prostitución de Menores.  
El que destine, arriende, mantenga, administre o financie casa o establecimiento para la práctica de actos sexuales en 
que participen menores de edad,19 incurrirá en prisión de diez (10) a catorce (14) años y multa de sesenta y seis (66) a 
setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.   
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el responsable sea integrante de la familia de la víctima.  
 
217A. Demanda de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años de edad.  
El que directamente o a través de tercera persona, solicite o demande realizar acceso carnal o actos sexuales con persona 
menor de 18 años, mediante pago o promesa de pago en dinero, especie o retribución de cualquier naturaleza, incurrirá 
por este sólo hecho, en pena de prisión de catorce (14) a veinticinco (25) años.  
Parágrafo. El consentimiento dado por la víctima menor de 18 años, no constituirá causal de exoneración de la 
responsabilidad penal.   
 
La pena se agravará de una tercera parte a la mitad:  
1. Si la conducta se ejecuta por un turista o viajero nacional o extranjero.  
2. Si la conducta constituyere matrimonio o convivencia, servil o forzado.  
3. Si la conducta es cometida por un miembro de un grupo armado organizado al margen de la ley.  
4. Si la conducta se comete sobre persona menor de catorce (14) años de edad.  
5. El responsable sea integrante de la familia de la víctima.  
 
Artículo 218. Pornografía con personas menores de 18 años.  
El que fotografíe, filme, grabe, produzca, divulgue, ofrezca, venda, compre, posea, porte, almacene, trasmita o exhiba, 
por cualquier medio, para uso personal o intercambio, representaciones reales de actividad sexual que involucre persona 
menor de 18 años de edad, incurrirá en prisión de 10 a 20 años y multa de 150 a 1.500 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. Igual pena se aplicará a quien alimente con pornografía infantil bases de datos de Internet, con o sin fines de 
lucro.20  
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el responsable sea integrante de la familia de la víctima.  
 
Artículo 219A. Utilización o facilitación de medios de comunicación para ofrecer actividades sexuales con 
personas menores de 18 años.  
El que utilice o facilite el correo tradicional, las redes globales de información, telefonía o cualquier medio de comunicación, 
para obtener, solicitar, ofrecer o facilitar contacto o actividad con fines sexuales con personas menores de 18 años de 
edad, incurrirá en pena de prisión de diez (10) a catorce (14) años y multa de sesenta y siete (67) a (750) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.  
Las penas señaladas en el inciso anterior se aumentarán hasta en la mitad (1/2) cuando las conductas se realizaren con 
menores de catorce (14) años.  
 

Artículo 219B. Omisión de denuncia.  
El que, por razón de su oficio, cargo, o actividad, tuviere conocimiento de la utilización de menores para 
la realización de cualquiera de las conductas previstas en el presente capítulo y, omitiere informar a las 
autoridades administrativas o judiciales competentes sobre tales hechos, teniendo el deber legal de 
hacerlo, incurrirá en multa de trece punto treinta y tres (13.33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. Si la conducta se realizare por servidor público, se impondrá, además, la 
pérdida del empleo.  
 
Ver artículos 12 y 15 de ley 1146 de 2007, y artículo 18 numeral 4 de ley 1620 de 2013 y artículo 19 de 
ley 1620 de 2013 y artículo 417 del código penal y artículo 25 del código penal. 
   
 

 
19 Aplica para los colegios en los cuales, las estudiantes y los estudiantes, se graban realizando bailes erótico-sexuales, o en los 

cuales se reproduce o imita, los movimientos y la parafernalia de una relación sexual. Sea para las redes sociales o para uso 

personal, pero que sean grabados en el colegio en sus instalaciones o portando el uniforme. 

20 Aplica, para las redes sociales como Tik Tik, Instagram, Facebook, Telegram, WhatsApp y otros. 
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Artículo 219 C Inhabilidades por delitos sexuales cometidos contra menores:  
Las personas que hayan sido condenados por la comisión de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales 
de persona menor de 18 años de acuerdo con el Título IV de la presente ley; serán inhabilitadas para el desempeño de 
cargos, oficios o profesiones que involucren una relación directa y habitual con menores de edad en los términos que 
establezca el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, o quien haga sus veces.   
 
Artículo 220. Injuria.  
El que haga a otra persona imputaciones deshonrosas, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) 
meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
Artículo 221. Calumnia.  
El que impute falsamente a otro una conducta típica, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a setenta y dos (72) meses y 
multa de trece punto treinta y tres (13.33) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  
 
Artículo 222. Injuria y calumnia indirectas.  
A las penas previstas en los artículos anteriores quedará sometido quien publicare, reprodujere, repitiere injuria o calumnia 
imputada por otro, o quien haga la imputación de modo impersonal o con las expresiones se dice, se asegura u otra 
semejante. 
 
Artículo 223. Circunstancias especiales de graduación de la pena. Cuando alguna de las conductas previstas en este 
título se cometiere utilizando cualquier medio de comunicación social u otro de divulgación colectiva o en reunión pública, 
las penas respectivas se aumentarán de una sexta parte a la mitad.  
Si se cometiere por medio de escrito dirigido exclusivamente al ofendido o en su sola presencia, la pena imponible se 
reducirá hasta en la mitad.  
 
Artículo 225.Retractación.  
No habrá lugar a responsabilidad si el autor o partícipe de cualquiera de las conductas previstas en este título, se retractare 
voluntariamente antes de proferirse sentencia de primera o única instancia, siempre que la publicación de la retractación 
se haga a costa del responsable, se cumpla en el mismo medio y con las mismas características en que se difundió la 
imputación o en el que señale el funcionario judicial, en los demás casos. No se podrá iniciar acción penal, si la retractación 
o rectificación se hace pública antes de que el ofendido formule la respectiva denuncia.  
 

Artículo 226. Injuria por vías de hecho.  
En la misma pena prevista en el artículo 220 incurrirá el que por vías de hecho agravie a otra persona.21  
 
Artículo 227.Injurias o calumnias recíprocas.  
Si las imputaciones o agravios a que se refieren los artículos 220, 221 y 226 fueren recíprocas, se podrán declarar exentos 
de responsabilidad a los injuriantes o calumniantes o a cualquiera de ellos.  
 
   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
21 Aplica para aquellos estudiantes que, le tocan el cuerpo, rostro o partes NO intimas a los educadores sin su consentimiento, aplica 

también, para aquellos estudiantes que, muestran sus partes genitales a sus compañeros o aquellos estudiantes que, mediante la 

fuerza, o la amenaza o la intimidación obligan a terceros a mostrar sus partes íntimas. 
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DE LA DIRECTIVA 01 DEL 04 DE MARZO DE 2022. 
En armonía con lo anterior, y sin perjuicio de la normativa que se expida con posterioridad a la comunicación de la presente 
directiva, es deber de las entidades territoriales, instituciones educativas, directivos docentes, docentes y personal 
administrativo atender, el siguiente marco jurídico:  
 
a) los tratados y convenios internacionales suscritos por Colombia en materia de protección de los niños, niñas y 
adolescentes, que hacen parte del bloque de constitucionalidad tales como la Convención sobre los Derechos del Niño 
aprobada por el Congreso de la República mediante la Ley 12 de 1991; la Ley 704 de 2001; la Ley 765 de 2002;  
b) Disposiciones internas tales como: el artículo 05 de la Ley 115 de 1994, la Ley 1098 de 2006 -Código de la Infancia y 
la Adolescencia; la Ley 599 de 2000 o Código Penal y sus reformas; la Ley 679 de 2001; Ley 1146 de 2007; Ley 1257 de 
2008; Ley 1620 de 2013, Ley 1652 de 2013, la Ley 1918 de 2018, artículo 206 de la Ley 1955 de 2019, el Decreto 1710 
de 2020 y demás decretos reglamentarios, entre otras. 
 
Con este marco normativo y en consideración al principio del interés superior, es claro que todo niño, niña y adolescente 
goza de especial protección por parte del Estado, y en atención a ello, tiene derecho a una vida libre de violencia y a que 
todas las instituciones y la sociedad, adopten las medidas necesarias para la prevención del abuso y el acoso sexual, y 
en general, de cualquier tipo de vulneración de sus derechos fundamentales.  
Con base en lo expuesto, y conforme a las competencias de este Ministerio, es necesario orientar las acciones que 
entidades territoriales, instituciones educativas, directivos docentes, docentes, orientadores y personal administrativo 
deben realizar para la prevención y atención de las situaciones de riesgo y afectación de los derechos sexuales y 
reproductivos de niños, niñas y adolescentes. 
En el marco de lo establecido por la Ley 1620 de 2013, y del artículo 87 de la Ley 115 de 1994, los manuales de 
convivencia escolar deben identificar e incentivar el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los 
estudiantes, que permitan respetar la diversidad, solucionar los conflictos de manera pacífica, así como prevenir 
situaciones que atenten y pongan en riesgo el ejercicio de sus derechos. 
 
Los manuales de convivencia deben ser actualizados cada año con participación de la comunidad educativa, y 
en él deben indicarse los procesos que debe seguir cualquier miembro de la comunidad educativa en caso de 
enfrentar una situación de violencia escolar.  
 
Los manuales de convivencia, construidos con participación de la comunidad educativa, indicarán a esta cómo actuar, los 
tiempos, responsables, y las acciones de protección y seguimiento; además deben ser claros para todos los roles y 
responsabilidades de directivos, docentes, estudiantes y padres de familia o acudientes, en todos los ambientes de 
interacción con fines académicos, curriculares, extracurriculares o de tutoría.  
Igualmente deben prever, los protocolos de atención y cómo se activarán las rutas intersectoriales para el manejo, por 
parte del comité escolar de convivencia, de ciertas situaciones que afectan la convivencia escolar. 
 
La Ley 1620 de 2013, define acciones que cada comité territorial y comité escolar de convivencia debe realizar para 
implementar las tres herramientas que todos los establecimientos educativos deben utilizar para la prevención de 
violencias en entornos escolares y la protección de la vida, la integridad y los derechos de niñas, niños y adolescentes. 
Los comités escolares de convivencia deben poner en conocimiento de la comunidad educativa las formas y requisitos 
de recepción y radicación de la información sobre las situaciones que afectan la convivencia escolar.  
 
Una vez conocidos los hechos que afecten la convivencia, deben activar la ruta para garantizar la atención 
inmediata en salud física y mental de los involucrados, mediante la remisión a las entidades competentes: 
 
e informar de manera inmediata a los padres, madres o acudientes de todos los estudiantes involucrados y 
reportar el caso en el Sistema de Información Unificado de Convivencia Escolar, SIUCE. 
 
El comité escolar de convivencia debe revisar y analizar los datos que arrojan sus reportes del Sistema de Información 
Unificado de Convivencia Escolar SIUCE, para identificar y clasificar las situaciones que generan violencia escolar y ponen 
en riesgo la vida y la integridad de sus estudiantes. Con esta información, podrán identificar cuáles son las situaciones 
más comunes que afectan la convivencia escolar y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos para 
que luego de esta identificación, incluyan dentro del manual de convivencia escolar los pasos que seguirán para prevenir, 
atender y hacer seguimiento a cada situación. 
 
EL rector o La Rectora, del establecimiento educativo, como presidente del Comité, debe asumir el liderazgo en el manejo 
de cada situación, y la activación del protocolo determinado, así como poner la denuncia ante las autoridades si se trata 
de una situación tipo III (Fiscalía general de la Nación, Policía de Infancia y Adolescencia y paralelamente al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar).  
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Una vez atendidas las personas involucradas debe citar a los integrantes del comité escolar de convivencia, en los 
términos fijados en el manual de convivencia para informar a los participantes en el comité de los hechos que dieron lugar 
a la convocatoria, guardando reserva de aquella información que pueda atentar contra el derecho a la intimidad y 
confidencialidad de las partes involucradas, así como del reporte realizado ante la autoridad competente.  
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 1620 de 2013, la omisión, incumplimiento o retraso 
en la implementación de la Ruta dan lugar a las investigaciones y sanciones de naturaleza disciplinaria y penal. 
 
El comité escolar de convivencia deberá garantizar, el derecho a la intimidad y a la confidencialidad de los datos 
personales de las niñas, niños o adolescentes involucrados en las situaciones de violencia, por ello, deberá definir un 
proceso para el manejo de la información ante medios de comunicación o en general, ante la comunidad educativa. 
 
Sin embargo, la actuación de los Comités no puede reducirse a la reacción ante el conocimiento de unos hechos, sino 
que deben jugar un papel protagónico en actividades de prevención, toda vez que constituyen la instancia encargada de 
liderar las acciones y procesos de formación para el ejercicio de la ciudadanía, la convivencia y los derechos humanos, 
sexuales y reproductivos, y tienen la finalidad de construir al interior del establecimiento, mediante el diálogo, el trabajo 
en equipo y la participación de la comunidad, relaciones armónicas y pacíficas para el desarrollo de competencias y el 
ejercicio de  los derechos humanos, sexuales y reproductivos. 
Como lo establece el artículo 30 de la Ley 1620 de 2013, el componente de prevención deberá ejecutarse a través de 
un proceso continuo de formación para el desarrollo integral del niño, niña y adolescente, mediante un plan de acción 
que incluya las estrategias pedagógicas para fortalecer competencias ciudadanas y socioemocionales, la educación para 
la sexualidad, y el fortalecimiento de los procesos de participación y de las acciones de cuidado y protección con las 
familias, tal y como se                       ilustra en el literal b de esta directiva. 
 
De otra parte, los comités de convivencia escolar de las entidades territoriales de que trata el artículo 9 de la Ley 1620 
de 2013, son claves para garantizar que la ruta de atención integral sea apropiada e implementada adecuadamente en 
su jurisdicción, y son la instancia donde se encuentra el sector educativo con los distintos órganos del Gobierno y 
autoridades de control, cuya finalidad está orientada a garantizar los derechos de los niños y jóvenes. Además, tienen la 
función de vigilar, revisar y ajustar periódicamente las estrategias y acciones del Sistema Nacional de Convivencia en su 
jurisdicción, de conformidad con los reportes y monitoreo del Sistema de Información Unificado de Convivencia Escolar. 
(…) 
 

• Acciones pedagógicas para la prevención de violencia sexual en el entorno escolar 
Dentro de las estrategias que se han considerado adecuadas para prevenir, atender y hacer seguimiento a las 
situaciones que generan riesgo y vulneran los derechos sexuales y reproductivos de niñas, niños y adolescentes en el 
sector educativo, es necesario fortalecer los programas de educación                         sexual de acuerdo con la edad y el contexto, a fin de 
que todos, en especial niños, niñas y adolescentes, tengan los conocimientos y desarrollen las habilidades, actitudes y 
comportamientos que les permitan reconocer y generar interacciones de cuidado y bienestar consigo mismo, con los 
demás y con el entorno, actuar de manera constructiva, democrática e inclusiva en la sociedad y ejercer sus derechos, 
entre ellos, los derechos sexuales y los derechos reproductivos para así lograr construir relaciones con sus pares, con sus 
familias y educadores que garanticen sus derechos y la toma de decisiones asertivas, informadas y autónomas, que 
impactan sus proyectos de vida. 
 
Lo anterior con fundamento en lo contenido en la Ley 1146 de 2007, la Ley 1257 de 2008, y la Ley 1620 de 2013 
reglamentada por el Decreto 1965 de 2013 compilado en el Decreto 1075 de 2015, la cual identifica como acción de 
prevención el desarrollo e implementación de la Educación Integral para la Sexualidad que parte de un marco de 
derechos, teniendo en cuenta el contexto, la edad y la participación de la comunidad educativa. 
 
El SIUCE cuenta con el Módulo de Convivencia Escolar que permite generar reportes para diseñar acciones 
preventivas y hacer seguimiento a los casos de violencias sexuales, y con ello, una adecuada activación de rutas 
para la atención intersectorial a las víctimas, especialmente con el sector salud, ICBF y Fiscalía o entidad correspondiente 
en el territorio. 
En el marco de la “Alianza Familia Escuela” es necesario que la Institución Educativa promueva el desarrollo de acciones 
conjuntas entre las familias y los educadores, orientadas a la prevención de riesgos y a la promoción de derechos 
humanos, sexuales y reproductivos, a partir de los proyectos de educación sexual u otros que estén definidos en el PEI, 
abordando especialmente el trabajo sobre imaginarios y estereotipos de género y riesgos específicos. Alianza Familia – 
Escuela:  
 

https://escuelasecretarias.mineducacion.gov.co/publicaciones/55 
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Finalmente, se destaca que, el Decreto 4798 de 2011, reglamentario de la Ley 1257 de 2008, compilado en el Decreto 
1075 de 2015, establece, a cargo de las secretarías de educación de las Entidades Territoriales Certificadas en Educación 
la inspección y vigilancia del cumplimiento de las obligaciones señaladas para las instituciones educativas relacionados 
con la erradicación de la violencia contra los niños, niñas y adolescentes. 
 
• ACCIONES DE CARÁCTER ADMINISTRATIVO, EN LA SELECCIÓN, NOMBRAMIENTO O CONTRATACIÓN 
DE PERSONAL ADMINISTRATIVO O EDUCADOR, PARA LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE SITUACIONES DE 
VIOLENCIA SEXUAL EN EL ENTORNO ESCOLAR. 
 
El sistema jurídico colombiano mediante la Ley 1918 de 2018, reglamentada por el Decreto 753 de 2019, adicionó el 
artículo 219C de la Ley 599 de 2000, estipulando una inhabilidad para aquellas personas que, resultarán con fallo 
condenatorio en la trasgresión de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
 
El Decreto 753 de 2019, detalla los cargos, oficios o profesiones que involucran una relación o interacción directa entre 
el trabajador y el menor de edad, el cual puede ser por “trato personal o a través de cualquier medio tecnológico”, y que 
se presenta de manera habitual y frecuente durante el desarrollo de las actividades, inherentes a su cargo; entre estos se 
encuentran: los docentes y personal que trabaje en instituciones de educación formal, transporte escolar y demás que 
puedan tener interacción con los estudiantes. 
 
En el marco de lo señalado tenemos que, las entidades territoriales, los representantes legales de las instituciones 
educativas oficiales y no oficiales, y personal administrativo, en cumplimiento de sus funciones y competencias y como 
garantes de la protección de la integridad de los niños, niñas y adolescentes que asisten a las aulas, deberán cumplir con 
las acciones de prevención establecidas en la norma vigente, es decir, deberán dentro del proceso de selección y 
seguimiento del personal administrativo y educador atender lo siguiente: 
 
• Generar el registro de inhabilidades por delitos sexuales contra la libertad e integridad de niños, niñas y 
adolescentes, en los procesos de selección del personal administrativo y docente. 
 
• Apoyar, elaborar o activar las Rutas de Atención Integral que contengan los protocolos de atención en situaciones 
de violencia sexual o todas aquellas que vulneren los derechos de niños, niñas y adolescentes. Este ejercicio deberá tener 
como objetivo la sensibilización del personal y la comunidad educativa en la prevención, detección, identificación y 
atención de estas situaciones de violencia sexual que pongan en peligro y vulneren los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. 
 
Revisar cada cuatro (4) meses durante la vigencia de la relación de trabajo el registro de inhabilidades. Dicha consulta la 
deberán realizar a través del enlace: 
 

https://inhabilidades.policia.gov.co:8080/ 
 
o ingresando a la página web de la Policía Nacional de Colombia, opción Registro Inhabilidades. 
 
Las Entidades Territoriales Certificadas en educación deben adelantar las investigaciones de orden disciplinario 
que correspondan, y mientras se surte el debido proceso, tener en cuenta que el artículo 44 de la Constitución 
Política, el artículo 3 de la Ley 12 de 1991, la Ley 1098 de 2006 y la sentencia de la Corte Constitucional T-075 de 
2013, dan el soporte jurídico para que en toda decisión o medidas administrativas que deban adoptarse en relación con 
los niños, niñas y adolescentes, prevalezcan sus derechos, aun cuando exista un conflicto entre sus derechos 
fundamentales con los de cualquier otra persona. 
 
En tal sentido, cuando las secretarías de educación en ejercicio de sus funciones se encuentren adelantando actuaciones 
administrativas de tipo disciplinario o tengan conocimiento que una persona vinculada a la Institución Educativa se 
encuentre involucrada en una investigación judicial por delitos de violencia sexual contra niños, niñas o adolescentes, 
pueden realizar un ejercicio de ponderación, atendiendo a los postulados constitucionales y el bloque de 
constitucionalidad. 
 
Haciendo prevalecer, los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y adoptar la decisión de asignar a los docentes a 
que realicen actividades curriculares no lectivas que no conlleven la interacción directa con los estudiantes o de manera 
excepcional y transitoria, de tipo administrativo, mientras se surte el debido proceso.  
 
Esta orientación será aplicada igualmente al personal que desarrolla actuaciones administrativas y por las 
instituciones educativas no oficiales, de acuerdo con sus procedimientos. 
 
• ATENCIÓN DE SITUACIONES DE VIOLENCIA SEXUAL EN EL ENTORNO ESCOLAR 
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Cada actuación y acción que tengan relación con los derechos de los niños, niñas y adolescentes deberán estar orientadas 
a:  
 
i) garantizar su desarrollo armónico e integral; ii) generar las condiciones para el pleno ejercicio de sus derechos 
fundamentales; iii) asegurar ambientes aptos para su desarrollo, iv) adecuar las medidas que correspondan a la protección 
de riesgos, que amenacen su integridad, tales como violencia fisca o moral y en general que signifiquen el irrespeto por 
la dignidad humana en todas sus formas221, v) investigar y sancionar severamente los delitos en los cuales niños, niñas 
y adolescentes son víctimas, y garantizar la reparación del daño y el restablecimiento de sus derechos vulnerados. 
 
En correspondencia con lo anterior, es claro que, el Estado a través de todos y cada uno de sus agentes tiene la 
responsabilidad inexcusable de actuar oportunamente para garantizar la realización, protección y el restablecimiento de 
los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes (artículo 10°, Ley 1098 de 2006), de tal forma que todo acto que 
afecte la integridad, el desarrollo armónico de niños, niñas y adolescentes como son los de tipo de violencia sexual, debe 
ser tratado con suma diligencia.  
 
Este tipo de violencia hace referencia a “todo acto o comportamiento de tipo sexual ejercido sobre un niño, niña o 
adolescente, o adolescente, utilizando la fuerza o cualquier forma de coerción física, psicológica o emocional, 
aprovechando las condiciones de indefensión, de desigualdad y las relaciones de poder existentes entre víctima y 
agresor.”223 
 
Por tanto, tras el conocimiento de una presunta o efectiva acción o actuación de violencia sexual contra los estudiantes, 
la entidad territorial, el establecimiento educativo y las autoridades escolares, deben tener en cuenta lo siguiente: 
 
• En todo momento el personal de la institución educativa, así como el personal de la entidad territorial certificada en 
educación deben brindar atención, acompañamiento y apoyo al niño, niña o adolescente víctima, primando en cada una 
de sus actuaciones sus derechos, no subestimando la denuncia o situación de riesgo, sino por el contrario actuando 
de manera diligente y oportuna. 
 
• El sistema jurídico colombiano, en la Ley 1146 de 2007 en su capítulo 4, compuesto por los artículos 11, 12, 13 
y 14 estableció para los docentes y directivos docentes de los establecimientos educativos oficiales y no oficiales, 
entre otras la obligación de “denunciar ante las autoridades administrativas y judiciales competentes, toda 
conducta o indicio de violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes de la que se tenga conocimiento”. La 
omisión en la denuncia oportuna implica la desatención de una disposición normativa expresa, lo cual también 
debe ser objeto de investigación por las autoridades correspondientes. 
 
• Se debe evitar la revictimización del niño, niña o adolescente; para ello es preciso activar la ruta de atención, dando 
traslado a las autoridades correspondientes a fin de que se inicien las actuaciones judiciales, y adoptar las medidas 
administrativas inmediatas y eficaces que correspondan. 
• De acuerdo con la Ley 1620 de 2013 y, su Decreto reglamentario 1965 del mismo año, el personal docente y directivo 
docente de los establecimientos educativos deberán reportar, las situaciones tipo III, según el protocolo expedido para el 
abordaje pedagógico de las violencias basadas en género – VBG en los entornos escolares, en el Sistema de Información 
Unificado de Convivencia Escolar – SIUCE. 
• Las entidades territoriales, iniciarán las medidas disciplinarias contenidas en la Ley 734 de 2002 y la Ley 1952 de 2019, 
para los servidores públicos, adoptando medidas provisionales en el marco del debido proceso;  
esta orientación será aplicada por instituciones educativas no oficiales, de acuerdo con sus procedimientos. 
 
De la misma forma se debe notificar del caso, a la Policía de Infancia y Adolescencia, fiscalía general de la Nación, entidad 
prestadora de salud y, al ICBF para que se le garanticen, protejan y restablezcan los derechos del niño, niña o adolescente. 
 
• Cada actuación administrativa y disciplinaria que se desarrolle para la atención de situaciones de violencia sexual en 

el entorno escolar y hacia la protección de los derechos fundamentales debe evitar acciones discriminatorias basadas 
en estereotipos de género u otras; y proteger el derecho de las victimas a no ser confrontadas con el presunto 
agresor o agresora. 

 
• Se debe garantizar, la privacidad de la información y, por lo tanto, los datos contenidos en el relato de los hechos se 

trabajarán bajo reserva y solo tendrá acceso al mismo las partes del proceso administrativo o disciplinario y la entidad 
competente. 

 
 

 
22 Corte Constitucional. Sentencia T-448 de 2018. Magistrado Sustanciador: Antonio José Lizarazo Ocampo. 

23 Congreso de la Republica- Ley 1146 de 2007. 
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• Es necesario que, se establezca contacto con un miembro de la familia de la víctima, verificando que la misma familia 

no esté implicada como agresora, caso en el cual se deberá contactar al ICBF. 
 
• La Entidad Territorial Certificada en Educación, y el establecimiento educativo están en la obligación de entregar o 

allegar la información requerida por parte de las autoridades judiciales y policiales competentes, a fin de coadyuvar en 
la investigación de la posible comisión de un delito o falta en contra de los derechos e integridad de los niños, niñas y 
adolescentes. 

 
• Las entidades territoriales, en todo momento, deben procurar trabajar de manera coordinada con las demás 

autoridades territoriales, judiciales o policivas, para garantizarle al niño, niña o adolescente: 
 
• Atención médica y psicológica 24 horas al día, 7 días a la semana, ya que todo caso de violencia sexual, 

independientemente del tiempo trascurrido, se considera una urgencia, por lo tanto, los servicios para atender 
la salud física y mental deben prestarse de manera inmediata y gratuita en la institución prestadora de 
servicios de salud más cercano a la institución educativa que cuente con servicios de urgencias, sin importar 
la red prestadora a la que esté afiliada la víctima. En el caso que se verifique que no se encuentra afiliada, 
deberá solicitarse de forma inmediata a la secretaria de Salud territorial su afiliación en el marco normativa del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

 
• Medidas de protección por parte del ICBF, Comisaría de Familia o Policía de Infancia y Adolescencia para que se 

detenga la violencia sexual y evitar que se repita, brindar acompañamiento, protección, atención integral, 
restablecimiento de los derechos y apoyo psicosocial a la víctima y a su familia, así como, apoyar en los trámites de 
denuncia. 

 
• Justicia y reparación debe ser garantizada por la Fiscalía, la Policía de Infancia y Adolescencia y la Policía Judicial 

(CTI, SIJIN, DIJIN). 
 
• Las medidas de protección adoptadas contra la violencia sexual, no pueden afectar el derecho a la educación del niño, 

niña o adolescente, para ello se deben adelantar las acciones intersectoriales que sean necesarias. Adicionalmente, 
se deben adoptar las medidas internas en la institución educativa para que se hagan efectivas las medidas de 
protección dictadas por la autoridad administrativa competente. 

 
• De acuerdo con el Artículo 27 del Decreto 1965 de 2013, en caso de presentarse un conflicto de interés o causal de 

impedimento y recusación por parte de alguno de los integrantes que conforman el Comité de Convivencia Escolar, 
los mismos se tramitarán conforme a lo establecido en el artículo 11 y 12 de la Ley 1437 de 2011 o las normas 
que los sustituyan. 

 
Tratándose de los establecimientos educativos no oficiales, los respectivos reglamentos de los Comités Escolares de 

Convivencia deberán definir los conflictos de interés, las casuales de impedimento y de recusación, así como el 
procedimiento para resolverlos, de tal forma que se garantice la imparcialidad de los integrantes de los referidos 
comités. 

• De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 1620 de 2013, la omisión, incumplimiento o retraso 
en la implementación de la Ruta, dará lugar a las investigaciones y sanciones de naturaleza disciplinaria y 
penal. 

 
Se notifica, a la comunidad educativa en general, taxativo en el texto del manual de convivencia escolar.  
Para su estricto cumplimiento. 
 

 
PREVENCIÓN DEL ABUSO SEXUAL. 
CUMPLIMIENTO A LA: 
 DIRECTIVA 01 DEL 04 DE MARZO DE 2022. 
 
SON NORMAS LEGALES VIGENTES QUE, OBLIGAN A DENUNCIAR: 
Sea de resaltar que, emergen normas que obligan y exigen del acato estricto y la celeridad o inmediatez 
del caso, normas legales vigentes que, obligan y exigen, a los educadores y administrativos, acudir a 
poner de conocimiento, las respectivas denuncias de indicios o hechos presuntos de abuso sexual 
infantil, o actos sexuales abusivos u otros, que vulneran la libertad, integridad y formación sexuales de 
menores de 18 años de edad. Es de hecho, una obligación, inexcusable, dar a conocer, los presuntos 
indicios o hechos a las autoridades, y que son normas legales vigentes a saber: 
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Código penal. ARTICULO 25. ACCION Y OMISIÓN. La conducta punible puede ser realizada por 
acción o por omisión.  
Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo 
llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva 
norma penal. A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien 
jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente 
de riesgo, conforme a la Constitución o a la ley. Son constitutivas de posiciones de garantía las siguientes 
situaciones:  
 
1. Cuando se asuma voluntariamente la protección real de una persona o de una fuente de riesgo, dentro 
del propio ámbito de dominio.  
2. Cuando exista una estrecha comunidad de vida entre personas.  
3. Cuando se emprenda la realización de una actividad riesgosa por varias personas.  
4. Cuando se haya creado precedentemente una situación antijurídica de riesgo próximo para el bien 
jurídico correspondiente.  
 
PARAGRAFO. Los numerales 1, 2, 3 y 4 sólo se tendrán en cuenta en relación con las conductas 
punibles delictuales que atenten contra la vida e integridad personal, la libertad individual, y la libertad y 
formación sexuales.  
 
LEY 1098 DE 2006. 
Artículo 44. Obligaciones complementarias de las instituciones educativas. Los directivos y 
docentes de los establecimientos académicos y la comunidad educativa en general pondrán en marcha 
mecanismos para: 
(…) 
4. Garantizar a los niños, niñas y adolescentes el pleno respeto a su dignidad, vida, integridad física y 
moral dentro de la convivencia escolar. 
(…) 
9. Reportar, a las autoridades competentes, las situaciones de abuso, maltrato o peores formas de 
trabajo infantil detectadas en niños, niñas y adolescentes. 
 
LEY 1620 DE 2013. 
Artículo 18º. Responsabilidades del director o rector del establecimiento educativo en el Sistema 
Nacional de Convivencia Escolar y Formación para los Derechos Humanos, la educación para la 
sexualidad y la prevención y de la violencia escolar. Además de las que establece normatividad vigente 
y que le son propias, tendrá las siguientes responsabilidades: 
(…) 
4. Reportar aquellos casos de acoso y violencia escolar y vulneración de derechos sexuales y 
reproductivos de los niños, niñas y adolescentes del establecimiento educativo, en su calidad de 
presidente del comité escolar de convivencia, acorde con la normatividad vigente y los protocolos 
definidos en la Ruta de Atención Integral y hacer seguimiento a dichos casos. 
 
Artículo 19º. Responsabilidades de los docentes en el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y 
Formación para los Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación 
de la Violencia Escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y que le son propias, 
tendrán las siguientes responsabilidades: 
 
1. Identificar, reportar y realizar el seguimiento a los casos de acoso escolar, violencia escolar y 
vulneración de derechos sexuales y reproductivos que afecten a estudiantes del establecimiento 
educativo, acorde con los artículos 11 y 12 de la Ley 1146 de 2007 y demás normatividad vigente, con 
el manual de convivencia y con los protocolos definidos en la Ruta de Atención Integral para la 
Convivencia Escolar. 
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Si la situación de intimidación de la que tienen conocimiento se hace a través de medios electrónicos, 
igualmente deberá reportar al comité de convivencia para activar el protocolo respectivo. 
 
LEY 1146 DE 2007. Artículo 11. Identificación temprana en aula. Los establecimientos educativos 
oficiales y privados, que ofrezcan educación formal en los niveles de básica y media, deberán incluir 
elementos que contribuyan a la identificación temprana, prevención, autoprotección, detección y 
denuncia del abuso sexual de que puedan ser víctima, los educandos, dentro y fuera de los 
establecimientos educativos. 
 
Ley 1146 de 2007. Artículo 12. Obligación de denunciar. El docente está obligado a denunciar, ante 
las autoridades administrativas y judiciales competentes, toda conducta o indicio de violencia o abuso 
sexual contra niños, niñas y adolescentes del que tenga conocimiento. 
 
Ley 1146 de 2007. Artículo 15. Deber de denunciar. En ejercicio del deber constitucional de protección 
de los niños, niñas y adolescentes, el Estado y la sociedad tienen el deber de denunciar oportunamente 
a las autoridades competentes cualquier indicio o caso de abuso sexual contra niños, niñas y 
adolescentes dentro de las 24 horas siguientes al conocimiento del hecho. 
 
 
Por todo lo anterior, en estricto cumplimiento de las normas legales vigentes; es que, los educadores y 
administrativos y demás personal, mayores de 18 años de edad, deben proceder, a presentar ante las 
autoridades educativas, penales y del caso: fiscalía general de la Nación, --CAIVAS—Sijin -Unidad de 
delitos sexuales – Policía de Infancia y Adolescencia; ICBF, e incluso comisaria de familia. 
 
Los indicios y presuntos hechos, en la inmediatez y celeridad que, se exige, es decir 24 horas, a voces 
de la ley 1146 de 2007, artículo 15. 
 
Lo anterior, ligado al artículo 18 numeral 4 de ley 1620 de 2013, para los rectores; y ligado en conexidad 
del artículo 19 de ley 1620 de 2013, para los educadores.  
 
De tal manera que, se desarrollen, las actuaciones de carácter OFICIOSO PROPIAS DE CADA CASO 
y se llegue a la verdad de cada caso en particular. Cumpliendo también con el artículo 44 superior 
constitucional y el artículo 08 de la ley 1098 de 2006. 
 
Se debe realizar un breve pero detallado, relato de los hechos y, sobre todo, NO interrogar, a los menores 
de edad, sino que ellos, o ellas, desarrollen una versión libre en descargos. Sin llegar a interrogarlos o 
revictimizarles. 
 
Ver artículo 150 de ley 1098 de 2006: 
 
Ley 1098 de 2006. Artículo 150. Práctica de testimonios. Los niños, las niñas y los adolescentes 
podrán ser citados como testigos en los procesos penales que se adelanten contra los adultos.  
Sus declaraciones solo las podrá tomar el Defensor de Familia con cuestionario enviado previamente 
por el fiscal o el juez. El defensor sólo formulará las preguntas que no sean contrarias a su interés 
superior. Excepcionalmente, el juez podrá intervenir en el interrogatorio del niño, la niña o el adolescente 
para conseguir que este responda a la pregunta que se le ha formulado o que lo haga de manera clara 
y precisa. Dicho interrogatorio se llevará a cabo fuera del recinto de la audiencia y en presencia del 
Defensor de Familia, siempre respetando sus derechos prevalentes. 
El mismo procedimiento se adoptará para las declaraciones y entrevistas que deban ser rendidas ante 
la Policía Judicial y la Fiscalía durante las etapas de indagación o investigación.  
A discreción del juez, los testimonios podrán practicarse a través de comunicación de audio video, caso 
en el cual no será necesaria la presencia física del niño, la niña o el adolescente. 
 
El desconocimiento de la ley, NO es causal de exención, señala el artículo 09 del código civil colombiano. 
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De tal manera que, así los educadores, directivos y padres de familia, no sean expertos en el tema, y 
mucho menos, expertos en derecho penal, igualmente, les OBLIGA LA NORMA LEGISLADA VIGENTE, 
de tal forma, que aunque desconozcan, si se trata o no de una vulneración a la libertad, integridad y 
formación sexual, de los menores de 18 años de edad, de su ámbito de dominio, igualmente, por sentido 
común y lógica, si pueden apreciar, cuales actuaciones son presuntos delitos de índole sexual contra 
menores de edad. Lo relevante, es que, usted tenga claro, que existe el inaplazable, inexcusable e 
indelegable deber de denunciar, en las 24 horas, siguientes al conocimiento de los hechos: 
 
Ley 1146 de 2007. Artículo 15. Deber de denunciar. En ejercicio del deber constitucional de protección 
de los niños, niñas y adolescentes, el Estado y la sociedad tienen el deber de denunciar oportunamente 
a las autoridades competentes cualquier indicio o caso de abuso sexual contra niños, niñas y 
adolescentes dentro de las 24 horas siguientes al conocimiento del hecho. 
 
Ley 1146 de 2007. Artículo 12. Obligación de denunciar. El docente está obligado a denunciar ante 
las autoridades administrativas y judiciales competentes, toda conducta o indicio de violencia o abuso 
sexual contra niños, niñas y adolescentes del que tenga conocimiento. 
 
Ley 1620 de 2013. Artículo 18º. Responsabilidades del director o rector del establecimiento 
educativo en el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para los Derechos Humanos, la 
educación para la sexualidad y la prevención y de la violencia escolar. Además de las que establece 
normatividad vigente y que le son propias, tendrá las siguientes responsabilidades: 
(…) 
4. Reportar aquellos casos de acoso y violencia escolar y vulneración de derechos sexuales y 
reproductivos de los niños, niñas y adolescentes del establecimiento educativo, en su calidad de 
presidente del comité escolar de convivencia, acorde con la normatividad vigente y los protocolos 
definidos en la Ruta de Atención Integral y hacer seguimiento a dichos casos. 
 
Ley 1620 de 2013. Artículo 19º. Responsabilidades de los docentes en el Sistema Nacional de 
Convivencia Escolar y Formación para los Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la 
Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar. Además de las que establece la normatividad vigente y 
que le son propias, tendrán las siguientes responsabilidades: 
 
1. Identificar, reportar y realizar el seguimiento a los casos de acoso escolar, violencia escolar y 
vulneración de derechos sexuales y reproductivos que afecten a estudiantes del establecimiento 
educativo, acorde con los artículos 11 y 12 de la Ley 1146 de 2007 y demás normatividad vigente, con 
el manual de convivencia y con los protocolos definidos en la Ruta de Atención Integral para la 
Convivencia Escolar. 
 
En ese orden de ideas, sabemos que se está, presuntamente, ante delitos de INDOLE SEXUAL, 
vulneración al buen nombre, la dignidad humana y la imagen de menor de edad, por ello, con absoluto 
respeto por la autonomía del funcionario asignado, o fiscal asignado, se deben elaborar las actas de 
conducto regular y acordes al debido proceso. Con el objeto de que, al tenor Constitucional del derecho 
al buen nombre, a la dignidad humana, y derecho a la libertad, integridad y formación sexuales, y derecho 
conexo a la integridad y salvaguarda de la familia, a la intimidad de las personas y terceros, en conexidad 
con el derecho al buen nombre institucional y personal. Obrando en plena armonía, con lo consagrado 
por la Honorable Corte Constitucional Colombiana, cuando se pronuncia en ése especifico aspecto, 
señalando: “Además se establece para el Estado, el deber ineludible e inaplazable de respetar el buen 
nombre y la dignidad humana. La consagración constitucional de estos derechos encuentra múltiples 
correlatos al nivel de los instrumentos internacionales de derechos humanos que vinculan al país, en 
particular la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (artículo 5º), la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (artículo 12º) el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(artículo 17º) y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 11º y artículo 14º), que 
consagran el derecho de las personas, a recibir la protección de las autoridades frente a los ataques 
contra su honra y su reputación.  
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Se trata de un derecho que, como ha reconocido la jurisprudencia constitucional, “por estar ligado al 
respeto de la dignidad humana, principio fundamental del Estado Social de Derecho (art. 2º Superior 
C.P.), y valor fundamental de la Comunidad internacional, es objeto de protección constitucional 
expresa”.  El derecho al buen nombre ha sido definido como “la buena opinión o fama adquirida por un 
individuo en razón a la virtud y al mérito, como consecuencia necesaria de las acciones protagonizadas 
por él”. Como se expresó en la sentencia T-494 de 2002, M.P. Jaime Triviño: “este derecho está atado 
a todos los actos o hechos que una persona realice y por las cuales la sociedad hace un juicio de valor 
sobre sus virtudes y defectos”.  Igualmente, la Corte Constitucional elaboró sobre esta definición en la 
sentencia C-489 de 2002, en los siguientes términos: “El buen nombre ha sido entendido por la 
jurisprudencia y por la doctrina como la reputación, o el concepto que de una persona tienen los demás 
y que se configura como derecho frente al detrimento que pueda sufrir como producto de expresiones 
ofensivas o injuriosas o informaciones falsas o tendenciosas.  
 
Este derecho de la personalidad es uno de los más valiosos elementos del patrimonio moral y social y 
un factor intrínseco de la dignidad humana que a cada persona debe ser reconocida tanto por el Estado, 
como por la sociedad”. Por otra parte, la jurisprudencia constitucional ha establecido que sólo se entiende 
lesionado el derecho fundamental al buen nombre en casos como el que nos ocupa, cuando quiera que 
se difunden afirmaciones, informaciones o imputaciones falsas o erróneas respecto de las personas, que 
no tienen fundamento en su propia conducta pública y que afectan su renombre e imagen ante la 
sociedad: “el derecho al buen nombre, como expresión de la reputación o la fama que tiene una persona. 
Se lesiona por las informaciones falsas o erróneas que se difundan sin fundamento y que distorsionan 
el concepto público que se tiene del individuo”.   
 
LA SENTENCIA T-494 DE 2002 (M.P. Jaime Triviño), reiteró esta regla al establecer que “son atentados 
al derecho al buen nombre todas aquellas informaciones contrarias a la verdad, que, sin justificación 
alguna, distorsionen el prestigio social que tiene una persona”.  (Subraya fuera de texto). 
 
En el mismo sentido, la SENTENCIA T-228 DE 1994 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo) precisó 
que “se atenta contra este derecho cuando, sin justificación ni causa cierta y real, es decir, sin 
fundamento, se propagan entre el público -bien en forma directa y personal, ya a través de los medios 
de comunicación de masas- informaciones falsas o erróneas o especies que distorsionan el concepto 
público que se tiene del individuo y que, por lo tanto, tienden a socavar el prestigio y la confianza de los 
que disfruta en el entorno social, en cuyo medio actúa, o cuando en cualquier forma se manipula la 
opinión general para desdibujar su imagen”.  Subraya y negrilla mías. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-277 DEL 12 DE MAYO DE 2015. DERECHO A LA 
HONRA Y AL BUEN NOMBRE-Protección por tutela.  La jurisprudencia de esta Corporación ha sido 
consistente en declarar la procedencia de acciones de tutela presentadas para proteger los derechos 
fundamentales a la honra y al buen nombre, cuando estos resultan afectados por la publicación de 
información en medios masivos de comunicación. 
  
DERECHO A LA HONRA Y AL BUEN NOMBRE-Concepto.   
Esta Corporación no ha hecho una separación categórica del significado y contenido de los derechos a 
la honra y al buen nombre, pues los mismos se encuentran en una relación estrecha y la afectación de 
uno de ellos, por lo general, acarrea una lesión al otro. Bajo este entendido, se ha manifestado que el 
derecho al buen nombre cobija la reputación, mientras que la honra se estructuraría en torno a la 
consideración que toda persona merece por su condición de miembro de la especie humana.  
De otra parte, se ha vinculado el derecho al buen nombre a las actividades desplegadas de forma pública 
por alguien. Sosteniéndose que el mismo integraría la valoración que el grupo social hace de sus 
comportamientos públicos. En cambio, el derecho a la honra se ha utilizado para referirse a aspectos 
más relacionados con la vida privada de las personas y a su valor intrínseco. 
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CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA C-748 DE 2011. 
La Corte Constitucional, acertadamente distinguió las tres líneas de interpretación que la jurisprudencia 
constitucional había hecho del derecho al habeas data. Así las cosas, precisó que en un primer momento 
dicho derecho constitucional fue interpretado “como una garantía del derecho a la intimidad, de allí que 
se hablara de la protección de los datos que pertenecen a la vida privada y familiar, entendida como la 
esfera individual impenetrable en la que cada cual puede realizar su proyecto de vida y en la que ni el 
Estado ni otros particulares pueden interferir”. (Negrilla en el texto original). 
(…) 
3.4.1.3.  Posteriormente, el fallo aludido determinó que “desde los primeros años de la nueva Carta, 
también surgió al interior de la Corte una segunda línea interpretativa que consideraba el habeas data, 
como una manifestación del libre desarrollo de la personalidad. Según esta línea, el habeas data tiene 
su fundamento último “(…) en el ámbito de autodeterminación y libertad que el ordenamiento jurídico 
reconoce al sujeto como condición indispensable para el libre desarrollo de la personalidad y en 
homenaje justiciero a su dignidad”. (Negrilla en el texto original). 
  
3.4.1.4.  Así mismo, la sentencia en mención dejó claro que “a partir de 1995, surge una tercera línea 
interpretativa que apunta al habeas data como un derecho autónomo y que es la que ha prevalecido 
desde entonces. Así, según la sentencia SU-082 de 1995, el núcleo del derecho al habeas data está 
compuesto por la autodeterminación informática y la libertad –incluida la libertad económica.  
 
Además, este derecho comprende al menos las siguientes prerrogativas: “a) El derecho a conocer las 
informaciones que a ella se refieren; b) El derecho a actualizar tales informaciones, es decir, a ponerlas 
al día, agregándoles los hechos nuevos; c) El derecho a rectificar las informaciones que no correspondan 
a la verdad.”, e incluye el derecho a la caducidad del dato negativo”. (Negrilla en el texto original). 
 
Se aprecia en extenso y cristalino, que la misma jurisprudencia aplicable a cada caso, ha indicado de 
marras, la obligación del estado, de proteger, la honra, dignidad y buen nombre de los ciudadanos como 
un derecho fundamental, Maxime cuando se trata de menores de edad y de cada caso en particular, 
cuando, los presuntos sindicados, acuden a violentar, la honra buen nombre y la imagen de menores de 
edad y la nuestra como institución educativa. 

 
 
RESPONSABILIDAD CIVIL DE LOS DOCENTES Y DE LOS 
DIRECTIVOS DOCENTES. 
 
DEBER DE CUIDADO. 
ESTABLECIMIENTO EDUCATIVO - Responsabilidad frente a los alumnos / CENTRO EDUCATIVO 
- Deber de custodia de los alumnos / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO - Calidad de los 
educandos / OBLIGACION DE CUIDADO –  
Sobre las instituciones educativas, recae la responsabilidad por los daños que sus alumnos sufran u ocasionen a terceros 
cuando se encuentran bajo la tutela de las directivas y docentes del establecimiento educativo, bien sea en sus propias 
instalaciones o por fuera de las mismas; pero al mismo tiempo, considera necesario resaltar que la justificación para la 
existencia de esta responsabilidad, se halla en el hecho de que en los establecimientos educativos escolares, 
normalmente se forman y educan personas menores de edad. Quienes por esta sola circunstancia se encuentran 
expuestas a muchos riesgos, toda vez que carecen de la madurez y buen criterio necesarios para regir sus actos y, en 
consecuencia, pueden incurrir en actuaciones temerarias, imprudentes, de las que se pueden derivar daños para sí 
mismos o para terceros; es por eso que el artículo 2347 del Código Civil establece que “… los directores de colegios y 
escuelas responden del hecho de los discípulos mientras están bajo su cuidado (…)”, situación que sólo puede predicarse, 
precisamente, de quienes efectivamente requieran de ese cuidado. El análisis de la responsabilidad de los 
establecimientos e instituciones educativas debe hacerse teniendo en cuenta la calidad de los educandos que hacen parte 
de los mismos, toda vez que no puede ser igual la relación de dependencia y subordinación que existe entre profesores 
adultos y alumnos menores de edad, que la existente entre personas todas mayores de edad, que se encuentran en ese 
proceso de aprendizaje, a nivel escolar o superior. FUENTE FORMAL: CODIGO CIVIL - ARTICULO 2347 NOTA DE 
RELATORIA: Responsabilidad de los centros educativos, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 7 
de septiembre de 2004, exp. 14869, C.P. Nora Cecilia Gómez Molina y del 18 de febrero de 2010, exps. 17533 y 
17732, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
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FRENTE AL DEBER DE CUIDADO: 
La custodia ejercida por los establecimientos educativos debe mantenerse no solo durante el tiempo que el alumno pasa 
en sus instalaciones, sino también durante la realización de otras actividades educativas o de recreación, como paseos, 
excursiones, viajes y demás eventos tendientes al desarrollo de programas escolares24. De acuerdo con el Consejo de 
Estado, el deber de cuidado surge de la relación de subordinación entre el docente y el alumno, pues el primero, debido 
a la posición dominante que ostenta, tiene no solo el compromiso, sino la responsabilidad de impedir que el segundo 
actúe de una forma imprudente. 

  
Así lo advirtió el alto tribunal, al condenar al Distrito de Floridablanca (MERCURIO) a pagar más de 650 millones 
de pesos por los daños ocasionados a una menor de siete años de edad en las instalaciones de un COLEGIO, 
donde fue víctima de abuso por parte de dos de sus compañeros, en 1998. 
 
La Sección Tercera, declaró la responsabilidad de la administración municipal, porque se vulneró un bien convencional y 
constitucional, como la protección del interés superior del niño, cuya seguridad debe ser garantizada en los 
establecimientos encargados de su cuidado. Entre las órdenes impartidas, el Distrito deberá elaborar un diagnóstico 
sicológico de la víctima, hoy mayor de edad, para determinar si existen secuelas síquicas derivadas del trauma sufrido 
cuando era una niña, y, si es necesario, suministrar el tratamiento sicológico correspondiente para superar tales secuelas.  
La Sala pudo verificar que la menor fue lesionada mientras se encontraba en el colegio, lo que significa que la vigilancia 
de la que disponía la institución no tuvo la eficacia suficiente para garantizar su seguridad. 
 
A su juicio, el comportamiento de las directivas del colegio infringió normas internacionales como la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. “Los establecimientos educativos deben tener las normas de seguridad necesarias para 
impedir que la integridad corporal y psíquica de los niños sea vulnerada”.  
 
Y es evidente que en el caso sub judice dichas normas de seguridad no fueron implementadas o resultaron ineficaces; 
toda vez que una menor impúber fue agredida mientras estaba en el colegio público al que concurría cotidianamente”, 
señala la sentencia.  
 
El Consejo revocó la decisión del Tribunal Administrativo de MERCURIO, por estimar que hizo una valoración indebida 
de las pruebas, ya que, en estos casos, aunque no exista una prueba directa de cómo ocurrieron los hechos, no se pueden 
desconocer las reglas de la experiencia, según las cuales, cuando se dan este tipo de agresiones, quienes las acometen 
obran encubiertos y ocultos de otras personas que los puedan delatar.  
(Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 68001231500019990261701, Consejero Ponente Jaime Orlando 
Santofimio).   
 

Código Civil.  
Artículo 2346. Responsabilidad por daños causados por impúberes. 
Los menores de 12 años no son capaces de cometer delito o culpa; pero de los daños por 
ellos causados serán responsables las personas a cuyo cargo estén dichos menores, si a 
tales personas pudieren imputárseles negligencia 
 
Código Civil. 
Artículo 2347. Responsabilidad por el hecho propio y de las personas a cargo. 
Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones para el efecto de indemnizar 
el daño sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado. 
Así, los padres son responsables solidariamente del hecho de los hijos menores que 
habiten en la misma casa. Así, el tutor o curador es responsable de la conducta del pupilo 
que vive bajo su dependencia y cuidado. 
Así, los directores de colegios y escuelas responden del hecho de los discípulos 
mientras están bajo su cuidado, y los artesanos y empresarios del hecho de sus 
aprendices, o dependientes, en el mismo caso. 
 
 

 
24 Aplica a las actividades de trabajo social y proyectos transversales. 

http://www.educateparaeducar.org/


BIBLIA  JURÍDICA  BÁSICA  2023 - 2024. 

Somos: www.educateparaeducar.org   --- 305 416 01 14   --- Derechos Reservados de Autor 2023  

28 

 
Pero cesará, la responsabilidad de tales personas, si con la autoridad y el cuidado que su 
respectiva calidad les confiere y prescribe, no hubieren podido impedir el hecho. 
 
Código Civil. 
Artículo 2348. Responsabilidad de los padres por los daños ocasionados por sus 
hijos. Los padres serán siempre responsables del daño causado por las culpas o los delitos 
cometidos por sus hijos menores, y que conocidamente provengan de mala educación o de 
hábitos viciosos que les han dejado adquirir. 
 
Código Civil 
Artículo 250. Obligaciones de los hijos. 
Los hijos deben respeto y obediencia a sus padres. 
Los hijos son legítimos, extramatrimoniales y adoptivos y tendrán iguales derechos y 
obligaciones. 
 
******* 
Según aporte de la Sentencia de Corte Constitucional, T – 252 del 10 de julio de 2023, páginas 25, 
26 y 27; los padres de familia, cuyos hijos hijos o hijas, hayan sido objeto de matoneo, acoso escolar, 
ciberbullying o intimidación, (ver artículo 02 de la ley 1620 de 2013) y son declarados victimas de estas 
repudiables acciones, y se demuestra que, los educadores, orientadores, coordinadores, o directivos o 
rectores, acudieron a las fallas, vacíos, fisuras, rehusamiento, retardo, denegación de sus funciones, 
frente a la ruta de atención escolar, en maltrato infantil (omisión, descuido y trato negligente) deberán 
indemnizar, a las victimas de matoneo, acoso escolar o Bullying. 
 

 
RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA DE LOS DOCENTES  
Y DIRECTIVOS DOCENTES. 
 En cuanto se refiere a la responsabilidad disciplinaria, que es la única cuyo estudio, verificación y decisiones 
correspondientes, que se encuentran delegadas en las Entidades Territoriales Certificadas en educación, es preciso 
recordar que el artículo 6 de la Constitución Política de Colombia dispone lo siguiente: Artículo 6. Los particulares sólo 
son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma 
causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. (Subrayado fuera del texto original) En desarrollo 
de lo anterior, fue expedida la Ley 1952 de 2019 que contiene el Código General Disciplinario. En su artículo 2 determinó 
que la potestad disciplinaria se encuentra en cabeza de la Procuraduría General de la Nación, de las Personerías 
Distritales y Municipales y, en específico, de las oficinas de control disciplinario interno de cada una de las entidades del 
estado, así: Artículo 2. Titularidad de la potestad disciplinaria, funciones de la Procuraduría General de la Nación e 
independencia de la acción. El Estado es el titular de la potestad disciplinaria. Se le atribuye a la Procuraduría General de 
la Nación funciones para la vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas, inclusive 
los de elección popular y adelantar las investigaciones disciplinarias e imponer las sanciones de destitución, suspensión 
e inhabilidad y las demás establecidas en la ley.  
 
Las decisiones sancionatorias que pongan fin a la actuación disciplinaria y producto de las funciones jurisdiccionales que 
se le reconocen a la Procuraduría General de la Nación serán susceptibles de ser revisadas ante la jurisdicción de lo 
contencioso-administrativo, en los términos establecidos en esta Ley. Para los servidores públicos de elección popular, la 
ejecución de la sanción se supeditará a lo que decida la autoridad judicial.  
 
Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de la Nación y de las personerías distritales y 
municipales, corresponde a las oficinas de control disciplinario interno y a los funcionarios con potestad disciplinaria de 
las ramas, órganos y entidades del Estado, conocer de los asuntos disciplinarios contra los servidores públicos de sus 
dependencias. A la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y a las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial les 
corresponde ejercer la acción disciplinaria contra los funcionarios y empleados judiciales, incluidos los de la Fiscalía 
General de la Nación, así como contra los particulares disciplinables conforme a esta ley y demás autoridades que 
administran justicia de manera temporal permanente.  
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La competencia de la Procuraduría General de la Nación es privativa para conocer de los procesos disciplinarios contra 
los servidores públicos de elección popular y de sus propios servidores, salvo los que, tengan fuero especial y el régimen 
ético disciplinario en el ejercicio de la función de conformidad con el artículo 185 de la Constitución Política.  
 
La acción disciplinaria es independiente de cualquiera otra que pueda surgir de la comisión de la falta. Además, los 
artículos 26 y 27 de la misma ley 1952 de 2019, estipulan la definición de una falta disciplinaria en el servicio público y 
que pueden ser cometidas tanto por acción como por omisión, así:  
 

Artículo 26. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar a la imposición de la 
sanción disciplinaria correspondiente la incursión en cualquiera de las conductas previstas en este código 
que conlleven incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, 
prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de 
intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad contempladas 
en esta ley.  
 
Artículo 27. Acción y omisión. La falta disciplinaria puede ser realizada por acción u omisión en el 
cumplimiento de los deberes propios del cargo o función, o con ocasión de ellos, o por extralimitación de sus 
funciones.  

 
Adicionalmente, el estatuto citado 1952 de 2019, dispone los deberes y prohibiciones aplicables a todos los servidores 
públicos, y que son de obligatoria observancia, así:  
 

Artículo 38. Deberes. Son deberes de todo servidor público:  
 
1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, los tratados de derechos 
humanos y derecho internacional humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, 
las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos, de la entidad, los reglamentos y los 
manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos 
de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario competente.  
 
Artículo 39. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido: 1. Incumplir los deberes o abusar de 
los derechos o extralimitar las funciones contenidas en la Constitución, los Tratados Internacionales 
ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, 
los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y 
disciplinarias, las convenciones colectivas y los contratos de trabajo (…)  

 

Es claro entonces que la responsabilidad de los servidores públicos en materia disciplinaria, 
así como sus consecuencias, no se limita únicamente al cumplimiento de sus funciones 
constitucionales y legales, sino de los deberes y las prohibiciones que se encuentran en las 
normas aplicables, extendiéndose también a aquellos casos en que omitan su 
cumplimiento. 
 
 

Veamos, la Ley 1952 de 2019: 
 
LA FALTA DISCIPLINARIA 
ARTÍCULO 26. La falta disciplinaria.  
Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar a la imposición de la sanción disciplinaria correspondiente la incursión 
en cualquiera de las conductas previstas en este código que conlleven incumplimiento de deberes, extralimitación en el 
ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad 
contempladas en esta ley. 
 
ARTÍCULO 27. Acción y omisión.  
La falta disciplinaria puede ser realizada por acción u omisión en el cumplimiento de los deberes propios del cargo o 
función, o con ocasión de ellos, o por extralimitación de sus funciones. 
Cuando se tiene el deber jurídico de impedir un resultado, no evitarlo, pudiendo hacerlo equivale a producirlo. 
 
ARTÍCULO 28. Dolo.  
La conducta es dolosa cuando el sujeto disciplinable conoce los hechos constitutivos de falta disciplinaria, su ilicitud y 
quiere su realización. 
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ARTÍCULO 29. Culpa.  
La conducta es culposa cuando el sujeto disciplinable incurre en los hechos constitutivos de falta disciplinaria, por la 
infracción al deber objetivo de cuidado funcionalmente exigible y debió haberla previsto por ser previsible o habiéndola 
previsto confió en poder evitarla. 
La culpa sancionable podrá ser gravísima o grave. 
La culpa leve no será sancionable en materia disciplinaria. 
Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o violación 
manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por 
inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones. 
 
ARTÍCULO 30. Autores.  
Es autor quien realice la falta disciplinaria o determine a otro a realizarla, aun cuando los efectos de la conducta se 
produzcan después de la dejación del cargo o función. 
 
ARTÍCULO 32. Causales de extinción de la acción disciplinaria.  
Son causales de extinción de la acción disciplinaria las siguientes: 
 
1. La muerte del disciplinable. 
2. La caducidad. 
3. La prescripción de la acción disciplinaria. 
 
PARÁGRAFO. El desistimiento del quejoso no extingue la acción disciplinaria.  
 
ARTÍCULO 33. Prescripción e interrupción de la acción disciplinaria.  
La acción disciplinaria prescribirá en cinco (5) años contados para las faltas instantáneas desde el día de su consumación, 
para las de carácter permanente o continuado, desde la realización del ultimo hecho o acto y para las omisivas, cuando 
haya cesado el deber de actuar. 
Cuando fueren varias las conductas juzgadas en un mismo proceso la prescripción se cumple independientemente para 
cada una de ellas. 
La prescripción se interrumpirá con la notificación del fallo de primera instancia. Interrumpida la prescripción, esta se 
producirá sí. transcurridos dos (2) años desde la notificación del fallo de primera instancia no se notifica la decisión de 
segunda instancia. 
Para las faltas señaladas en el artículo 52 de este Código, el termino de prescripción será de doce (12) años.  
La prescripción, en estos casos, se interrumpirá con la notificación del fallo de primera instancia. Interrumpida la 
prescripción, esta se producirá si transcurridos tres (3) años desde la notificación del fallo de primera instancia no se ha 
notificado la decisión de segunda instancia. 
 
PARÁGRAFO. Los términos prescriptivos aquí previstos quedan sujetos a lo establecido en los tratados internacionales 
que Colombia ratifique. 
 
ARTÍCULO 37. Derechos.  
Además de los contemplados en la Constitución, la ley y los reglamentos, son derechos de todo servidor público: 
 
1. Percibir puntualmente la remuneración fijada o convenida para respectivo cargo o función. 
 
2. Disfrutar de la seguridad social en la forma y condiciones previstas en la Ley. 
 
3. Recibir capacitación para el mejor desempeño de sus funciones. 
 
4. Participar en todos los programas de bienestar social que para los servidores públicos y sus familiares establezca el 
Estado, tales como los de vivienda, educación, recreación, cultura, deporte y vacacionales. 
 
5. Disfrutar de estímulos e incentivos conforme a las disposiciones legales o convencionales vigentes. 
 
6. Obtener permisos y licencias en los casos previstos en la ley. 
 
7. Recibir tratamiento cortes con arreglo a los principios básicos de las relaciones humanas. 
 
8. Participar en concursos que le permitan obtener promociones dentro del servicio. 
 
9. Obtener el reconocimiento y pago oportuno de las prestaciones consagradas en los regímenes generales y especiales. 
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10. Los derechos consagrados en la Constitución, los tratados internacionales ratificados por el Congreso, las leyes, las 
ordenanzas, los acuerdos municipales, los reglamentos y manuales de funciones, las convenciones colectivas y los 
contratos de trabajo. 
 
CAPITULO II 
DEBERES 
 
ARTÍCULO 38. Deberes. Son deberes de todo servidor público: 
 
1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, los tratados de derechos humanos y derecho 
internacional humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos 
distritales y municipales, los estatutos, de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones 
judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por 
funcionario competente. 
 
2. Acatar las órdenes e instrucciones contenidas en las Directivas Presidenciales cuyo objeto sea la promoción de los 
derechos humanos y la aplicación del Derecho Internacional Humanitario y el manejo del orden público. 
 
3. Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u 
omisión que cause la suspensión o perturbación injusticia de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo 
o función. 
 
4. Formular, decidir oportunamente o ejecutar los planes de desarrollo y los presupuestos. 
 
5. Utilizar los bienes y recursos asignados para el desempeño de su empleo, cargo o función, las facultades que le sean 
atribuidas, o la información reservada a que tenga acceso por razón de su función, en forma exclusiva para los fines a 
que están afectos. 
 
6. Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su 
cuidado o a la cual tenga acceso, e impedir o evitar la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebidos. 
 
7. Tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación por razón del servicio. 
 
8. Cumplir las disposiciones que sus superiores jerárquicos adopten en ejercicio de sus atribuciones, siempre que no sean 
contrarias a la Constitución Nacional y a las leyes vigentes, y atender los requerimientos y citaciones de las autoridades 
competentes. 
 
9. Desempeñar el empleo, cargo o función sin obtener o pretender beneficios adicionales a las contraprestaciones legales 
y convencionales cuando a ellas tenga derecho. 
 
10. Acreditar, los requisitos exigidos por la ley para la posesión y el desempeño del cargo. 
 
11. Realizar personalmente las tareas que le sean confiadas, responder por el ejercicio de la autoridad que se le delegue, 
así como por la ejecución de las ordenes que imparta, sin que en las situaciones anteriores quede exento de la 
responsabilidad que le incumbe por la correspondiente a sus subordinados. 
 
12. Dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones encomendadas, salvo las 
excepciones legales. 
 
13. Resolver los asuntos en el orden en que hayan ingresado al despacho, salvo prelación legal o urgencia manifiesta. 
 
14. Motivar las decisiones que lo requieran, de conformidad con la ley. 
 
15. Registrar en la oficina de recursos humanos, o en la que haga sus veces, su domicilio o dirección de residencia y 
teléfono, y dar aviso oportuno de cualquier cambio. 
 
16. Ejercer sus funciones consultando permanentemente los intereses del bien común, y teniendo siempre presente que 
los servicios que presta constituyen el reconocimiento y efectividad de un derecho y buscan la satisfacción de las 
necesidades generales de todos los ciudadanos. 
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17. Permitir a los representantes del Ministerio Publico, fiscales, jueces y demás autoridades competentes el acceso 
inmediato a los lugares donde deban adelantar sus actuaciones e investigaciones y el examen de los libros de registro, 
documentos y diligencias correspondientes. Así mismo, prestarles la colaboración necesaria para el desempeño de sus 
funciones. 
 
18. Permanecer en el desempeño de sus labores mientras no se haya hecho cargo de ellas quien deba reemplazarlo, 
salvo autorización legal, reglamentaria, o de quien deba proveer el cargo. 
 
19. Hacer los descuentos conforme a la ley o a las órdenes de autoridad judicial y girar en el término que señale la ley o 
la autoridad judicial los dineros correspondientes. 
 
20. Dictar los reglamentos o manuales de funciones de la entidad, así como los internos sobre el trámite del derecho de 
petición. 
 
21. Calificar a los funcionarios o empleados en la oportunidad y condiciones previstas por la ley o el reglamento. 
 
22. Vigilar y salvaguardar los bienes y valores que le han sido encomendados y cuidar que sean utilizados debida y 
racionalmente, de conformidad con los fines a que han sido destinados. 
 
23. Responder por la conservación de los útiles, equipos, muebles y bienes confiados a su guarda o administración y 
rendir cuenta oportuna de su utilización. 
 
24. Explicar inmediata y satisfactoriamente al nominador, a la Procuraduría General de la Nación o a la Personería, cuando 
estos lo requieran, la procedencia del incremento patrimonial obtenido durante el ejercicio del cargo, función o servicio. 
 
25. Denunciar los delitos, contravenciones y faltas disciplinarias de los cuales tuviere conocimiento, salvo las excepciones 
de ley. 
 
26. Poner en conocimiento del superior los hechos que puedan perjudicar el funcionamiento de la administración y 
proponer las iniciativas que estime útiles para el mejoramiento del servicio. 
 
27. Publicar en las dependencias de la respectiva entidad, en sitio visible, y en la página web, una vez por mes, en lenguaje 
sencillo y accesible al ciudadano común, una lista de las licitaciones declaradas desiertas y de los contratos adjudicados, 
que incluirá el objeto y su valor y el nombre del adjudicatario. 
 
28. Hacer las apropiaciones en los presupuestos y girar directamente a las contralorías departamentales y municipales, 
como a la Contraloría General de la Republica dentro del término legal, las partidas por concepto de la cuota de vigilancia 
fiscal, siempre y cuando lo permita el flujo de caja. 
 
29. Controlar el cumplimiento de las finalidades, objetivos, políticas y programas que deban ser observados por los 
particulares cuando se les atribuyan funciones públicas. 
 
30. Ordenar en su condición de jefe inmediato, adelantar el trámite de jurisdicción coactiva en la respectiva entidad, para 
el cobro de la sanción de multa, cuando el pago no se hubiere efectuado oportunamente, 
 
31. Ejercer, dentro de los términos legales, la jurisdicción coactiva para el cobro de las sanciones de multa. 
 
32. Adoptar el Sistema de Control Interno y la función independiente de Auditoria Interna de que trata la Ley 87 de 1993 
y demás normas que la modifiquen o complementen. 
 
33. Implementar el Control Disciplinario Interno al más alto nivel jerárquico del organismo o entidad pública, asegurando 
su autonomía e independencia y el principio de segunda instancia, de acuerdo con las recomendaciones que para el 
efecto señale el Departamento Administrativo de la Función Publica. 
 
34. Adoptar el Sistema de Contabilidad Pública y el Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF), así como los 
demás sistemas de información a que se encuentre obligada la administración pública, siempre y cuando existan los 
recursos presupuestales para el efecto. 
 
35. Recibir, tramitar y resolver las quejas y denuncias que presenten los ciudadanos en ejercicio de la vigilancia de la 
función administrativa del Estado. 
 
36. Ofrecer garantías a los servidores públicos o a los particulares que denuncien acciones u omisiones antijurídicas de 
los subalternos o particulares que administren recursos públicos o ejerzan funciones públicas. 
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37. Publicar en la página web de la respectiva entidad, los informes de gestión, resultados, financieros y contables que se 
determinen por autoridad competente, para efectos del control social de que trata la Ley 489 de 1998 y demás normas 
vigentes. 
 
38. Crear y facilitar la operación de mecanismos de recepción y emisión permanente de información a la ciudadanía, que 
faciliten a esta el conocimiento periódico de la actuación administrativa, los informes de gestión y los más importantes 
proyectos a desarrollar. 
 
39. Actuar con imparcialidad, asegurando y garantizando los derechos de todas las personas, sin ningún genero de 
discriminación, respetando el orden de inscripción, ingreso de solicitudes y peticiones ciudadanas, acatando los términos 
de ley. 
 
40. Acatar y poner en práctica los mecanismos que se diseñen para facilitar la participación de la comunidad en la 
planeación del desarrollo, la concertación y la toma de decisiones en la gestión administrativa de acuerdo a lo preceptuado 
en la ley. 
 
41. Llevar en debida forma los libros de registro de la ejecución presupuestal de ingresos y gastos, y los de contabilidad 
financiera. 
 
42. Capacitarse y actualizarse en el área donde desempeña su función. 
 
43. Enviar a la Procuraduría General de la Nación dentro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria del fallo judicial, 
administrativo o fiscal, salvo disposición en contrario, la información que de acuerdo con la ley los servidores públicos 
están obligados a remitir, referida a las sanciones penales y disciplinarias impuestas, y a las causas de inhabilidad que 
se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las declaraciones de 
perdida de investidura y de las condenas proferidas en ejercicio de la acción de repetición o del llamamiento en garantía. 
 
CAPITULO III 
PROHIBICIONES 
 
ARTÍCULO 39. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido: 
 
1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las funciones contenidas en la Constitución, los Tratados 
Internacionales ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, 
los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las 
convenciones colectivas y los contratos de trabajo. 
 
2. Imponer a otro servidor público trabajos ajenos a sus funciones o impedirle el cumplimiento de sus deberes. 
 
3. Solicitar, directa o indirectamente, dadivas, agasajos, regalos, favores o cualquier otra clase de beneficios. 
 
4. Aceptar, sin permiso de la autoridad correspondiente, cargos, honores o recompensas provenientes de organismos 
internacionales o gobiernos extranjeros, o celebrar contratos con estos, sin previa autorización del Gobierno. 
 
5. Ocupar o tomar indebidamente oficinas o edificios públicos. 
 
6. Ejecutar actos de violencia contra superior, subalterno o compañeros de trabajo, o demás servidores públicos. 
 
7. Omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los asuntos a su cargo o la prestación del servicio a que está 
obligado. 
 
8. Omitir, retardar o no suministrar debida y oportuna respuesta a las peticiones respetuosas de los particulares 
o a solicitudes de las autoridades, así como retenerlas o enviarlas a destinatario diferente de aquel a quien 
corresponda su conocimiento. 
 
9. Ausentarse del cumplimiento de la función, cargo o servicio sin justificación. 
 
10. Constituirse en acreedor o deudor de alguna persona interesada directa o indirectamente en los asuntos a su cargo, 
de sus representantes o apoderados, de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad 
o primero civil, o de su cónyuge o compañero o compañera permanente. 
 
11. Incumplir de manera reiterada e injusticia obligaciones civiles, laborales: comerciales o de familia impuestas en 
decisiones judiciales o admitidas en diligencia de conciliación. 
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12. Ocasionar daño o dar lugar a la perdida de bienes, elementos, expedientes o documentos que hayan llegado a su 
poder por razón de sus funciones. 
 
13. Desempeñar simultáneamente más de un empleo público o recibir más de una asignación que provenga del tesoro 
público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente 
determinados por la ley. Entiéndase por tesoro público el de la Nación, las entidades territoriales y las descentralizadas. 
 
14. Ordenar el pago o percibir remuneración oficial por servicios no prestados, o por cuantía superior a la legal, o reconocer 
y cancelar pensiones irregularmente reconocidas, o efectuar avances prohibidos por la ley o los reglamentos. 
 
15. Nombrar o elegir, para el desempeño de cargos públicos, personas que no reúnan los requisitos constitucionales, 
legales o reglamentarios, o darles posesión a sabiendas de tal situación. 
 
16. Reproducir actos administrativos suspendidos o anulados por la jurisdicción contenciosa-administrativa, o proceder 
contra resolución o providencia ejecutoriadas del superior. 
 
17. Permitir tolerar o facilitar el ejercicio ilegal de profesiones reguladas por la ley. 
 
18. Dar lugar al acceso o exhibir expedientes, documentos o archivos a personas no autorizadas. 
 
19. Proferir expresiones injuriosas o calumniosas contra cualquier servidor público o contra personas con las que tenga 
relación por razón del servicio. 
 
20. Incumplir cualquier decisión judicial, fiscal, administrativa, o disciplinaria en razón o con ocasión del cargo o funciones, 
u obstaculizar su ejecución. 
 
21. Gestionar directa o indirectamente, a título personal, o en representación de terceros; en asuntos que estuvieron a su 
cargo. 
 
22. Distinguir, excluir, restringir o preferir, con base en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tengan 
por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los 
derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, o en cualquier otra de 
la vida pública. (ARTÍCULO 1, Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, 
aprobada en Colombia mediante la Ley 22 de 1981). 
 
23. Ejercer la docencia por un número superior a cinco horas semanales dentro de la jornada laboral, salvo lo previsto en 
la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
 
24. Manifestar indebidamente en acto público o por los medios de comunicación, opiniones o criterios dirigidos a influir 
para que la decisión contenida en sentencias judiciales, fallos disciplinarios, administrativos o fiscales sean favorables a 
los intereses de la entidad a la cual se encuentra vinculado, en su propio beneficio o de un tercero 
 
25. Prescindir del reparto cuando sea obligatorio hacerlo o efectuarlo en forma irregular. 
 
26. Infringir las disposiciones sobre honorarios o tarifas de los profesionales liberales o auxiliares de la justicia y/o el 
arancel judicial, en cuantía injusta y excesiva. 
 
27. Tener a su servicio, en forma estable para las labores propias de su despacho, personas ajenas a la entidad. 
 
28. Propiciar, organizar o participar en huelgas, paros o suspensión de actividades o disminución del ritmo de trabajo, 
cuando se trate de servicios públicos esenciales definidos por el legislador. 
 
29. Adquirir, por si o por interpuesta persona, bienes que se vendan por su gestión o influir para que otros los adquieran, 
salvo las excepciones legales. 
 
30. Proporcionar noticias o informes sobre asuntos de la administración, cuando no este facultado para hacerlo. 
 
31. Ejercer actividades o recibir beneficios de negocios incompatibles con la institución a la que pertenece. 
 
32. Intimidar o coaccionar a una persona por cualquier razón que comporte alguna clase de discriminación. 
 
33. Ejercer las funciones con el propósito de defraudar otra norma de carácter imperativo. 
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34. Las demás prohibiciones consagradas en la ley. 
 
 
 

JURISPRUDENCIA RELEVANTE AL AMBITO ESCOLAR. 
 
SENTENCIA DE CORTE CONSTITUCIONAL T – 565 DE 2013.  
Los manuales de convivencia deben ser respetuosos de los principios de legalidad y tipicidad de las faltas y las 
sanciones. En consecuencia, los estudiantes solo deben ser investigados y sancionados por faltas que hayan 
sido previstas con anterioridad a la comisión de la conducta y, de ser ello procedente, la sanción imponible 
también debió haber estado provista en el ordenamiento de Nuestra Institución educativa oficial.  Estos principios 
implican, de suyo, la obligatoriedad que el manual de convivencia sea puesto a disposición para el conocimiento 
de los estamentos que, conforman la comunidad educativa. El ejercicio de la potestad disciplinaria debe basarse 
en los principios de contradicción y defensa, así como de presunción de inocencia. El estudiante tiene derecho a 
que le sea comunicado el pliego de cargos relativo a las faltas que se le imputan, con el fin que pueda formular los 
descargos correspondientes, así como presentar las pruebas que considere pertinentes.  Del mismo modo, las 
autoridades de Nuestra Institución educativa oficial tienen el deber de demostrar suficientemente la comisión de la 
conducta, a partir del material probatorio, como condición necesaria para la imposición de la sanción. Finalmente, el 
estudiante sancionado debe contar con recursos para la revisión de las decisiones adoptadas. La Sala advierte que la 
jurisprudencia constitucional es unívoca en afirmar que el ejercicio de la potestad disciplinaria por parte de las autoridades 
de los establecimientos educativos debe: (i) cumplir con los estándares mínimos del derecho sancionador; y (ii) actuar de 
forma armónica y coordinada con los propósitos formativos del servicio público educativo, por lo que no puede desligarse 
de un objetivo pedagógico definido. 
  
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA NO. T-569 DE 1994. DERECHO A LA EDUCACION- 
Deberes de los estudiantes /REGLAMENTO EDUCATIVO-Cumplimiento. La educación como derecho fundamental 
conlleva deberes del estudiante, uno de los cuales es someterse y cumplir el reglamento o las normas de 
comportamiento establecidas por el plantel educativo a que está vinculado. Su inobservancia permite a las 
autoridades escolares tomar las decisiones que correspondan, siempre que se observe y respete el debido 
proceso del estudiante, para corregir situaciones que estén por fuera de la Constitución, de la ley y del 
ordenamiento interno del ente educativo. DERECHO A LA EDUCACION- Responsabilidad/. El deber de los 
estudiantes radica, desde el punto de vista disciplinario, en respetar el reglamento y las buenas costumbres, y 
en el caso particular se destaca la obligación de mantener las normas de presentación establecidas por el Colegio, 
así como los horarios de entrada, de clases, de recreo y de salida, y el debido comportamiento y respeto por sus 
profesores y compañeros. El hecho de que el menor haya tenido un aceptable rendimiento académico no lo exime 
del cumplimiento de sus deberes de alumno. Ver: Sentencia No. T-569 de 1994. Ver Sentencia T – 240 del veintiséis 
(26) de junio de 2018. 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-341 DE 2003. 
DERECHO A LA EDUCACION-DERECHOS Y DEBERES DEL ESTUDIANTE. MANUAL DE CONVIVENCIA-
NATURALEZA. 
Por exigencia legal expresa, los planteles educativos tienen a su disposición un instrumento o medio importante para 
regular y evaluar la conducta escolar de los estudiantes, mediante el señalamiento, en forma autónoma, de los derechos, 
deberes y obligaciones de los mismos en sus relaciones con los demás estudiantes, los educadores y los directivos, las 
faltas  de conducta, las sanciones respectivas, los órganos competentes para imponer éstas y el procedimiento aplicable, 
en todo lo cual tales establecimientos deben acatar los mandatos, prohibiciones y límites contemplados en el 
ordenamiento jurídico, en especial en las normas constitucionales que consagran  los derechos fundamentales de las 
personas.  
 
COMPORTAMIENTO SOCIAL-No constituye área o asignatura evaluable. 
Al comportamiento social o disciplina, por no constituir un área o una asignatura conforme a las normas mencionadas, no 
es aplicable esta escala de evaluación. Por el contrario, su determinación corresponde a los manuales de convivencia, en 
los cuales deben contemplarse las faltas de disciplina, los órganos competentes para investigar su posible comisión y 
adoptar la decisión, el procedimiento aplicable y las sanciones correspondientes, todo con sujeción a las normas 
constitucionales, legales y reglamentarias, en particular a la garantía de los derechos fundamentales, de suerte que los 
planteles educativos tendrán a su disposición las herramientas necesarias para el control de la disciplina. 
 
DEBIDO PROCESO DISCIPLINARIO A ESTUDIANTE-Imposición de sanción disciplinaria. Es dable concluir que no aplicó 
el colegio las normas para una debida sanción, y no tuvo en cuenta, como ya se dijo, que el derecho al debido proceso 
debió respetarse, en tanto que lo que se imponía era una sanción disciplinaria, que terminó por convertirse en obstáculo 
para que el menor accediera al estudio en otros planteles educativos.  
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No puede admitirse, desde una óptica constitucional, que aquello que claramente era una sanción por una conducta 
irregular, cuya imposición y procedimiento debían tener correspondencia con las directrices del Manual de Convivencia, 
se ampare en la modalidad de una calificación académica, con desconocimiento del debido proceso que debía surtirse.  
Es evidente que en el trámite de la tutela no se aportaron pruebas diferentes al dicho de los docentes involucrados y que 
en el plantel educativo no se convocó al alumno a explicar lo sucedido y no se le garantizó el derecho de defensa. Bajo 
ese entendimiento, es claro que el Colegio no respaldó su proceder en un reglamento educativo, y en cambio ideó ad- 
hoc un Consejo Disciplinario, aplicó una calificación académica a una conducta que no era susceptible de ella, dando 
infundadamente entidad de asignatura al comportamiento social, y sólo después de la realización de aquella fijó un 
procedimiento para su evaluación. 
 
El derecho a la educación, en Colombia, según fallo de la Sala Plena de la Corte Constitucional Colombiana, NO 

OSTENTA CATEGORIA DE UN DERECHO ABSOLUTO: 

Corte Constitucional, Sala Plena. 
Sentencia C-284 de 2017. 
Referencia: Expediente D-11681 
Magistrado Ponente (e.): IVÁN HUMBERTO ESCRUCERÍA MAYOLO. Bogotá D.C. tres (3) de mayo de dos mil diecisiete 
(2017). 
 
La Sala Plena de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez, quien la preside, 
Hernán Correa Cardozo (e), Alejandro Linares Cantillo, Antonio José Lizarazo Ocampo, Gloria Stella Ortiz Delgado, Iván 
Humberto Escrucería Mayolo (e.), Aquiles Ignacio Arrieta Gómez (e.), Alberto Rojas Ríos y José Antonio Cepeda Amaris 
(e.), en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales y legales, profiere la siguiente 
SENTENCIA: 
(…) 
No obstante, lo anterior, es preciso anotar que el derecho a la educación no es absoluto, porque si bien es cierto 
que en cumplimiento del principio de progresividad la mejora en la calidad del sistema educativo es una de las principales 
responsabilidades a cargo del Estado, la sociedad y la familia; también lo es que hay lugar a algunas limitaciones 
justificadas en la necesidad de garantizar otros principios.  
En este sentido, la Corte ha considerado que las restricciones razonables que se impongan al ejercicio del derecho a la 
educación estarán justificadas en la medida en que se pretenda satisfacer otros principios de carácter constitucional y no 
se vulneren los componentes esenciales de la Carta. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-713 DE 2010 
El derecho a ser sancionada que tiene toda persona menor de edad, como parte del proceso de la formación, es 
un derecho constitucional fundamental. Afrontar esa restricción constituye una medida adecuada que propende por un 
fin legítimo que es educar a la estudiante; permitirle formarse integralmente, para que, en un futuro, la sociedad no le 
impida acceder a cargos de dirección pública, ya no en el contexto educativo, sino profesional y político. Impedirle la 
consecuencia sancionatoria a esa persona, sería pues, impedirle entender y comprender las dimensiones de sus actos y 
propiciar que, en el futuro, se insiste, sea una persona excluida de la posibilidad de acceder a más altas dignidades.  
 
Toda sanción legítima y razonable en el contexto educativo, debe posibilitar el crecimiento y desarrollo como persona de 
todo individuo. M.P. Dra. MARÍA VICTORIA CALLE CORREA. Bogotá, D.C., ocho (08) de septiembre de dos mil diez 
(2010). 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-076 DE 2023 
Página 23. En el marco de estas consideraciones, la Corte ha advertido que,  
“El derecho a ser sancionada que tiene toda persona menor de edad, como parte del proceso de formación, es 
un derecho constitucional fundamental. Afrontar esa restricción constituye una medida adecuada que propende por un 
fin legítimo que es educar a la estudiante; permitirle formarse integralmente […]. Impedirle la consecuencia sancionatoria 
a esa persona, sería pues, impedirle entender y comprender las dimensiones de sus actos […]. Toda sanción legítima y 
razonable en el contexto educativo, debe posibilitar el crecimiento y desarrollo como persona de todo individuo.” Sentencia 
T-713 de 2010. M.P. María Victoria Calle Correa. 
 
Nota importante y taxativa: 
 
El acudiente, padre de familia y cuidador, deberá acudir a indemnizar, sin excusa, sin dilación, sin excepción, a los 
educandos víctimas y agredidos, sometidos y violentados, por las acciones y las omisiones de sus acudidos, sus hijos e 
hijas, como acudientes, representantes legales, padres de familia, sujetos a los artículos 10, 14, 17, 18, 39, 44 numerales 
4 y 5, artículos 139 y 142 de ley 1098 de 2006, artículos 2346 y 2348 del código civil, vigente, de tal manera que, 
demostrada la vulneración de los derechos fundamentales de menores de edad, agredidos, sometidos y victimizados, por 
sus acudidos y sus hijos e hijas, los acudientes, padres de familia y cuidadores, de los agresores y victimarios. 
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Acudirán sin excepción y sin excusa, sin dilación, como padres de familia de los agresores, transgresores y victimarios, a 
indemnizar a los padres de familia de los menores y las menores, victimizados(as) y agredidos(as), a través de una 
sanción pecuniaria, definida por la asamblea de padres de familia, y legalizada mediante acta de resolución en quorum, 
indemnización y reparación que, se estima entre uno (1) y cien (100) salarios mínimos mensuales vigentes, según la 
proporción y gravedad de la agresión. Conforme indica, la Sentencia T – 252 del 10 de julio de 2023, páginas 25, 26, 27 
y 28.  
 
El monto de la indemnización, lo decidirá un comité interdisciplinario conformado por diez (10) miembros de la comunidad 
educativa, postulados por sus perfiles profesionales y altísimas calidades y dignidades, elegidos en asamblea de padres.   
 
 

Corte Constitucional, Sentencia T- 612 de 1992.  
“Al momento de matricularse una persona en un Centro Educativo celebra por ese acto un Contrato de Naturaleza Civil; 
un contrato es un acuerdo de voluntades para crear obligaciones. 
 

Corte Constitucional, Sentencia T – 366 DE 1997. 
“La exigibilidad de esas reglas mínimas al alumno resulta acorde con sus propios derechos 
y perfectamente legítima cuando se encuentran consignadas en el Manual de Convivencia 
Escolar que él y sus acudientes, firman al momento de establecer la vinculación educativa. 
Nadie obliga al aspirante a suscribir ese documento, así como a integrar el plantel, pero lo 
que sí se le puede exigir, inclusive mediante razonables razones es que cumpla sus 
cláusulas una vez han entrado en Vigor, en este orden de ideas, concedida la oportunidad 
de estudio, es que el comportamiento del estudiante si reiteradamente incumple pautas 
mínimas y denota desinterés o grave indisciplina puede ser tomado en cuenta como motivo 
de exclusión.  
 
Basado en lo anterior, es menester aclarar que, de ninguna manera, es de recibo o se permite a los padres de familia o 
acudientes, saltarse el conducto regular, y acudir a autoridades, funcionarios públicos, instancias foráneas o externas o 
exógenas, sin antes haber acudido a agotar, las instancias y el conducto regular interno o acatado el debido proceso 
interno de cada colegio; NO se puede permitir y normalizar, que sea violentado el conducto regular, como quiera que, NO 
se debe obedecer a injerencias externas, o mandatos que violentan y desconocen, el debido proceso interno y 
desatienden las competencias, del conducto regular, a través de ejercer presiones exógenas y administrativas externas, 
las cuales NO se deben aceptar de ninguna índole, y mucho menos en un presunto tráfico de influencias u otros excesos 
o extralimitación de funciones de parte de funcionarios públicos. El ACUDIENTE O CUIDADOR, debe respetar 
estrictamente, el debido proceso interno y seguir el conducto regular, como corresponde. 
 
La siguiente aclaración, se soporta en la viabilidad de exigencia, consagrada en el artículo 01, 13 y 68 constitucionales y 
superiores y se soporta, en la misma jurisprudencia: 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-789 DE 2013. 
 
MANUAL DE CONVIVENCIA-Límites legales y constitucionales. 
La autonomía de los colegios para adoptar sus manuales de convivencia está limitada por la Constitución, en cuanto 
consagra el derecho al libre desarrollo de la personalidad. Este derecho se manifiesta en la libre elección de cada persona 
en relación con su apariencia física y sólo admite restricciones que se ajusten a los principios de proporcionalidad y 
razonabilidad. 
 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD-Inaplicación de las normas del manual de convivencia en 
lo relacionado con el corte y presentación del cabello. 
 
(…) La Corte ha sostenido que los establecimientos educativos pueden establecer en los manuales de 
convivencia reglas relacionadas con la longitud del pelo, la higiene personal o la presentación de los alumnos, 
como se deriva de lo previsto en la Ley 115 de 1994 y en el Decreto 1860 del mismo año, siempre y cuando las 
mismas no afecten de forma irrazonable o desproporcionada el derecho al libre desarrollo de la personalidad de 
sus estudiantes.  
 
En esta medida, los manuales de convivencia deben ser respetuosos en su contenido con el derecho que tiene 
cada estudiante de autodeterminarse, por lo que sólo se podrán imponer limitaciones al libre desarrollo de la 
personalidad cuando las mismas tengan por objeto proteger los derechos de los demás o garantizar el orden 
jurídico. 
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En aquellos aspectos directamente relacionados con el proceso de formación de los alumnos, sin que las mismas puedan 
convertirse en una barrera de acceso y/o permanencia en el sistema educativo o terminen lesionando el derecho a la 
imagen propia de sus estudiantes. 
 
Procede la anterior jurisprudencia, para todo colegio público u oficial, como quiera que, se está amparando, protegiendo 
y preservando, los DERECHOS DE LOS MENORES DE 14 AÑOS DE EDAD, escolarizados, a no ser inducidos, a no ser 
constreñidos, a no ser coercitados, a no ser manipulados, por mayores de 14 años de edad. 
 
Por el contrario, los adolescentes mayores de 14 años de edad, deben respetar, los derechos de los demás y los derechos 
de los menores de 14 años de edad en especial y reforzada protección. Salvo que aparezca legislada, norma en contrario, 
con efecto vinculante de ley. 
 

DE LA POTESTAD DE ELECCIÓN DE LOS ACUDIENTES 

Y PADRES DE FAMILIA. 

En Sentencia de Tutela - 715 de 2017, de Corte Constitucional explica que:  
 

“Estas facultades y obligaciones recíprocas entre el Colegio, el estudiante, sus familiares o acudientes, y el Estado, 
revelan la doble condición del derecho fundamental a la educación, es decir, su naturaleza de derecho-deber.  
 
Así, el establecimiento educativo debe prestar una educación de calidad, cumplir cabalmente con las obligaciones 
académicas y civiles que se desprenden del contrato de prestación de servicios y definir con claridad las normas 
que regularán sus relaciones con los alumnos.  
 
El estudiante, quien es, en estricto sentido, el beneficiario del servicio de educación, debe colaborar activamente 
en su proceso de formación integral. Así mismo, debe acatar los deberes y obligaciones definidos autónomamente 
por las instituciones educativas –aunque sujetas a la Constitución y a la Ley. Los padres o acudientes deben respetar 
las disposiciones fijadas por los establecimientos educativos.  
 

Ha señalado taxativa y tajantemente, la SALA PLENA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL, lo que, la hace una expresión 
con fuerte efecto vinculante, tratándose de la SALA PLENA: 
 

Corte Constitucional, Sala Plena. 
Sentencia C-284 de 2017. 
Referencia: Expediente D-11681 
Magistrado Ponente (e.): IVÁN HUMBERTO ESCRUCERÍA MAYOLO. Bogotá D.C. tres (3) de mayo de dos mil 
diecisiete (2017). 
 
La Sala Plena de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez, quien la 
preside, Hernán Correa Cardozo (e), Alejandro Linares Cantillo, Antonio José Lizarazo Ocampo, Gloria Stella Ortiz 
Delgado, Iván Humberto Escrucería Mayolo (e.), Aquiles Ignacio Arrieta Gómez (e.), Alberto Rojas Ríos y José 
Antonio Cepeda Amaris (e.), en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales y legales, profiere la siguiente 
SENTENCIA: 
(…) 
 

No obstante, lo anterior, es preciso anotar que el derecho a la 
educación no es absoluto, porque si bien es cierto que en cumplimiento del principio de 

progresividad la mejora en la calidad del sistema educativo es una de las principales responsabilidades a cargo del 
Estado, la sociedad y la familia; también lo es que hay lugar a algunas limitaciones justificadas en la necesidad de 
garantizar otros principios.  
 
En este sentido, la Corte ha considerado que las restricciones razonables que se impongan al ejercicio del 
derecho a la educación estarán justificadas en la medida en que se pretenda satisfacer otros principios de 
carácter constitucional y no se vulneren, los componentes esenciales de la Carta. 

 
Ver, artículo 68 de la carta política: 
 

Constitución Política de Colombia. Artículo 68. 
Los particulares podrán fundar establecimientos educativos. La ley establecerá las condiciones para su creación y 
gestión. 
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La comunidad educativa participará en la dirección de las instituciones de educación. La enseñanza estará a cargo 
de personas de reconocida idoneidad ética y pedagógica. La Ley garantiza la profesionalización y dignificación de 
la actividad docente. 

Los padres de familia tendrán derecho de escoger, el tipo de 
educación para sus hijos menores. En los establecimientos del Estado ninguna persona 

podrá ser obligada a recibir educación religiosa. 
Las integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una formación que respete y desarrolle su identidad 
cultural. 
La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con limitaciones físicas o mentales, o con 
capacidades excepcionales, son obligaciones especiales del Estado. 
 

 
NO CONSTITUYE UNA VERDAD ABSOLUTA, ÉSTA ARGUMENTACIÓN, pero si dejamos en claro, algunos breves 
apartes: Si el padre de familia, acudiente o cuidador, tiene un derecho correlativo y conexo para ELEGIR, ESCOGER, 
SELECCIONAR, entonces, por qué razón, temeraria, abusiva, INCONSTITUCIONAL, se le exige y se les ordena a 
algunos colegios a través de tutela, o a través de conceptos de asesores jurídicos, o funcionarios públicos, violando la 
figura de la autonomía escolar, exigiendo y solicitando cuando se les indica que, deben CAMBIAR SU MANUAL DE 
CONVIVENCIA, O ACOMODARLO O ADAPTARLO AL CAPRICHO DE LOS ACUDIENTES Y PADRES DE FAMILIA Y 
CUIDADORES, violando, los artículos 01, 13, 18, 19, 68, de la carta política y violando el artículo 87 de la ley 115 de 1994, 
vigentes.  
 
Traduce, el padre de familia, acudiente o cuidador, está en libertad y en opción de elegir, seleccionar, escoger, un colegio 
más flexible, más abierto, más acorde a sus necesidades y sus caprichos, más coherente con las necesidades 
académicas, cognitivas, curriculares, y estéticas que, desean acceder, los acudientes y padres de familia y sus hijos. 
Buscar, colegios más flexibles en las exigencias académicas, y comportamentales, menos exigentes, en términos de 
cabello, cortes, piercings, tatuajes, expansiones. Incluso elegir o escoger un colegio que NO exija uniforme, que no exija 
sino el pago de pensión y ya.   
 
Contrario sensu, emergen fallos inconstitucionales y violadores, en los que se les exige a los colegios, cambiar y modificar, 
al capricho del acudiente o del alumno o del estudiante, EL PEI, la misión, la visión, la filosofía y el objetivo del colegio, 
para “adaptarse” y para rendirle culto, al “libre desarrollo de la personalidad”, fallos de tutela INCONSTITUCIONALES, 

violadores de la autonomía escolar, y violadores de la misma constitución política en sus artículos 01, 13, 18, 19 
y 68. Violadores de la norma legal vigente, artículo 87 y 96 de la ley 115 de 1994. 

 
La carta política de Colombia, NO dice, cambiar PEI, NO dice cambiar misión, NO dice cambiar visión, NO dice cambiar 
requisitos o exigencias, NO dice cambiar manuales de convivencia al capricho de estudiantes o de padres de familia, 
acudientes o cuidadores. La carta política de Colombia, SI dice en su artículo 68: 

 

“Los padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de 
educación para sus hijos menores”.  

 
LEY 115 DE 1994. ARTÍCULO 87.- REGLAMENTO O MANUAL DE CONVIVENCIA. Los establecimientos 
educativos tendrán un reglamento o manual de convivencia, en el cual se definan, los derechos y 
obligaciones de los estudiantes. Los padres o tutores y los educandos al firmar la matrícula correspondiente 
en representación de sus hijos, estarán aceptando el mismo.  
 
LEY 115 DE 1994. ARTÍCULO 96.- PERMANENCIA EN EL ESTABLECIMIENTO EDUCATIVO. El 
reglamento interno de la institución educativa establecerá, las condiciones de permanencia del alumno en el 
plantel y el procedimiento en caso de exclusión. La reprobación por primera vez de un determinado grado 
por parte del alumno, no será causal de exclusión del respectivo establecimiento, cuando no esté asociada 
a otra causal expresamente contemplada en el reglamento institucional o manual de convivencia.  

 
Adicional, a lo anterior, tenemos como una verdad concreta, que, la educación, NO ES UN DERECHO ABSOLUTO. 
 
Dentro de los fines de la educación, NO se encuentra, AVALAR, PROHIJAR, PROMOVER, las actuaciones de amenaza, 
intimidación y hostigamiento de parte de los acudientes o padres de familia, para complacer, y satisfacer, la figura del 
“derecho a la educación en su etapa de permanencia”. Cuando el acudiente o padre de familia, incumple, los compromisos 
adquiridos, en la matrícula. 
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LEY 115 DE 1994. ARTÍCULO 5.- FINES DE LA EDUCACIÓN. De conformidad con el artículo 67 de la 
Constitución Política, la educación se desarrollará atendiendo a los siguientes fines: 

1. El pleno desarrollo de la personalidad sin más limitaciones que las que le imponen los derechos de los demás y 
el orden jurídico, dentro de un proceso de formación integral, física, psíquica, intelectual, moral, espiritual, social, 
afectiva, ética, cívica y demás valores humanos. 

2. La formación en el respecto a la vida y a los demás derechos humanos, a la paz, a los principios democráticos, 
de convivencia, pluralismo, justicia, solidaridad y equidad, así como en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad. 

3. La formación para facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación. 

4. La formación en el respeto a la autoridad legítima y a la ley, a la 

cultura nacional, a la historia colombiana y a los símbolos patrios. 

5. La adquisición y generación de los conocimientos científicos y técnicos más avanzados, humanísticos, históricos, 
sociales, geográficos y estéticos, mediante la apropiación de hábitos intelectuales adecuados para el desarrollo del 
saber. 

6. El estudio y la comprensión crítica de la cultura nacional y de la diversidad étnica y cultural del país, como 
fundamento de la unidad nacional y de su identidad. 

7. El acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica y demás bienes y valores de la cultura, el fomento de la 
investigación y el estímulo a la creación artísticas en sus diferentes manifestaciones. 

8. La creación y fomento de una conciencia de la soberanía nacional y para la práctica de la solidaridad y la 
integración con el mundo, en especial con Latinoamérica y el Caribe. 

9. El desarrollo de la capacidad crítica, reflexiva y analítica que fortalezca el avance científico y tecnológico nacional, 
orientado con prioridad al mejoramiento cultural y de la calidad de la vida de la población, a la participación en la 
búsqueda de alternativas de solución a los problemas y al progreso social y económico del país. 

10. La adquisición de una conciencia para la conservación, protección y mejoramiento del medio ambiente, de la 
calidad de la vida, del uso racional de los recursos naturales, de la prevención de desastres, dentro de una cultura 
ecológica y del riesgo y de la defensa del patrimonio cultural de la Nación. Ver Decreto Nacional 1743 de 
1994. Educación ambiental. 11. La formación en la práctica del trabajo, mediante los conocimientos técnicos y 
habilidades, así como en la valoración del mismo como fundamento del desarrollo individual y social. 

12. La formación para la promoción y preservación de la salud y la higiene, la prevención integral de problemas 
socialmente relevantes, la educación física, la recreación, el deporte y la utilización adecuada del tiempo libre, y 

13. La promoción en la persona y en la sociedad de la capacidad para crear, investigar, adoptar la tecnología que 
se requiere en los procesos de desarrollo del país y le permita al educando ingresar al sector productivo. Decreto 
Nacional 114 de 1996, la Educación no Formal hace parte del Servicio Público Educativo. 

Dentro de los deberes de los padres, NO se encuentran, las actuaciones de amenaza, intimidación y hostigamiento de 
parte de los acudientes o padres de familia, para complacer, y satisfacer, la figura del “derecho a la educación en su etapa 
de permanencia”. Cuando el acudiente o padre de familia, incumple, los compromisos adquiridos, en la matrícula. 

 
DECRETO 1075 DE 2015. ARTÍCULO 2.3.4.3. 
ARTÍCULO 2.3.4.3. DEBERES DE LOS PADRES DE FAMILIA.  
Con el fin de asegurar, el cumplimiento de los compromisos adquiridos con la educación de sus hijos, corresponden 
a los padres de familia los siguientes deberes: 
 
a) Matricular oportunamente a sus hijos en establecimientos educativos debidamente reconocidos por el Estado y 
asegurar su permanencia durante su edad escolar obligatoria; 
b) Contribuir para que el servicio educativo sea armónico con el ejercicio del derecho a la educación y en 
cumplimiento de sus fines sociales y legales; 

c) Cumplir con las obligaciones contraídas en el acto de matrícula y en el manual de 
convivencia, para facilitar el proceso de educativo; 

http://www.educateparaeducar.org/
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d) Contribuir en la construcción de un clima de respeto, tolerancia y responsabilidad 
mutua que favorezca la educación de los hijos y la mejor relación entre los miembros 
de la comunidad educativa; 
e) Comunicar oportunamente, y en primer lugar a las autoridades del establecimiento educativo, las irregularidades 
de que tengan conocimiento, entre otras, en relación con el maltrato infantil, abuso sexual, tráfico o consumo de 
drogas ilícitas. En caso de no recibir pronta respuesta, acudir a las autoridades competentes; 
f) Apoyar al establecimiento en el desarrollo de las acciones que conduzcan al mejoramiento del servicio educativo 
y que eleven la calidad de los aprendizajes, especialmente en la formulación y desarrollo de los planes de 
mejoramiento institucional; 
g) Acompañar el proceso educativo en cumplimiento de su responsabilidad como primeros educadores de sus hijos, 
para mejorar la orientación personal y el desarrollo de valores ciudadanos; 
h) Participar en el proceso de autoevaluación anual del establecimiento educativo. (Decreto 1286 de 2005, artículo 
3). 
 
 

Ley 1620 de 2013. Artículo 22. 
Artículo 22. Participación de la familia.  La familia, como parte de la comunidad educativa, en el marco 
del Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para los Derechos Humanos, la Educación 
para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar, además de las obligaciones 
consagradas en el artículo 67 de la Constitución Política, en la Ley 115 de 1994, la Ley 1098 de 2006, 
la Ley 1453 de 2011 y demás normas vigentes, deberá: 
 
1. Proveer a sus hijos espacios y ambientes en el hogar, que generen confianza, ternura, cuidado y 
protección de sí y de su entorno físico, social y ambiental. 
 
2. Participar en la formulación, planeación y desarrollo de estrategias que promuevan la convivencia 
escolar, los derechos humanos, sexuales y reproductivos, la participación y la democracia, y el fomento 
de estilos de vida saludable. 
 
3. Acompañar de forma permanente y activa a sus hijos en el proceso pedagógico que adelante el 
establecimiento educativo para la convivencia y la sexualidad. 
 
4. Participar en la revisión y ajuste del manual de convivencia a través de las instancias de participación 
definidas en el proyecto educativo institucional del establecimiento educativo. 
 
5. Asumir responsabilidades en actividades para el aprovechamiento del tiempo libre de sus hijos para 
el desarrollo de competencias ciudadanas. 
 

6. Cumplir con las condiciones y obligaciones establecidas en el manual 
de convivencia y responder cuando su hijo, incumple alguna de las 
normas allí definidas. 
 
7. Conocer y seguir la Ruta de Atención Integral cuando se presente un caso de violencia escolar, la 
vulneración de los derechos sexuales y reproductivos o una situación que lo amerite, de acuerdo con las 
instrucciones impartidas en el manual de convivencia del respectivo establecimiento educativo. 
 
8. Utilizar, los mecanismos legales existentes y los establecidos en la Ruta de Atención Integral a que 
se refiere esta ley, para restituir los derechos de sus hijos cuando estos sean agredidos. 
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Adicional, a lo anterior, emerge como inexcusable, el cumplimiento de los artículos 05 de ley 115 de 
1994, 87 de ley 115 de 1994, y 96 de ley 115 de 1994, y artículo 2.3.4.3 del DURSE, 1075 de 2015, de 
parte de los acudientes y padres de familia. Emerge cristalino que, NO PUEDE, un operador judicial, en 
sede de tutela, avalar, legitimar, y prohijar, que se violen, desatiendan y vulneren, los artículos 68 01, 
13, con canon superior constitucional, 05, 87 y 96 de ley 115 de 1994, y 2.3.4.3 del DURSE, 1075 de 
2015, y 22 de la ley 1620 de 2013. 
 
 

EJEMPLO DE RESOLUCION PARA LEGITIMAR, EL MANUAL: 
 

RESOLUCIÓN NÚMERO XXXX DE OCTUBRE DE 2023.  
Por la cual se adopta el Manual de Convivencia Escolar, para el año de 2024. LA RECTORA, como Representante Legal 
de la Comunidad Educativa, y el Consejo Directivo como instancia superior de nuestro: COLEGIO IVAN RODOLFO 
LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE MERCURIO; en uso de sus atribuciones Legales y; 
 
CONSIDERANDO 
1. Como fundamento principal en nuestro pilar jurídico, que la actual Constitución Política de Colombia, en su Artículo 67, 
consagra la educación como un derecho fundamental de la persona, con la función de formar a los ciudadanos en respeto 
a los derechos humanos, a la paz y en función de la democracia; y qué su artículo 68 superior, indica que los padres 
pueden elegir, la educación que desean para sus hijos, y que el artículo 87 de la ley 115 de 1994, señala que al firmar el 
manual de convivencia escolar, los padres están aceptando el mismo. Que, además, los Artículos 73 y 87 de la Ley 
General de Educación, Ley 115 de 1994, establecen el uso del Manual de Convivencia para todos los centros educativos. 
(Ver: Artículo 2.3.3.1.4.4 Decreto 1075 de 2015). Y que, a su vez, en el literal c del Artículo 144 de la misma Ley 115 de 
1994; señala como función del Consejo Directivo, la adopción del Manual de Convivencia de conformidad con las normas 
actuales vigentes, lo cual se encuentra reglamentado en el Artículo 23 del Decreto 1860 de 1994 y también acorde al 
(Artículo 2.3.3.1.5.6 Decreto 1075 de 2015). Aunado a ello, el numeral 7 del Artículo 14 del Decreto 1860 de 1994, incluye 
el Manual de Convivencia Escolar en el Proyecto Educativo Institucional, a voces también del (Artículo 2.3.3.1.4.1 Decreto 
1075 de 2015). Y que seguidamente, el Artículo 17 del Decreto 1860 de 1994, reglamenta el contenido del Manual de 
Convivencia, sin perjuicio de aquellos otros temas que tengan relación con los derechos y obligaciones de los diferentes 
estamentos de la Comunidad Educativa y los procesos que garanticen la sana convivencia escolar. 
 
Entre otros, las normas aplicables a los mayores de 14 años de edad como Código de Policía, Código Penal, Código de 
la Infancia y Adolescencia y demás normas aplicables. De otro lado, la Ley 1620 del 15 de marzo de 2013 y su Decreto 
reglamentario 1965 del 11 de septiembre de 2013, ordenan y exigen, la inclusión de normas, procesos y procedimientos 
dirigidos a la sana convivencia escolar y el respeto por los derechos humanos, sexuales y reproductivos de los estudiantes, 
acorde ello, al (Artículo 2.3.5.1.1 Decreto 1075 de 2015). 
 
Y finalmente, recordando que la Sentencia Erga omnes: T - 478 de 2015, (Caso Sergio Urrego), ordenó la revisión de los 
Manuales de Convivencia, en el sentido de incorporar nuevas formas y alternativas para incentivar y fortalecer la 
convivencia escolar, para promover, el pleno respeto de la orientación sexual y de género de los estudiantes, manteniendo 
el especial cuidado que exigen los menores de 14 años de edad, a voces del artículo 209 del Código Penal, y normas 
afines.  
 
Que es deber de la Comunidad Educativa brindar cumplimiento y aplicación a la ley de manera inexcusable y estricta en 
lo referente a las normas, leyes, decretos y los Derechos del Universales del Niño, los acuerdos Internacionales de 
protección de la Infancia, las directrices de la Constitución de 1991; tener en cuenta las disposiciones de la Ley 1098 del 
8 de noviembre de 2006, Ley de Infancia y la adolescencia; La Ley 115 del 8 de febrero de 1994; Ley 087 de 1993; Ley 
734 de 2002, Ley 1278 de 2002; Decreto 1883 de 2002; Decreto 3011 de 1997; Decreto 1860 de 1994; Ley 715 de 2002; 
Decreto 1850 de 2002; Decreto 3020 de 2003; Decreto 3055 de 2002; Ley 1014 del 26 de enero de 2006 de fomento a la 
cultura del emprendimiento; y demás reglamentaciones vigentes como el Código del Menor, Artículos 320 a 325; y decreto 
1290 del 16 de mayo de 2009. 
 
Ley 1620 de 2013 y su Decreto Reglamentario 1965º de 2013. Decreto 3 0 1 1  de 1997, en lo relativo a la Educación para 
adultos; Resolución 2565 del 24 de octubre de 2003, Decreto 1470 de 2013 y Decreto 1421 de 2017, Decreto 1075 de 
2015.  
 
En la medida de la capacidad de infraestructura; idoneidad y experticia de los educadores y del equipo 
interdisciplinario de nuestro COLEGIO, y siempre que NO riña con el artículo 44 numeral 4 y 5 de ley 1098 de 2006 
y demás, afines 18; 20 numeral 1 y 47 de ley 1098 de 2006. En lo relativo a la Inclusión de educandos con NEE. 
Pues se debe estricto acato a la ley, antes que a los decretos y a la jurisprudencia Y se debe sometimiento a la 
decisión, intervención, análisis y actuación, del comité interdisciplinario, para dichos temas.  
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Ver: Corte Constitucional, Sentencia T - 532 del 18 de diciembre del año de 2020 y atender, a la Ley 2216 del 23 
de junio de 2022. 
 

2. Que se debe dotar a nuestro: COLEGIO IVAN RODOLFO LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE 

MERCURIO;  de un Instrumento armónico e integral en lo legal, que contemple los criterios de convivencia, principios de 

dignidad, respeto a sus semejantes y al bien ajeno, responsabilidad e identidad de los principios de la disciplina y en 

pertinencia a la filosofía de Nuestra Institución educativa oficial, el acato a las disposiciones del Plantel y a la vez se fijen 

estímulos para una formación Integral, respetando los derechos y promoviendo los deberes para una sana convivencia 

integral. Brindando estricto cumplimiento a la ley 1098 de 2006, de infancia y adolescencia en sus artículos 15, 18, 19 y 

también a los artículos 41, 42, 43, y 44 principalmente.  

3. Que tanto los educandos, como Padres de Familia, Docentes y demás actores del rol educativo integral que 
promovemos, deben tomar conciencia de su responsabilidad de contribuir al desarrollo eficaz de los objetivos de nuestra 
Institución educativa oficial, en pro de la comunidad, y, por ende, deben comprometerse de manera irrenunciable e 
inexcusable en el proceso educativo. Que es necesario reconocer, los derechos y deberes que le corresponden a todos 
y cada uno de los integrantes de la comunidad educativa, para velar por el obligatorio cumplimiento de éstos. Brindando 
cumplimiento a la ley 1098 de 2006, y a los artículos mencionados en el anterior numeral 2, y brindando inexcusable 
cumplimiento a los artículos 25 y 209 del código penal colombiano -Ley 599- de 2000, especialmente en lo referente a la 
protección de los menores de 14 años escolarizados, en nuestra Institución educativa oficial. 
 
4. Que nuestro: COLEGIO IVAN RODOLFO LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE MERCURIO; 
debe procurar por el bienestar y formación de los educandos y velar por su vida, Integridad, su dignidad, su sano desarrollo 
y su ejemplar comportamiento en comunidad, además del cumplimiento en el área educativa, y de su integral formación 
en las áreas Tecnológica, cognitiva y científica, su pleno desarrollo en el área tanto física, como Psicológica, emocional, 
social y moral, fijando normas que así lo garanticen. Brindando especial cumplimiento a la ley 1098 de 2006, de infancia 
y adolescencia en sus artículos 41, 42, 43 y 44. 
 
5. Que se debe buscar el cumplimiento de los fines y objetivos educativos, el carácter y formación en disciplina y respeto, 
dignidad y liderazgo, y el ejemplo moral y fundamental que espera la sociedad actual, los principios antropológicos-
psicológicos, epistemológicos, sociales, democráticos y axiológicos del P.E.I. (Proyecto Educativo Institucional). 
Brindando cumplimiento al Decreto reglamentario 1860 de 1994 en lo pertinente al modelo educativo. Decreto 1075 de 
2015. 
 
6.  Que se deben precisar los mecanismos de participación democrática. Brindando así estricto cumplimiento a los 
Artículos 31 y 32 de la ley 1098 de 2006, de infancia y adolescencia.  Que nuestro Consejo Directivo, como órgano de 
representación de los estamentos de La Comunidad educativa. (LA RECTORA, Los educandos, Ex - alumnos, Padres de 
Familia, Docentes y Sector Productivo), conforman la instancia superior del Gobierno Escolar. En nuestro COLEGIO IVAN 
RODOLFO LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE MERCURIO; órgano, del consejo directivo, que 
solo es superado en instancia, según lo establece la Ley 115 de 1994, por la asamblea de padres de familia, en pleno. 
 
7. Este manual de convivencia escolar, contiene para 2024; los anexos pertinentes del P.E.I., currículo, plan de estudios 
y SIEE, para que se desarrollen los demás ajustes, dirigidos a brindar licitud, legalidad, y ajuste armonioso, de llegarse a 
aparecer un nuevo episodio de educación hibrida, o de NO presencialidad, o de P.A.T. (Presencialidad Asistida por 
Tecnologías). Validando de manera licita, legal y oportuna, los grados de los educandos de grado once, en educación 
hibrida transitoria o P.A.T. en los casos que, así se requiera. 
 
8. Que el Contenido del presente Manual de Convivencia Escolar, es fruto de la concertación democrática y 
armónica de los diferentes planteamientos formulados por los representantes de toda la Comunidad Educativa: 
Directivos, Docentes, Educandos, Padres de Familia, Personal Administrativo, de Servicios Generales y Comunidad 
educativa en general, en cumplimiento de los artículos 17, 18, 19, 21 y 22, de ley 1620 de 2013, y decreto 1075 de 2015; 
aprobado en Consejo Directivo según acta No. XXXX de NOVIEMBRE XX DE 2024.  
 
 
 
RESUELVE: 
 
PRIMERO: Derogar, todos los anteriores Manuales de Convivencia. 
 
SEGUNDO: Adoptar el presente Reglamento y/o Manual de Convivencia Escolar, en el cual, taxativamente se introducen 
los criterios que rigen la vida diaria dentro de la Comunidad Educativa, de nuestro: COLEGIO IVAN RODOLFO LHERING, 
MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE MERCURIO. 
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TERCERO: Este Reglamento y/o Manual de Convivencia será revisado constantemente, para efectuar los ajustes 
necesarios, adiciones o reformas, y demás cambios necesarios, cuando se estime pertinente en estricto acato y 
obediencia a la jurisprudencia legal vigente, a las normas en educación que emerjan a futuro, y a los cambios socio-
jurídicos que propendan por el bienestar de nuestra comunidad educativa, como lo ordena el Decreto 1075 de 2015. 
Artículo 2.3.5.3.2. Lineamientos generales para la actualización del Manual de Convivencia 
 
CUARTO: El presente Manual de Convivencia Escolar, se fundamenta en los siguientes principios generales: 
 
1. Debido Proceso: De conformidad con lo establecido en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, el 
presente Manual de Convivencia consagra el Debido Proceso, como el ordenamiento secuencial, lógico y oportuno que 
debe seguirse en cada acción disciplinaria, administrativa, penal o civil; para proteger el Derecho a la defensa del 
educando.25 
2. Presunción de Inocencia: Todo educando, es inocente, hasta que se demuestre lo contrario, al interior de su debido 
proceso. 
3. Presunción de Buena Fe: Las actuaciones y protocolos en cabeza de las autoridades internas, en nuestro: COLEGIO 
IVAN RODOLFO LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE MERCURIO; en relación con acciones 
disciplinarias contra los educandos, deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual presumirá en todas las 
acciones y actuaciones, que los educandos dicen la verdad, frente a los protocolos y acciones que se adelanten dentro 
de Nuestra Institución educativa oficial. 
4. Presunción de veracidad: Las autoridades de Nuestra Institución educativa oficial, presumen, que lo que los 
estudiantes afirman es cierto, salvo que se pruebe lo contrario. 
5. Principio de Legalidad: Los educandos, solo serán accionados reconvenidos y sancionados, disciplinariamente, 
penalmente, administrativamente, y/o civilmente, por comportamientos previamente definidos de manera taxativa dentro 
del presente Manual de Convivencia Escolar. 
6. Principio de Favorabilidad: En los casos en que sean aplicables diferentes normas a una situación disciplinaria 
determinada, se aplicará preferentemente, la norma más favorable al educando, dentro de los recursos de reposición, 
apelación y queja. 
7. Principio de Impugnación: Toda decisión disciplinaria contra un educando, es susceptible de reposición, apelación o 
consulta. Este principio se hará efectivo a través de los recursos de reposición, apelación y queja. 
8. Non bis in Idem (No dos veces por lo mismo): los educandos, tienen derecho a no ser juzgados dos veces, por la 
misma causa. 
9. Principio de Publicidad Procesal: Consiste en dar a conocer, las actuaciones realizadas dentro del proceso. Dentro 
de los procesos disciplinarios no se tendrán en cuenta las acusaciones secretas o sin pruebas. 
10. Principio de Solidaridad Interna: Dentro de los procesos disciplinarios no se aceptará la formulación de quejas 
contra sí mismo o ponentes. 
11. Principio de Resolución de la Duda: “In Dubio Pro Educando”. La duda siempre será de aplicación favorable al 
acusado o disciplinado. 
 
QUINTO: Este Reglamento y/o Manual de Convivencia entra en vigencia a partir del XX de NOVIEMBRE DE 2023.  
Y será socializado a los padres de familia, antes de la matrícula o el día mismo de la matrícula correspondiente, 
y por medios digitales y redes sociales, durante la vigencia de 2024, como exige el artículo 2.3.4.2 literal C del 
decreto 1075 de 2015. 
 
SEXTO: Adóptese el siguiente MANUAL DE CONVIVENCIA ESCOLAR, para nuestro: COLEGIO IVAN RODOLFO 
LHERING, Ubicado en la Calle 00 No 00 - 00, del MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE MERCURIO, para el 
año lectivo de 2024. 
 

Parágrafo. Nuestro COLEGIO IVÁN RODOLFO LHERING, continuará, este año 2024, con el proceso de capacitación y 

formación docente, articulado con la secretaria de educación certificada del Municipio, como ordena el Decreto 1421 de 

2017. 

Obedeciendo al sistema PROGRESIVO, para implementar el DUA y aclarar conceptos en punto de los ajustes PIAR; 

plazo, éste, que emerge de la Sentencia de Corte Constitucional, T - 205 del dieciséis (16) de mayo de dos mil 

diecinueve (2019). 

“Como se expuso en la parte considerativa, la prestación del servicio de educación por parte del Estado debe 

estar regido por el principio de progresividad, según el cual “las facetas prestacionales de los derechos 

constitucionales deben ampliarse de manera gradual, de acuerdo con la capacidad económica e institucional  

 
25 Ver artículo 26º de ley 1098 de 2006. 
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del Estado en cada momento histórico”26. No puede obligarse a todos los colegios de todo el país a 

hacer los ajustes razonables en el mismo momento, pero sí se puede exigir que tanto las autoridades 

departamentales como las instituciones académicas lleven a cabo las actuaciones necesarias para que el 

derecho a la educación sea garantizado para toda la población, incluida los estudiantes que se encuentren 

en situación de discapacidad.” Sentencia de Corte Constitucional, T - 205 del dieciséis (16) de mayo de dos 

mil diecinueve (2019).  

También, brindaremos acato estricto, a la Corte Constitucional, en su Sentencia T - 532 del 18 de diciembre del 

año de 2020.  

Y por supuesto que obedecemos a la Ley 2216 del 23 de junio de 2022. 

Y por supuesto que obedecemos al Decreto 1411 del 29 de julio de 2022. 

 
 
Publíquese y cúmplase. 
 
 
 
 
 
 
XXXXXXXXXXXXXXX. 
LA RECTORA 
 
 
El presente Manual, por último, contiene el compromiso claro de todos los miembros de la comunidad educativa 
(educandos, educadores, padres de familia, o acudientes de los educandos, los egresados, directivos docentes y demás 
personal administrativo, y representantes de los ex alumnos y de la sociedad productiva); compromiso fundamentado 
en el derecho a la educación como un: DERECHO-DEBER.27 

 
26 Corte Constitucional. Sentencia T- 428 de 2012.  

27 Decreto 1075 de 2015. ARTÍCULO 2.3.5.3.2. Lineamientos generales para la actualización del 
Manual de Convivencia. Los establecimientos educativos oficiales y no oficiales deberán asegurarse de que, en el Manual de 

Convivencia, y respecto del manejo de los conflictos y conductas que afectan la convivencia escolar y los derechos humanos, sexuales y 
reproductivos, y para la participación de la familia de que trata el artículo 22 de la Ley 1620 de 2013, se incluyan como mínimo los siguientes 
aspectos:  
 
1. Las situaciones más comunes que afectan la convivencia escolar y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos, las cuales 
deben ser identificadas y valoradas dentro del contexto propio del establecimiento educativo. 
2. Las pautas y acuerdos que deben atender todos los integrantes de la comunidad educativa para garantizar la convivencia escolar y el ejercicio 
de los derechos humanos, sexuales y reproductivos. 
3. La clasificación de las situaciones consagradas el artículo 2.3.5.4.2.6 del presente Decreto. 
4. Los protocolos de atención integral para la convivencia escolar de que tratan los artículos 2.3.5.4.2.8, 2.3.5.4.2.9 y 2.3.5.4.2.10, del presente 
Decreto. 
5. Las medidas pedagógicas y las acciones que contribuyan a la promoción de la convivencia escolar, a la prevención de las situaciones que la 
afectan y a la reconciliación, la reparación de los daños causados y el restablecimiento de un clima de relaciones constructivas en el 
establecimiento educativo cuando estas situaciones ocurran. 
6. Las estrategias pedagógicas que permitan y garanticen la divulgación y socialización de los contenidos del Manual de Convivencia a la 
comunidad educativa, haciendo énfasis en acciones dirigidas a los padres y madres de familia o acudientes. 
 
PARÁGRAFO 1. Acorde con lo establecido en la Ley 115 de 1994, en el artículo 21 de la Ley 1620 de 2013 y en el Decreto 1860 de 1994, en la 
manera en que queda compilado en el presente Decreto, los establecimientos educativos en el marco del proyecto educativo institucional deberán 
revisar y ajustar el manual de convivencia y dar plena aplicación a los principios de participación, corresponsabilidad, autonomía, diversidad e 
integralidad que establece la Ley 1620 de 2013. 
 
PARÁGRAFO 2. El Manual de Convivencia deberá ser construido, evaluado y ajustado por la comunidad educativa integrada por los estudiantes, 
padres y madres de familia, docentes y directivos docentes, bajo la coordinación del Comité Escolar de Convivencia. 
(Decreto 1965 de 2013, artículo 29). 
 

DECRETO 1075 DE 2015. ARTÍCULO 2.3.5.3.3. PLAZO PARA LA ACTUALIZACIÓN DE LOS MANUALES DE CONVIVENCIA 
DE LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS OFICIALES Y NO OFICIALES. Los establecimientos educativos en un plazo no 
superior a seis (6) meses contados a partir del 11 de septiembre de 2013, deberán ajustar los manuales de convivencia, conforme 
lo señalado en este Capítulo. (Decreto 1965 de 2013, artículo 30).  
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Tal y como y ha sido reiteradamente plasmado en la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, como lindero a seguir en 
ése respecto, que enmarcan así, la responsabilidad y la disciplina, como el norte a seguir en nuestras actuaciones como 
comunidad, a través de un ejemplo y virtud, asumida y que cobra vida en nuestra Institución educativa oficial; en todas 
sus actividades académicas, curriculares, cotidianas y diarias convivenciales, metacognitivas, socio-culturales y externas 
en comunidad, que van de la mano de una vivencia extraordinaria y sencilla a la vez, del respeto por la diferencia, y la 
convivencia pacífica. 
 
¿PARA QUÉ SIRVE EL MANUAL DE CONVIVENCIA? 
Toda institución educativa, debe poseer unas normas claras que permitan su funcionamiento y que faciliten las acciones 
que emprenda para la consecución de los logros propuestos.  
 
Por ello, es indispensable que la comunidad conozca, concerte, promueva y acate las normas mínimas de convivencia, 
disciplina y fraternidad en el ámbito escolar. Que se elabore, un documento en el cual, se consignen, los canales y los 
procedimientos que se han de utilizar para el manejo adecuado de las diversas situaciones, facilitando la realización de 
las diversas actividades y la vida misma dentro de nuestra Institución educativa oficial, en un ambiente de respeto, 
convivencia y entendimiento mutuos.  
Las normas, los procedimientos, la prevalencia de los derechos y el cumplimiento de los deberes son las bases que nos 
permitirán, la consecución de las metas y los ideales que nos hemos fijado de manera consensuada, respetuosa y taxativa, 
y por consiguiente, del crecimiento y maduración humana e integral a que aspiramos todos los miembros de ésta 
comunidad  educativa, ya que son pilares de nuestro énfasis; de tal forma que para el presente Manual de convivencia, 
en armonía y obediencia con el artículo 7º de la ley de Infancia 1098 de 2006, los educandos son considerados 
individuos de derechos; y también como lo consigna el artículo 15º de la misma ley 1098 de 2006, serán sujetos 
de deberes.  
 
Ver, además, artículos 17, 18, 19 y 21 de ley 1620 de 2013 y ver artículo 2.3.5.3.2 del decreto 1075 de 2015.  
 

EL DERECHO A LA EDUCACIÓN DE CALIDAD: ARTÍCULO 67. CONSTITUCIÓN NACIONAL. La educación es un 
derecho de la persona y un servicio Público, que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a 
la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. La educación formará al colombiano en el respeto a 
los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento 
cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente. El Estado, la sociedad y la familia son responsables de 
la educación, que será obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de 
preescolar y nueve de educación básica. La educación será gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro 
de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección 
y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación 
moral, intelectual y física de los educandos. Garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las 
condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo. La Nación y las entidades territoriales 
participarán en la dirección, financiación y administración de los servicios educativos estatales, en los términos que 
señalen la Constitución y la ley.  
 

 
POR PARTE DEL COMITÉ ESCOLAR DE CONVIVENCIA. 
a) Liderar el ajuste de los manuales de convivencia, conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Ley 1620 de 2013 y en el 
Capítulo 3 del presente Título; 
b) Proponer políticas institucionales que favorezcan el bienestar individual y colectivo, que puedan ser desarrolladas en el marco del 
Proyecto Educativo Institucional (PEI), atendiendo a lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 115 de 1994; 
c) Liderar el desarrollo de iniciativas de formación de la comunidad educativa en temáticas tales como derechos humanos, sexuales 
y reproductivos, sexualidad, competencias ciudadanas, desarrollo infantil y adolescente, convivencia, y mediación y conciliación, 
para fortalecer el Sistema Nacional de Convivencia Escolar; 
d) Fortalecer la implementación y evaluación de proyectos pedagógicos de educación para la sexualidad y construcción de 
ciudadanía desde que correspondan a las particularidades socioculturales del contexto en el que se encuentra el establecimiento 
educativo. Estos proyectos deben garantizar el derecho que tienen niñas, niños y adolescentes de recibir información fundamentada 
en evidencia científica con el fin de que, progresivamente, vayan desarrollando las competencias que facilitan la toma de decisiones 
autónomas frente al ejercicio de la sexualidad y la realización de proyectos de vida; 
e) Articular el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de proyectos para el desarrollo de competencias ciudadanas 
orientados a fortalecer un clima escolar y de aula positivos que aborden como mínimo temáticas relacionadas con la clarificación de 
normas, la definición de estrategias para la toma de decisiones, la concertación y la negociación de intereses y objetivos, el ejercicio 
de habilidades comunicativas, emocionales y cognitivas a favor de la convivencia escolar, entre otros; f) Generar mecanismos y 
herramientas para que el desarrollo de competencias ciudadanas y la formación para el ejercicio de los derechos humanos, sexuales 
y reproductivos se lleve a cabo de manera transversal en todas las áreas obligatorias y fundamentales del conocimiento y de la 
formación establecidas en el proyecto educativo institucional. 
  
PARÁGRAFO. Los establecimientos educativos deben implementar los proyectos pedagógicos conforme a los parámetros 
dispuestos en el artículo 20 de la Ley 1620 de 2013, dentro del marco de lo establecido en los artículos 14, 77, 78 y 79 de la Ley 115 
de 1994. (Decreto 1965 de 2013, artículo 36).  
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CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA. SENTENCIA C-284 DE 2017. REFERENCIA: EXPEDIENTE D-11681. 
Magistrado Ponente (e.): IVÁN HUMBERTO ESCRUCERÍA MAYOLO. Bogotá D.C. tres (3) de mayo de dos mil diecisiete 
(2017). La Sala Plena de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez, quien la 
preside, Hernán Correa Cardozo (e), Alejandro Linares Cantillo, Antonio José Lizarazo Ocampo, Gloria Stella Ortiz 
Delgado, Iván Humberto Escrucería Mayolo (e.), Aquiles Ignacio Arrieta Gómez (e.), Alberto Rojas Ríos y José Antonio 
Cepeda Amaris (e.), en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales y legales, profiere la siguiente SENTENCIA:  
(…) 
No obstante, lo anterior, es preciso anotar que el derecho a la educación no es absoluto, porque si bien es cierto 
que en cumplimiento del principio de progresividad la mejora en la calidad del sistema educativo es una de las principales 
responsabilidades a cargo del Estado, la sociedad y la familia; también lo es que hay lugar a algunas limitaciones 
justificadas en la necesidad de garantizar otros principios. En este sentido, la Corte ha considerado que las restricciones 
razonables que se impongan al ejercicio del derecho a la educación estarán justificadas en la medida en que se pretenda 
satisfacer otros principios de carácter constitucional y no se vulneren los componentes esenciales de la Carta. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA DE TUTELA:  T – 240 DEL 26 DE JUNIO DE 2018. 
4. Los manuales de convivencia y el derecho al debido proceso en los procedimientos disciplinarios adelantados por las 
instituciones educativas. Reiteración de jurisprudencia. 
4.1. El derecho a la educación contempla la garantía de que el debido proceso debe ser guardado en los trámites 
disciplinarios en instituciones educativas. Desde el inicio de su jurisprudencia y a lo largo de la misma, la Corte 
Constitucional ha reconocido el carácter fundamental del derecho a la educación, su estrecha relación con el debido 
proceso a propósito de los trámites que se adelanten en dicho contexto –en especial, si se trata de procesos 
sancionatorios– y la posibilidad de que la protección del goce efectivo del mismo pueda lograrse mediante la acción de 
tutela. Entre los elementos esenciales del derecho al debido proceso, aplicables en materia educativa, se encuentran, 
entre otros, el derecho a la defensa, el derecho a un proceso público y el derecho a la independencia e imparcialidad de 
quien toma la decisión. 
4.2. En reiteradas oportunidades, la Corte Constitucional ha señalado que los manuales de convivencia de los 
establecimientos de educación tienen tres dimensiones. Así, en la Sentencia T-859 de 2002 la Sala Séptima de Revisión 
sostuvo que, primero, estos documentos ostentan las características propias de un contrato de adhesión; segundo, 
representan las reglas mínimas de convivencia escolar y, tercero, son la expresión formal de los valores, ideas y deseos 
de la comunidad educativa conformada por las directivas de nuestra institución, sus empleados, los estudiantes y sus 
padres de familia. También, esta condición está reconocida expresamente por la ley general de educación en su artículo 
87.  
Sin embargo, la misma norma señala que para que dichos manuales sean oponibles y exigibles, los mismos deben ser 
conocidos y aceptados expresamente por los padres de familia y los estudiantes. En repetidas ocasiones, la Corte ha 
amparado los derechos de estudiantes a los que les han impuesto sanciones a partir de cambios abruptos en dichos 
manuales.  
Por ejemplo, en la Sentencia T-688 de 2005 la Sala Quinta de Revisión amparó los derechos de una persona que fue 
enviada a la jornada nocturna de una institución educativa por el hecho de haber tenido un hijo.  
En esa oportunidad, indicó que cualquier cambio en el reglamento que no sea aprobado por la comunidad educativa es 
una imposición que no consulta los intereses, preocupaciones y visión de los llamados a cumplir con la normativa 
establecida en el manual, lo que resultaría incompatible con el debido proceso de los ciudadanos. 
De acuerdo con lo anterior, los manuales de convivencia consagran derechos y obligaciones para los estudiantes por lo 
que son cartas de navegación que deben servir de guía ante la existencia de algún conflicto de cualquier índole.  
La Corte expresamente ha señalado que el reglamento es la base orientadora de la filosofía del Establecimiento. En la 
Sentencia T-694 de 2002, la Sala Novena de Revisión al analizar la regla de preservación de un cupo educativo por cursos 
aprobados, reconoció que sin este tipo de requisitos no sería posible mantener un nivel de excelencia, de disciplina y de 
convivencia como cometidos principales de la educación.  
 
Así, precisó que sus preceptos son de observancia obligatoria para la comunidad académica, los menores de Primera 
Infancia y Niños y Niñas, los profesores y los padres de familia, en cuanto fijan las condiciones para hacer efectivo el fin 
supremo de la calidad y de la mejor formación moral, intelectual y física de los menores de Primera Infancia y Niños y 
Niñas. 
La Corte ha reconocido también que a partir de una lectura integral del artículo 67 de la Carta, la educación no solo es un 
derecho fundamental y un derecho prestacional, sino que comporta deberes correlativos, por eso ha sido denominada 
como un derecho-deber.  
 
De esta manera, en la Sentencia T-323 de 1994, la Sala Tercera de Revisión al examinar una sanción impuesta a un 
estudiante por violar el manual de convivencia, recordó que, si bien es cierto que la educación es un derecho 
fundamental de los niños, las niñas y los adolescentes, también lo es que el alumno no está autorizado para violar 
los reglamentos de las instituciones educativas.  
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En ese orden de ideas, el incumplimiento de las condiciones para el ejercicio del derecho, como sería el no responder a 
las obligaciones académicas y al comportamiento exigido por los reglamentos, puede dar lugar a diversa suerte de 
sanciones. 
 
4.3. Sin embargo, la Corte también ha sido clara en señalar que toda imposición de sanciones debe observar el artículo 
29 de la Constitución. En general, se puede afirmar que el derecho al debido proceso en todos los ámbitos, pero 
especialmente en el educativo, es una manifestación del principio de legalidad. Principio que, busca garantizar la 
protección de la dignidad humana y el libre desarrollo de la personalidad de los menores de Primera Infancia y Niños y 
Niñas. Como ejemplo se puede acudir a la Sentencia T-341 de 2003, que reconoció que una sanción impuesta a un 
estudiante solo es razonable si persigue un fin constitucionalmente legítimo. Así las cosas, por una parte, la Corte 
Constitucional de manera reiterada ha insistido en que las sanciones que se impongan, por más justificadas o razonables 
que sean, deben adoptarse mediante un trámite que respete el derecho al debido proceso.  
 
En la Sentencia T-917 de 2006 la Sala Tercera de Revisión recopiló las principales dimensiones del derecho al debido 
proceso en el ámbito disciplinario en las instituciones educativas, en los siguientes términos: 
 
“Las instituciones educativas comprenden un escenario en donde se aplica el derecho sancionador. Dichas instituciones 
tienen por mandato legal […] regir sus relaciones de acuerdo a reglamentos o manuales de convivencia.  Esas normas 
deben respetar las garantías y principios del derecho al debido proceso.  
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado en varias oportunidades sobre el derecho al debido proceso en el ámbito 
disciplinario en las instituciones educativas fijando los parámetros de su aplicación. 
Las instituciones educativas tienen la autonomía para establecer las reglas que consideren apropiadas para regir las 
relaciones dentro de la comunidad educativa, lo que incluye el sentido o la orientación filosófica de las mismas.  
Sin embargo, tienen el mandato de regular dichas relaciones mediante reglas claras sobre el comportamiento que se 
espera de los miembros de la comunidad educativa en aras de asegurar el debido proceso en el ámbito disciplinario. 
Dichas reglas, para respetar el derecho al debido proceso, han de otorgar las garantías que se desprenden del mismo, 
así las faltas sean graves. 
 
Las instituciones educativas tienen un amplio margen de autorregulación en materia disciplinaria, pero sujeto a límites 
básicos como la previa determinación de las faltas y las sanciones respectivas, además del previo establecimiento del 
procedimiento a seguir para la imposición de cualquier sanción.  
 

Dicho procedimiento ha de contemplar:  
 
(1) la comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona a 
quien se imputan las conductas pasibles de sanción; (2) la formulación de los 
cargos imputados, que puede ser verbal o escrita, siempre y cuando en ella 
consten de manera clara y precisa las conductas, las faltas disciplinarias a que 
esas conductas dan lugar (con la indicación de las normas reglamentarias que 
consagran las faltas) y la calificación provisional de las conductas como faltas 
disciplinarias; (3) el traslado al imputado de todas y cada una de las pruebas que 
fundamentan los cargos formulados; (4) la indicación de un término durante el 
cual el acusado pueda formular sus descargos (de manera oral o escrita), 
controvertir las pruebas en su contra y allegar las que considere necesarias para 
sustentar sus descargos; (5) el pronunciamiento definitivo de las autoridades 
competentes mediante un acto motivado y congruente; (6) la imposición de una 
sanción proporcional a los hechos que la motivaron; y (7) la posibilidad de que el 
encartado pueda controvertir, mediante los recursos pertinentes, todas y cada 
una de las decisiones de las autoridades competentes. 
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Adicionalmente [en] el trámite sancionatorio se debe tener en cuenta: (i) 
la edad del infractor, y por ende, su grado de madurez psicológica; (ii) el 
contexto que rodeó la comisión de la falta; (iii) las condiciones personales 
y familiares del alumno; (iv) la existencia o no de medidas de carácter 
preventivo al interior del establecimiento; (v) los efectos prácticos que la 
imposición de la sanción va a traerle al estudiante para su futuro 
educativo y (vi) la obligación que tiene el Estado de garantizarle a los 
adolescentes su permanencia en el sistema educativo”.  
 
FUNDAMENTOS LEGALES. 
La Comunidad Educativa de nuestro: COLEGIO IVAN RODOLFO LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, 
DEPARTAMENTO DE MERCURIO;  conformada por los Directivos Docentes, Educandos, Personal Administrativo, 
Padres de Familia y/o Acudientes y Educandos de Primaria y Secundaria, así  como  los Ex alumnos y la asociación de 
padres de familia, dan a conocer a través de éste presente documento, los servicios que presta Nuestra Institución 
educativa oficial, los requisitos para pertenecer a ella, la Misión, los Principios, los Fines y las Normas que definen los 
Derechos y Compromisos de los educandos, en punto de sus relaciones con los demás estamentos de la Comunidad 
Educativa, las directrices de evaluación, para de ésta manera, participar y comprometernos decididamente en el 
mejoramiento continuo de nuestra Institución educativa oficial.  
 
CONCEPTOS LEGALES.  
El Proyecto Educativo Institucional de nuestro COLEGIO IVAN RODOLFO LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, 
DEPARTAMENTO DE MERCURIO; encuentra su principal fundamento en nuestra CONSTITUCIÓN POLÍTICA, específicamente 
en sus artículos 1, 2, 5 y 7 como la identificación de los principios de la educación, el articulo 27 sobre libertad de enseñanza; 
artículos 67 y 68 sobre la función social de la educación; articulo 311 sobre responsabilidades del Estado Social de Derecho, en 
materia de Educación, Participación social y Cultura; artículo 366 sobre la educación como finalidad social del Estado. 
 
Todos estos artículos constitucionales, trazan unas directrices en cuanto a derechos y obligaciones por parte del Estado. La Ley 
115 de 1994, en su artículo 1º determina que la educación:  
 
“Es un proceso de formación permanente, personal, cultural y social, que se fundamenta en una concepción integral de la persona 
humana, de su dignidad, de sus derechos y deberes”.  
 
Esta es la educación, que ofrece nuestra Institución educativa oficial, a quienes cumplen con los requisitos del Manual de 
convivencia y solicitan el servicio educativo, educación, que, permite el desarrollo de la personalidad, capacitándolo para la vida 
en el aspecto social, histórico biológico y filosófico. La siguiente es la fundamentación legal de la acción educativa dentro del marco 
formativo de nuestro COLEGIO.   
 

• Ley 115 de 1994. Ley General de Educación. 

• Decreto 1860 de 1994. Reglamentario de la Ley 115 de 1994. 

• Ley 375 de 1997 o Ley de la juventud. 

• Ley 715 de 2001. Sistema General de Participaciones. 

• Ley 1952 de 2019; Código Disciplinario Único. 

• Ley 1098 de 2006 Ley de Infancia y Adolescencia. 

• Decreto 1850 de 2002. Reglamenta calendario escolar y jornadas escolares. 

• Decreto 3020 de 2002. Determina la asignación académica y jornadas académicas y laborales. 

• Decreto 2277 de 1979. Estatuto Docente. 

• Decreto 1278 de 2003. Nuevo Estatuto Docente. 

• Decreto 1286 de 2005.  sobre la participación de los padres de familia en los procesos educativos de las instituciones 
educativas. 

• Decreto 228 de 2008. sobre modelos flexibles para la atención educativa. 

• Decreto 1290 de 2009. sobre evaluación del aprendizaje y promoción. 

• T – 076 de 2023. 

• T – 252 de 2023. 
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• Decreto 366 del 9 de febrero de 2009. Sobre servicios de apoyo pedagógico en Programas de educación inclusiva, para 
estudiantes con discapacidad y con capacidades o talentos excepcionales.28 

• Ley 1346 de 2009, Ley de inclusión educativa. 

• Ley 1404 de 2010. por el cual se crea el programa escuela para padres en las instituciones de educación preescolar, básica y 
media del país. 

• Ley 1620 de 2013. por la cual se crea el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para el Ejercicio de los 
Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar.  Y su decreto 
reglamentario 1965 de 2013. 

• Decreto 3011 de diciembre 19 de 1997. por el cual se establecen normas para el ofrecimiento de la educación de adultos.  

• Toda la legislación que en materia educativa promulgue el Estado. 

• Ley 1581 de 2012, Por la cual se reglamenta la protección de datos personales.  

• Ley 1453 de junio 2011, art 44. Que establece las sanciones para quienes inciten, dirijan, constriñan o proporcionen 
los medios para la obstrucción de las vías públicas. 

• Decreto 1108 de 1994. Que en su capítulo 3 prohíbe en todos los procedimientos educativos del país, 
independientemente de su naturaleza estatal o privada, el porte, consumo y/o tráfico de estupefacientes y de 
sustancias psicoactivas.  

• Decreto 1286 de mayo de 2005. Que establece normas acerca de la participación de los padres de familia en el 
mejoramiento de los procesos educativos de los establecimientos. Ley 2025 de 2020, en talleres obligatorios para los 
padres y acudientes. 

• Decreto 289 del 10 de julio de 2009. Que tiene como objeto establecer criterios administrativos para garantizar el 
acceso y la permanencia en el sistema educativo de los niños, las niñas y los y las adolescentes, con la participación 
de la familia, la sociedad, y de las instituciones educativas. 

• Decreto 1377 de 2013. Reglamentaria de la ley 1581 de 2012. protección de datos personales.  

• Resolución 1740 del 15 de julio de 2009. Mediante la cual se establecen las medidas y procedimientos para el acceso 
y permanencia en el sistema educativo y se definieron las acciones que deberán ser realizadas de forma coordinada 
y conjunta por el nivel central de la sed, las direcciones locales de educación y las instituciones educativas.  

• Resolución 961 MAYO 22 de 2009. En la cual, se establecen los deberes y el derecho de los padres y madres de 
familia, acudientes y beneficiarios del proyecto educativo. 

• Resolución 4210 de 1996. Describe como desarrollan el servicio social los y las estudiantes en la institución. 

• Decreto 1421 de 2017. Inclusión Educativa. 

• Ley 1801 del 29 de Julio de 2016 o Código Nacional de Policía, en sus articulados así: Art. 7º; 8º; 10º; 19º; 26º; 27º; 
33º; 34º; 35º; 36º; 37º; 38º; 39º; 40º, 43º; 73º; 84º; 92º; 140º; 146º; 155º; 159º; 162º; 174º; 175º; 180º; 181º. 

• Decreto 1075 de 2015. Único Reglamentario de educación.  

• Ley 2000 del 14 de noviembre de 2019. 

• Corte Constitucional, Sentencia T – 532 del 18 de diciembre de 2020. 

• Ley 2025 del 23 de julio de 2020. 

• Ley 2170 del 29 de diciembre de 2021. 

• Directiva 01 del 04 de marzo de 2022. 

• Ley 2205 de mayo 10 de 2022. 

• Ley 2216 del 23 de junio de 2022. 

• Decreto 1411 del 29 de julio de 2022. 

• Corte Constitucional, T – 076 de marzo de 2023. 

• Corte Constitucional, T – 252 de julio de 2023. 

• Corte Suprema de Justicia, SP 198 de 2023. 
 
Se acude, además, a obedecer, lo exigido por el decreto único reglamentario 1075 de 2015, cuando señala: 
 
Decreto 1075 de 2015. ARTÍCULO 2.3.5.3.2. Lineamientos generales para la actualización del Manual de 
Convivencia. Los establecimientos educativos oficiales y no oficiales deberán asegurarse de que, en el Manual de 
Convivencia, y respecto del manejo de los conflictos y conductas que afectan la convivencia escolar y los derechos 
humanos, sexuales y reproductivos, y para la participación de la familia de que trata el artículo 22 de la Ley 1620 de 2013, 
se incluyan como mínimo los siguientes aspectos:  
 
 

 
28 Corte Constitucional, Sentencia: T-679 de 2016. Tema: DERECHO A LA EDUCACION INCLUSIVA DE NIÑOS Y NIÑAS EN SITUACION DE 

DISCAPACIDAD. CASO EN QUE INSTITUCION EDUCATIVA NO TIENE INFRAESTRUCTURA FISICA REQUERIDA PARA EL ACCESO A 
MENOR EN SILLA DE RUEDAS. La conducta que el actor le censura a la Secretaría de Educación Distrital es la de no asignarle un cupo 
académico a su hijo menor de edad que se encuentra en situación de discapacidad, en una institución educativa que ofrezca un programa de 
inclusión escolar con flexibilización curricular, que satisfaga las necesidades cognitivas y físicas del menor. Aduce, que, a pesar de otorgarle cupo 
en distintas instituciones escolares, éstas no han resultado aptas para el joven, bien sea porque no cuenta con la infraestructura física requerida 
para la movilidad de personas en condición de discapacidad o, porque no cuenta con los docentes y demás personal requerido para atenderlo. 
Se analiza temática relacionada con la protección a los menores en el ámbito del derecho y el derecho a la educación. Se CONCEDE. 
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1. Las situaciones más comunes que afectan la convivencia escolar y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y 
reproductivos, las cuales deben ser identificadas y valoradas dentro del contexto propio del establecimiento educativo. 
2. Las pautas y acuerdos que deben atender todos los integrantes de la comunidad educativa para garantizar la 
convivencia escolar y el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos. 
3. La clasificación de las situaciones consagradas el artículo 2.3.5.4.2.6 del presente Decreto. 
4. Los protocolos de atención integral para la convivencia escolar de que tratan los artículos 2.3.5.4.2.8, 2.3.5.4.2.9 y 
2.3.5.4.2.10, del presente Decreto. 
5. Las medidas pedagógicas y las acciones que contribuyan a la promoción de la convivencia escolar, a la prevención de 
las situaciones que la afectan y a la reconciliación, la reparación de los daños causados y el restablecimiento de un clima 
de relaciones constructivas en el establecimiento educativo cuando estas situaciones ocurran. 
6. Las estrategias pedagógicas que permitan y garanticen la divulgación y socialización de los contenidos del Manual de 
Convivencia a la comunidad educativa, haciendo énfasis en acciones dirigidas a los padres y madres de familia o 
acudientes. 
 
PARÁGRAFO 1. Acorde con lo establecido en la Ley 115 de 1994, en el artículo 21 de la Ley 1620 de 2013 y en el Decreto 
1860 de 1994, en la manera en que queda compilado en el presente Decreto, los establecimientos educativos en el marco 
del proyecto educativo institucional deberán revisar y ajustar el manual de convivencia y dar plena aplicación a los 
principios de participación, corresponsabilidad, autonomía, diversidad e integralidad que establece la Ley 1620 de 2013. 
 
PARÁGRAFO 2. El Manual de Convivencia deberá ser construido, evaluado y ajustado por la comunidad educativa 
integrada por los estudiantes, padres y madres de familia, docentes y directivos docentes, bajo la coordinación del Comité 
Escolar de Convivencia. (Decreto 1965 de 2013, artículo 29). 
 
DECRETO 1075 DE 2015. ARTÍCULO 2.3.5.3.3. PLAZO PARA LA ACTUALIZACIÓN DE LOS MANUALES DE 
CONVIVENCIA DE LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS OFICIALES Y NO OFICIALES. Los establecimientos 
educativos en un plazo no superior a seis (6) meses contados a partir del 11 de septiembre de 2013, deberán ajustar los 
manuales de convivencia, conforme lo señalado en este Capítulo. (Decreto 1965 de 2013, artículo 30). 
 
POR PARTE DEL COMITÉ ESCOLAR DE CONVIVENCIA. 
a) Liderar el ajuste de los manuales de convivencia, conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Ley 1620 de 2013 y 
en el Capítulo 3 del presente Título; 
b) Proponer políticas institucionales que favorezcan el bienestar individual y colectivo, que puedan ser desarrolladas en 
el marco del Proyecto Educativo Institucional (PEI), atendiendo a lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 115 de 1994; 
c) Liderar el desarrollo de iniciativas de formación de la comunidad educativa en temáticas tales como derechos humanos, 
sexuales y reproductivos, sexualidad, competencias ciudadanas, desarrollo infantil y adolescente, convivencia, y 
mediación y conciliación, para fortalecer el Sistema Nacional de Convivencia Escolar; 
d) Fortalecer la implementación y evaluación de proyectos pedagógicos de educación para la sexualidad y construcción 
de ciudadanía desde que correspondan a las particularidades socioculturales del contexto en el que se encuentra el 
establecimiento educativo. Estos proyectos deben garantizar el derecho que tienen niñas, niños y adolescentes de recibir 
información fundamentada en evidencia científica con el fin de que, progresivamente, vayan desarrollando las 
competencias que facilitan la toma de decisiones autónomas frente al ejercicio de la sexualidad y la realización de 
proyectos de vida; 
e) Articular el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de proyectos para el desarrollo de competencias 
ciudadanas orientados a fortalecer un clima escolar y de aula positivos que aborden como mínimo temáticas relacionadas 
con la clarificación de normas, la definición de estrategias para la toma de decisiones, la concertación y la negociación de 
intereses y objetivos, el ejercicio de habilidades comunicativas, emocionales y cognitivas a favor de la convivencia escolar, 
entre otros; f) Generar mecanismos y herramientas para que el desarrollo de competencias ciudadanas y la formación 
para el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos se lleve a cabo de manera transversal en todas las 
áreas obligatorias y fundamentales del conocimiento y de la formación establecidas en el proyecto educativo institucional. 
 
PARÁGRAFO. Los establecimientos educativos deben implementar los proyectos pedagógicos conforme a los parámetros 
dispuestos en el artículo 20 de la Ley 1620 de 2013, dentro del marco de lo establecido en los artículos 14, 77, 78 y 79 
de la Ley 115 de 1994. (Decreto 1965 de 2013, artículo 36).  
 
Adicional a lo anterior, se incorporan los apartes necesarios y pertinentes de las normas así: 
  
1. Ley 190 de 1995. Función Pública (anticorrupción). 
2. Ley 734 de 2002. Código Disciplinario Único. 
3. Decreto 2277 de 1979. Profesores antiguos. 
4. Código Sustantivo del Trabajo. 
5. Ley 115 de 1994, artículos 196, 197, 198. 
6. Ley 50 de 1990, artículo 34, Trabajadoras embarazadas. 
7. Resolución 03353 de 1993. Sobre educación sexual. 
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8. Resolución 4210 de 1996. Sobre servicio social. 
9. Ley 494 de 1999. Clubes deportivos en colegios 
10. Decreto 1278 de junio 19 de 2002. Sobre profesionalización docente. 
11. Decreto 1286 de 2005, que establece las normas sobre la participación de los padres de familia en el mejoramiento 

de los procesos educativos de los establecimientos Privados u oficiales. 
12. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 115 de 1994, todos los establecimientos educativos deben tener como parte 

integrante del manual de convivencia, un Proyecto Educativo Institucional, el cual debe tener una definición de los 
derechos y deberes de los miembros de la comunidad educativa y de sus relaciones con los demás estamentos de la 
comunidad.  

13. El presente Manual de Convivencia atiende a las disposiciones contenidas en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y la Constitución Política de Colombia de 1991 que contemplan entre otros los siguientes 
principios: 

 
1.  Nadie podrá ser sometido a torturas, penas, tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
2. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. 
3. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento o expresión, a no ser molestado a causa 
de sus opiniones. 
4. Todo individuo tiene derecho a la educación gratuita, obligatoria, igual para todos y al acceso a los 
estudios superiores. 

 
Así mismo, serán referentes ineludibles para regular las relaciones comunitarias en nuestro: COLEGIO IVAN RODOLFO 
LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE MERCURIO; los siguientes principios de la Constitución 
Política del país, promulgada en el año 1991: 
 
1. En todas las instituciones de educación, Privadas u oficiales y públicas, será obligatorio el estudio de la Constitución y 

la instrucción cívica. Así mismo se fomentarán prácticas democráticas para el aprendizaje de los principios y los valores 
de la participación ciudadana. 

2.  Son derechos fundamentales de los niños, la vida, la integridad física, la salud y seguridad social, la alimentación 
equilibrada, su nombre, nacionalidad, tener una familia y no ser separado de ella, el cuidado y el amor, la educación y 
la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión (Articulo 44 Constitución Política de Colombia). 

3.   El adolescente tiene derecho a la protección y la formación integral. 
4.   La educación es un derecho de la persona y un servicio público. Tiene una función social, en busca del acceso al 

conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a los demás bienes y valores de la cultura, para protección del medio ambiente 
(Articulo 67 Constitución Política de Colombia). 

5.  El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación que será obligatoria entre los 5 y los 15 años de 
edad y que comprenderá como mínimo un año de preescolar y nueve de educación básica.29 

6.  La enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad, ética y pedagogía. 
7.   Los padres de familia tendrán derecho a escoger el tipo de educación para sus hijos. Articulo 68 superior constitucional. 
 
OBSERVANCIA DE LA LEY DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA.  
En consonancia con las normas generales mencionadas en el artículo anterior, se observarán las disposiciones 
consagradas en la Ley de Infancia y Adolescencia 1098 de 2006, y los principios que se definen a continuación: 
 
1.   Los directivos de establecimientos educativos están obligados a velar por la permanente asistencia del menor al 

establecimiento evitando la deserción. 
2. Citar a los padres del menor, después de dos ausencias injustificadas en el mes. 
3. Cada institución educativa, tendrá una asociación de padres de familia para facilitar la solución de problemas del menor 

y mejorar la formación integral. 
4. Los directivos de las instituciones educativas organizarán programas extracurriculares con el objeto de recreación, 

desarrollo de actividades deportivas y uso creativo del tiempo libre por medio de programaciones juveniles.  
5. Los directivos de las instituciones educativas Privadas u oficiales, no podrán imponer sanciones que propicien escarnio 

(vergüenza), para el menor que de alguna manera lo afecten en su dignidad. 
 
DE LA OBSERVANCIA DE OTRAS DISPOSICIONES.  
Concurrentes a las normas anteriores, este manual de convivencia se ajustará en todo a lo dispuesto en: Ley 30 de 1986, 
Decreto 3788 de 1986, Decreto 1108 de 1994, Artículo 24 de la Ley 115 del 8 de febrero de 1994, Ley 734 de 2002, 
Decreto 1860 de 1994, Decreto 1290 de 2009, Ley 1010 de 2006, Decreto 4807 de 2011 y la Ley 1620 de 2013 y el 
Decreto 1095 de 2013, y demás normatividad educativa vigente. 
 
 

 
29  A este respecto el Consejo de Estado en Sentencia del 27 de enero de   2011, Expediente núm. 2005-00086, conceptuó que, bajo un 

criterio incluyente, los menores de cinco años podrán ingresar al grado de transición (o preescolar) de las instituciones educativas 
privadas u oficiales siempre y cuando los cumplan durante el transcurso del respectivo año lectivo. 
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PARÁGRAFO: En general la conducta y actuación de los miembros de la Comunidad Educativa deben ajustarse a lo 
contemplado en los cánones constitucionales legales (disciplinario, penal y policivo) y en todas las normas conducentes 
al normal desarrollo de la comunidad que pretende el mantenimiento del orden público, la convivencia pacífica, la práctica 
de la democracia y la paz. 
 
 
COMPLEMENTO A  
FUNDAMENTACIÓN LEGAL 
La fundamentación legal, en lo pertinente, se complementa con algunos fragmentos de Sentencias de la Corte 
Constitucional que a continuación se relacionan, como soporte de nuestro debido proceso interno y la ruta de atención 
que exige la ley 1620 de 2013, para tal articulación, se presentan los fragmentos, al tenor del principio Constitucional 
de publicidad. 30 
De la misma manera, una observancia obligatoria del debido proceso, por todas las partes en sus diferentes roles de 
protección y deber.31 

 
30 CORTE CONSTITUCIONAL, TUTELA T – 101 DE 2016. Al respeto, en la sentencia SU-642 de 1998, MP. Eduardo Cifuentes Muñoz, se dijo 

que “Para la Sala, no existe duda alguna de que todo colombiano, sin distingo alguno de edad, es titular del derecho fundamental al libre desarrollo 
de la personalidad, el cual, como lo ha manifestado la Corte, constituye emanación directa y principal del principio de dignidad humana. Sin 
embargo, el hecho de que el libre desarrollo de la personalidad sea uno de los derechos personalísimos más importantes del individuo, 
no implica que su alcance y efectividad no puedan ser ponderados frente a otros bienes y derechos constitucionales o que existan 
ámbitos en los cuales este derecho fundamental ostente una eficacia más reducida que en otros.”  
Y en sentencia C-481 de 1998, M.P. Alejandro Martínez Caballero, la Sala Plena indicó que “del reconocimiento del derecho al libre desarrollo de 
la personalidad, se desprende un verdadero derecho a la identidad personal, que, en estrecha relación con la autonomía, identifica a la persona 
como un ser que se autodetermina, se autoposee, se autogobierna, es decir que es dueña de sí, de sus actos y de su entorno”. En igual sentido 
pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-124 de 1998, M.P. T-015 de 1999, T-618 de 2000, M.P. Alejandro Martínez Caballero; T-435 de 
2002, M.P. Rodrigo Escobar Gil; T-473 de 2003, M.P. Jaime Araujo Rentería; T-491 de 2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández; C-355 de 2006, 
M.P. Jaime Araujo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández, A.V. Manuel José Cepeda Espinosa y Jaime Araujo Rentería, S.V. Rodrigo Escobar 
Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra y Álvaro Tafur Galvis; T-839 de 2007 y C-336 de 2008, M.P. Clara Inés Vargas Hernández; y más recientemente 
la sentencia T-562 de 2013, M.P. Mauricio González Cuervo, S.V. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.   
 
SENTENCIA C-481 DE 1998. Al tenor del artículo 16 de la Constitución que consagra el Derecho al Libre Desarrollo de la Personalidad, la corte 
constitucional y la doctrina han entendido que: "ese derecho consagra una protección general de la capacidad que la Constitución reconoce a las 
personas para auto determinarse, esto es, a darse sus propias normas y desarrollar planes propios de vida, siempre y cuando no afecten 
derechos de terceros". (Negrilla fuera de texto).  
 
31 SENTENCIA T- 715 DE 2014. DEBIDO PROCESO-   

Actuación administrativa contractual. En las actuaciones contractuales debe observarse el debido proceso, en aras de respetar los derechos a la 
contradicción y a la defensa de los contratistas. Lo anterior con la finalidad de que las actuaciones contractuales estén ceñidas por el respeto de 
las normas legales establecidas entre los contratantes, ello sin perjuicio de vulnerar los derechos fundamentales de la parte contratante. En esta 
medida, el debido proceso ha sido establecido como una garantía a favor de los contratantes, para evitar que su derecho a la defensa se vea 
obstaculizado por el hecho de que exista un contrato que regule las actuaciones a seguir entre las partes.  
En el entendido de que, aunque existe una finalidad que fue estipulada en el acuerdo, en caso de existir controversia entre las partes se deben 
emplear todos los medios legítimos y adecuados para la preparación de su defensa, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las personas 
que intervienen en el proceso. 
 
SENTENCIA T – 625 DE 2013. DOCENTE EN PROCESO EDUCATIVO- Misión y deber. El papel que juega el docente en el proceso educativo 
integral de los estudiantes es trascendental, debido a que (i) es un guía que imparte conocimientos sobre diversas disciplinas, (ii) utiliza 
herramientas didácticas y pedagógicas para impartir el conocimiento y las habilidades a los estudiantes acorde a sus capacidades y aptitudes, (iii) 
basa su método pedagógico en la observancia de valores y principios, con el fin de formar personas útiles para la sociedad. De tal suerte, la 
jurisprudencia constitucional ha considerado que los educadores deben ser personas idóneas, estos es que deben contar con una preparación 
integral a nivel académico, espiritual y ético-moral que garantice una adecuada prestación del servicio público de educación a los estudiantes.  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-316 DE 1994. 
“La Educación sólo es posible cuando se da la convivencia y, si la disciplina afecta gravemente a ésta última, ha de prevalecer el interés general 
y se puede respetando el debido proceso, separar a la persona del establecimiento Educativo. Además, la permanencia de la persona en el 
sistema educativo está condicionada por su concurso activo en la labor formativa; la falta de rendimiento intelectual también puede llegar a tener 
suficiente entidad como para que la persona sea retirada del establecimiento donde debía aprender y no lo logra por su propia causa. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA DE TUTELA, T – 143 DE 2016.  
80. Sin embargo, ha destacado la Corte, que la exteriorización de la identidad sexual encuentra su límite en situaciones generadoras de perjuicio 
social, sosteniendo que “las manifestaciones de la diversidad sexual solo pueden ser reprimidas o limitadas cuando lleguen a lesionar derechos 
de otras personas, alteren el orden público y social, afecten los estándares generales de decencia pública31 o se “conviertan en piedra de 
escándalo, principalmente para la niñez y la adolescencia31”.  
Así lo ha considerado la Corte Constitucional frente a específicos supuestos en los que, con la conducta homosexual, objetivamente, se han 
transgredidos derechos de terceros31 o se ha abusado de los derechos personales en detrimento de la colectividad31.  
Hay consenso en cuanto a que dichas limitaciones no deben basarse en una posición discriminatoria, que reconduce a una que se sustenta 
exclusivamente en el carácter diverso de la expresión para censurarla. Así, se reconoce que, frente a exteriorizaciones de la opción sexual, los 
estándares mínimos requeridos corresponden a aquellos “exigidos en el desarrollo de cualquier orientación sexual”31, de modo que “se debe 
establecer y verificar por el juez constitucional, si la conducta desplegada hubiese sido objeto del mismo reproche en caso de que quien la hubiera 
practicado fuera una pareja heterosexual en contextos similares.  
Si del estudio se concluye que es tolerada en parejas heterosexuales y no en homosexuales se constituye en un criterio abiertamente trasgresor 
y discriminador que amerita medidas judiciales tendientes a evitarlo”31. 
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SENTENCIA DE CORTE CONSTITUCIONAL, T- 478 DE 2015. Así, en la presente providencia se endilgó dicha 
responsabilidad solamente a la institución educativa, por lo que debió indicarse, de manera expresa, que las familias de 
los alumnos se encuentran igualmente llamadas a participar activamente en el acompañamiento del cual requieren sus 
hijos menores de edad y adolescentes, pues dejar dicho deber sólo a los establecimientos de educación, no permite que 
el apoyo requerido, sea logrado de manera satisfactoria32. 
 
SENTENCIA C – 496 DE 2015. 
3.7.2. No vulneración del debido proceso. La accionante expresa que el inciso 3º del artículo 277 de la Ley 906 de 2004 
vulnera el artículo 29 de la Constitución, pues permite que se presenten pruebas con violación del debido proceso, el cual 
tiene cinco (5) elementos en relación con las pruebas: (i) el derecho a presentarlas y solicitarlas, (ii) el derecho a 
controvertir las pruebas que se presenten en su contra, (iii) el derecho a la publicidad de la prueba, (iv) el derecho a la 
regularidad de la prueba, (v) el derecho a que se decreten y practiquen las pruebas que resulten necesarias para asegurar 
el principio de realización y efectividad de los derechos y (vi) el derecho a que se evalúen por el juzgador las pruebas 
incorporadas al proceso33.    
La cadena de custodia es uno de los medios para acreditar la autenticidad de la evidencia o elemento material probatorio, 
es decir, para asegurar su credibilidad  mérito probatorio, por lo cual tiene relación con la valoración de las pruebas34 y no 
con la legalidad de su presentación, decreto y práctica:  
“La cadena de custodia no puede ser tomada como un requisito de legalidad, por lo tanto, no condiciona la admisibilidad 
de la prueba, su decreto o práctica.  
Por lo tanto, cuando hay un incumplimiento de los requisitos de la cadena de custodia la prueba no deviene ilegal, sino 
que esta debe ser cuestionada en su mérito o fuerza de convicción”35. 
 

 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, TUTELA T – 071 DE 2016. Al respecto, la sentencia T-098 de 1995 (M.P. José Gregorio Hernández), sostuvo 
que: “Fácil es entender que lo aprendido en el hogar se proyecta necesariamente en las etapas posteriores de la vida del individuo, cuyos 
comportamientos y actitudes serán siempre el reflejo del conjunto de influencias por él recibidas desde la más tierna infancia. El ambiente 
en medio del cual se levanta el ser humano incide de modo determinante en la estructuración de su personalidad y en la formación de su 
carácter. (…) [l]os valores, que dan sentido y razón a la existencia y a la actividad de la persona, no germinan espontáneamente. Se requiere 
que los padres los inculquen y cultiven en sus hijos, que dirijan sus actuaciones hacia ellos y que estimulen de manera”.  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA DE TUTELA T – 077 DE 2016. “En lo relativo a la orientación sexual como criterio de discriminación, 
esta Corporación ha especificado que el Estado como garante de la pluralidad de derechos, debe proteger la coexistencia las distintas 
manifestaciones humanas, por lo que no puede vulnerar la esfera pública, a menos que con el ejercicio del derecho se desconozcan ilegítimamente 
los derechos de los demás o el orden jurídico. Por tanto, se debe propugnar tanto por las autoridades públicas como por parte de los particulares 
que las actitudes ante las expresiones sexuales diversas propias de la comunidad LGBTI, se abstengan de imponer criterios o cánones específicos 
basados en esquemas heterosexistas. Es lo que la doctrina autorizada ha denominado “la coexistencia de una constelación plural de valores, a 
veces tendencialmente contradictorios, en lugar de homogeneidad ideológica en torno a un puñado de principios coherentes entre sí y en torno, 
sobre todo, a las sucesivas opciones legislativas.” 31  

De lo anteriormente expuesto se tiene que, si bien es claro que la Corte Constitucional ha estudiado mayoritariamente reclamos efectuados para 
la protección y defensa de derechos de las personas con orientación sexual diversa, particularmente frente a situaciones de personas gais, sería 
un error afirmar que la protección se extiende solo a este segmento de la comunidad, ya que no son los únicos que ejercen su sexualidad de 
forma distinta a la heterosexual”.  
 
SENTENCIA DE TUTELA, CORTE CONSTITUCIONAL    T- 478 DE 2015. 
74. En consecuencia, no resulta válido que los colegios pretendan intervenir a través de sus manuales y posteriormente con procedimientos y 
sanciones, en la libre escogencia a que tienen derecho los estudiantes, de inclinarse por la orientación sexual o la identidad de género de su 
preferencia. Así las autoridades de los colegios, deben mantenerse al margen de intervenir, en estos aspectos intrínsecos de las personas, pues 
los mismos, escapan del dominio que forma el fuero educativo. En todo caso, todo tramite sancionatorio, debe seguir, las reglas estrictas 
del debido proceso, que garantice a los estudiantes (y a sus padres en dado caso) que puedan participar activamente del mismo , 
fomentando un escenario de deliberación y conciliación de acuerdo a los principios generales del manual de convivencia escolar, y los derechos 
a la dignidad, igualdad, y libre desarrollo de la personalidad.  
32 Al respecto, resulta pertinente referirse a lo señalado en la intervención de la Universidad Tecnológica de MIRAFLORES, en la Sentencia T-905 de 2011, M.P. Jorge Iván Palacio 
Palacio, en la cual, respecto del "matoneo" en los colegios, se establecieron diez actividades que podrían implementarse en las instituciones educativas para hacer frente a estas 
prácticas: 
" / .  Adaptar la educación a los cambios sociales, desarrollando la intervención a diferentes niveles y estableciendo nuevos esquemas de colaboración, con la participación de las 
familias y la administración. 
2. Mejorar la calidad del vínculo entre profesores y alumnos, mediante la emisión de una imagen del educador como modelo de referencia y ayudar a los chicos a que desarrollen 
proyectos académicos gracias al esfuerzo. 
3. Desarrollar opciones a la violencia. 
4. Ayudar a romper con la tendencia a la reproducción de la violencia. 
5. Condenar, y enseñar a condenar, toda forma de violencia. 
6. Prevenir ser víctimas. Ayudar a que los chicos no se sientan víctimas 
7. Desarrollar la empatía y los Derechos Humanos. 
8. Prevenir la intolerancia, el sexismo, la xenofobia. Salvaguardar las minorías étnicas y a los niños que no se ajustan a los patrones de sexo preconcebidos. 
9. Romper la conspiración del silencio: no mirar hacia otro lado. Hay que afrontar el problema y ayudar a víctimas y agresores. 
10. Educar en la ciudadanía democrática y predicar con el ejemplo. 
Este centro educativo insiste en que los colegios no tienen la capacidad para "controlar" a sus alumnos y relacionó un conjunto de sugerencias, dirigidas a las posibles víctimas del 
"matoneo", y que tienen como objetivo minimizar los efectos del hostigamiento y evitar que ellas se aíslen. Por último, advirtió lo siguiente: "Todo este proceso debe estar acompañado 
de acciones formativas para padre de familia, estudiantes, administrativos, profesores y toda persona que tenga una función en la institución educativa. (...) "(Énfasis fuera del texto,) 
33 Sentencia de la Corte Constitucional C-034 de 2014. M.P. María Victoria Calle 

34 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, EYDER PATIÑO CABRERA. Magistrado ponente SP10303-2014, Radicación N° 43.691. 

(Aprobado Acta N° 254), BOGOTÁ, D.C., cinco (5) de agosto de dos mil catorce (2014). 
35 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de febrero de 2013, Radicación: 40643, M.P Gustavo Enrique Malo Fernández. 
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TUTELA CORTE CONSTITUCIONAL T – 478 DE 2015. Los procedimientos disciplinarios de las instituciones educativas, 
deben garantizar, el derecho a la defensa del estudiante, a quien se le impute, la comisión de una determinada falta, razón 
por la cual, los manuales de convivencia escolar, deben contener como mínimo: (i) la determinación de las faltas 
disciplinarias y de las sanciones respectivas; y (ii) el procedimiento a seguir, previo a la imposición de cualquier sanción.  
Con respecto a lo primero, es decir, a la determinación de las faltas, y de las sanciones, este tribunal, (Corte 
Constitucional), ha establecido que la garantía del debido proceso, exige que los manuales de convivencia escolar, 
describan con precisión razonable, los elementos generales de la falta, distingan claramente su calificación (esto 
es, si se trata de una falta grave o leve) y determinen también con claridad la sanción que se desprende de la 
misma.  
 
En la sentencia T – 944 DE 2000, la Corte Constitucional, decidió una tutela, acerca de una menor, a la que no se le 
permitió, matricularse al curso siguiente, para el año lectivo que seguía, porque manifestaba en su observador de la 
alumna, continuas faltas de indisciplina. En este caso, la Corte Constitucional, manifestó, que NO era suficiente que una 
conducta apareciera claramente determinada como una falta, para concluir de manera inmediata que con eso se 
respetaba el principio de legalidad implícito en las garantías del debido proceso, sin que apareciera taxativo dentro del 
manual de convivencia escolar, que ello era causal de NO matricula al año siguiente, y sin ameritar, ni acreditar, el debido 
proceso respectivo. 
Adicionalmente, el Tribunal (Corte Constitucional), ha señalado estrictos límites, sobre la potestad sancionatoria, 
considerando que la misma, se restringe a escenarios determinados.  
 
Así la Sentencia T – 918 DE 2005, recordó, que, si bien hay ciertos ámbitos en los cuales un colegio no sólo tiene 
la potestad, sino el deber de sancionar el comportamiento de los miembros de la comunidad educativa, también 
existen otros, en donde esa facultad, se ve restringida e incluso anulada por completo. 
 
De esta manera, la Corte Constitucional, distinguió tres (3) posibles foros: (i) los educativos, (ii) los que tengan proyección 
académica e institucional; y (iii) los estrictamente privados. 
 
Los primeros, están conformados por las mismas sedes de las instituciones donde las conductas de los alumnos y 
alumnas están sujetas a un control riguroso de la comunidad educativa, pues son en éstas, donde se desarrolla gran parte 
de su proceso formativo. El segundo foro, lo constituyen escenarios de interacción educativa, como actividades culturales 
y deportivas, que se realizan por fuera del colegio. En estos casos, la Corte Constitucional, ha aceptado que la conducta 
de los estudiantes compromete no sólo el nombre de una institución, sino que también refleja, la formación impartida a 
sus alumnos, por lo que es razonable, exigir, la observancia de ciertas reglas de conducta, y llegado el caso, imponer 
sanciones, ante el incumplimiento de tales reglas. Finalmente, en los foros estrictamente privados, como lo explicó, la 
Sentencia T – 491 DE 2003, la conducta de los miembros de la comunidad educativa no entorpece, ni interfiere la actividad 
académica, ni compromete el nombre de una institución. Por esa razón, las conductas allí desplegadas no pueden ser 
objeto de ninguna clase de sanciones disciplinarias, por la sencilla razón, de que hacen parte del desarrollo privado y 
autónomo del individuo. TUTELA CORTE CONSTITUCIONAL T – 478 DE 2015. 
 
SENTENCIA C-491 DE 2012. EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO: Sostiene que el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad no es absoluto, por lo tanto, no puede ser invocado para desconocer los derechos de 
los otros, ni los derechos colectivos, ni para limitar la capacidad punitiva del Estado frente a comportamientos que pongan 
en peligro el orden social o económico o el ejercicio de los demás derechos que se reconocen a todos los ciudadanos. 
(Negrilla fuera de texto). 
 
SENTENCIA C-491 DE 2012.  LA UNIVERSIDAD DE LA SABANA. Invocando apartes de los salvamentos de voto a la 
sentencia C-221 de 1994, sostiene que la garantía del libre desarrollo de la personalidad no es un derecho absoluto, 
pues está afectada por dos tipos de limitaciones, los derechos de los demás y el orden jurídico “que son limitaciones que 
se le imponen al sujeto que lo ejerce por el hecho de vivir en sociedad y por ser esa sociedad una organización jurídica, 
es decir, exigencias de suyo exteriores al sujeto, y la limitación intrínseca a la libertad misma, que debe estar ordenada al 
desarrollo de la personalidad de un ser que puede buscarlo precisamente por razón de su naturaleza perfectible”. (Negrilla 
fuera de texto). 36 

 
36  SENTENCIA T- 612 DE 1992.  

Contrato de Matrícula: Que "Al momento de matricularse una persona en un Centro Educativo celebra por ese acto un Contrato de Naturaleza 
Civil; un contrato es un acuerdo de voluntades para crear obligaciones".  
 
SENTENCIA T – 366 DE 1997.  
Que "La exigibilidad de esas reglas mínimas al alumno resulta acorde con sus propios derechos y perfectamente legítima cuando se encuentran 
consignadas en el Manual de Convivencia que él y sus acudientes, firman al momento de establecer la vinculación educativa. Nadie obliga al 
aspirante a suscribir ese documento, pero concedida la oportunidad de estudio, si reiteradamente incumple pautas mínimas y denota desinterés 
o grave indisciplina puede ser tomado en cuenta como motivo de exclusión. 
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SENTENCIA T-967 DE 2007. Las instituciones educativas pueden regular el uso del teléfono celular dentro de las 
instalaciones, incluyendo la reglamentación correspondiente en el Manual de Convivencia, el cual establecerá en forma 
clara su utilización, sin llegar a prohibirlo, así como s sanciones y el procedimiento a aplicar en caso de infracciones.  
 
SENTENCIA T- 235 DE 1997. "La Corte Constitucional ha reiterado a lo largo de la jurisprudencia, en el sentido de 
considerar que quien se matrícula en un Centro Educativo, con el objeto de ejercer el derecho Constitucional fundamental 
que lo ampara, contrae por ese mismo hecho obligaciones que debe cumplir, de tal manera que NO puede invocar el 
mencionado derecho para excusar las infracciones en que incurra". 37 
 
SENTENCIA T- 002 DE 1992.  "La Educación surge como un derecho - deber que afecta a todos los que participan en 
esa órbita cultural respecto a los derechos fundamentales, no sólo son derechos en relación a otras personas, sino 
también deberes de la misma persona para consigo misma, pues la persona no sólo debe respetar el ser personal del 
otro, sino que también ella debe respetar su propio ser". 
 
SENTENCIA T- 316 DE 1994. "La Educación sólo es posible cuando se da la convivencia y si la disciplina afecta 
gravemente a ésta última, ha de prevalecer el interés general y se puede respetando el debido proceso, separar a la 
persona del establecimiento Educativo.  Además, la permanencia de la persona en el sistema educativo está condicionada 
por su concurso activo en la labor formativa; la falta de rendimiento intelectual también puede llegar a tener suficiente 
entidad como para que la persona sea retirada del establecimiento donde debía aprender y no lo logra por su propia 
causa". Subraya fuera de texto. 
 
SENTENCIA T- 519 DE 1992. "La educación ofrece un doble aspecto. Es un derecho-deber, en cuanto no solamente 
otorga prerrogativas a favor del individuo, sino que comporta exigencias de cuyo cumplimiento depende en buena parte 
la subsistencia del derecho, pues quien no se somete a las condiciones para su ejercicio, como sucede con el discípulo 
que desatiende sus responsabilidades académicas o infringe el régimen disciplinario que se comprometió observar, queda 
sujeto a las consecuencias propias de tales conductas: la pérdida de las materias o la imposición de las sanciones 
previstas dentro del régimen interno de nuestra institución, la más grave de las cuales, según la gravedad de la falta, 
consiste en su exclusión del establecimiento educativo". 38 
 
SENTENCIA T-341 DE 1993. "Considera la Corte que quien se matricula en un centro educativo contrae por ese mismo 
hecho obligaciones que debe cumplir, de tal manera que no puede invocar el mentado derecho para excusar las 
infracciones en que incurra, en cuya virtud no se permite en quebrantamiento de los derechos constitucionales del 
educando, pero tampoco se favorezca la irresponsabilidad de este". 
 
SENTENCIA T – 435 DE 2002. DERECHO A LA EDUCACION- Imposición de sanciones deben ser razonables. Las 
conductas susceptibles de sanción deben estar tipificadas en el manual de convivencia. A su vez, las sanciones deben 
ser razonables, esto es, deben perseguir un fin constitucionalmente legítimo, proporcionales, es decir, acordes a la 
conducta que se reprime teniendo en cuenta los bienes jurídico-constitucionales que están de por medio, y necesarias 
frente a las faltas que se cometen, esto es, que la conducta del estudiante fuera tal que impidiera la convivencia, de modo 
que no admitiera otra respuesta que la sanción impuesta. Si se cumplen estas condiciones, no hay vulneración del derecho 
a la educación. 
 
SENTENCIA T – 435 DE 2002. DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD- NO ES ABSOLUTO. 
El derecho al libre desarrollo de la personalidad no es absoluto, pues debe armonizarse con el normal 
funcionamiento de las instituciones y con el ejercicio pacífico de las libertades. Ciertamente, esta Corporación ha 
sostenido que la escogencia de la opción de vida no puede ser entendida como un mecanismo para eludir las obligaciones 
sociales o de solidaridad colectiva, pues esto constituiría un abuso de los derechos propios.  
 

 
SENTENCIA T- 527 DE 1995.  
"La función social que cumple la Educación hace que dicha garantía se entienda como un derecho - deber que genera para el educador como 
para los educandos y para sus progenitores un conjunto de obligaciones recíprocas que no pueden sustraerse; ello implica que los Planteles 
Educativos puedan y deban establecer una serie de normas o reglamentos en donde se viertan las pautas de comportamiento que deben seguir 
las partes del proceso Educativo".  
37  SENTENCIA T - 397 DE AGOSTO 19 DE 1997.  

"El hombre, considera la Corte Constitucional, debe estar preparado para vivir en armonía con sus congéneres, para someterse a la disciplina que 
toda comunidad supone, para ejercer la libertad dentro de las normas que estructuran el orden social, así pues, de ninguna manera ha de 
entenderse completo ni verdadero un derecho a la educación al que se despoja de estos elementos esenciales ... de lo dicho se concluye que 
cuando el centro educativo exige del estudiante respuestas en materia académica, disciplinaria, moral o física, o cuando demanda de 
él unas responsabilidades propias de su estado, así como cuando impone sanciones proporcionales a las faltas que comete, no está 
violando los derechos fundamentales del educando sino, por el contrario, entregando a éste la calidad de educación que la Constitución 
desea". Negrilla fuera de texto.  
38  SENTENCIA T- 402 DE 1992.  

"La Constitución garantiza el acceso y la permanencia en el sistema Educativo, salvo que existen elementos razonables - incumplimiento 
académico o graves faltas disciplinarias del estudiante - que lleven a privar a la persona del beneficio de permanecer en una entidad educativa 
determinada".  
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Se trata más bien de una potestad que permite al individuo desarrollar las alternativas propias de su identidad, la cual 
debe ser respetada y tolerada por la sociedad. Negrilla fuera de texto. 
 
SENTENCIA T – 435 DE 2002. DERECHO A LA LIBRE OPCION SEXUAL-  
No la puede coartar el establecimiento educativo. La elección de la orientación sexual es una clara manifestación y 
materialización del ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad, de modo que el establecimiento educativo 
no puede coartar tal elección, so pretexto de pretender inculcar valores homogéneos a todos los estudiantes, no 
respetando sus diversas tendencias.  
 
SENTENCIA T – 435 DE 2002. DERECHO A LA LIBRE OPCION SEXUAL- Alcance. “Concretamente, la sexualidad 
aparece como un elemento consustancial a la persona humana y a su naturaleza interior, el cual, necesariamente, hace 
parte de su entorno más íntimo. La prohijada protección constitucional del individuo, representada en los derechos al libre 
desarrollo de su personalidad e intimidad, incluye entonces, en su núcleo esencial, el proceso de autodeterminación en 
materia de preferencias sexuales. En este sentido, la Corte ha considerado que, si la autodeterminación sexual del 
individuo constituye una manifestación de su libertad fundamental y de su autonomía, como en efecto lo es, ni el Estado 
ni la sociedad se encuentran habilitados para obstruir el libre proceso de formación de una específica identidad sexual, 
pues ello conduciría “a aceptar como válido el extrañamiento y la negación de las personas respecto de ellas mismas por 
razones asociadas a una política estatal contingente. 
 
SENTENCIA T – 625 DE 2013. DOCENTE EN PROCESO EDUCATIVO- MISIÓN Y DEBER. El papel que juega el docente 
en el proceso educativo integral de los estudiantes es trascendental, debido a que (i) es un guía que imparte conocimientos 
sobre diversas disciplinas, (ii) utiliza herramientas didácticas y pedagógicas para impartir el conocimiento y las habilidades 
a los estudiantes acorde a sus capacidades y aptitudes, (iii) basa su método pedagógico en la observancia de valores y 
principios, con el fin de formar personas útiles para la sociedad. De tal suerte, la jurisprudencia constitucional ha 
considerado que los educadores deben ser personas idóneas, esto es que deben contar con una preparación integral a 
nivel académico, espiritual y ético-moral que garantice una adecuada prestación del servicio público de educación, a los 
estudiantes.  
 
SENTENCIA T – 625 DE 2013.  MANUAL DE CONVIVENCIA.  
Proporcionalidad, razonabilidad de las directrices implantadas en manuales de convivencia estudiantil. Es legítimo que 
las instituciones educativas regulen aspectos del servicio público que proporcionan a través de los manuales de 
convivencia estudiantiles, pero de cualquier modo no podrán imponer compromisos o medidas desproporcionadas o 
irracionales, que contraríen el ordenamiento superior, ni fijar pautas que atenten contra derechos fundamentales de rango 
individual, por ejemplo, la libertad, la autonomía, la intimidad, el desarrollo de la personalidad y el debido proceso, entre 
otros.  
 
SENTENCIA T – 625 DE 2013.  MANUAL DE CONVIVENCIA Y DEBER DE SOMETERSE A LAS REGLAS DEL DEBIDO 
PROCESO EN SU APLICACION- Las normas consignadas en los manuales de convivencia deben respetar las reglas 
constitucionales del debido proceso. La sanción que se le  imputa a un estudiante por incurrir en faltas que comprometan 
la disciplina y el rendimiento académico del plantel educativo no infringe sus derechos fundamentales, siempre y cuando 
se tengan en cuenta las  siguientes situaciones: (i) La observancia del derecho constitucional al debido proceso  
consagrada en el artículo 29 Superior, en cuanto a la aplicación de todas  las sanciones y amonestaciones impuestas, 
sean de cualquier tipo, (ii) que  se comprueben los cargos atribuidos al estudiante, (iii) que el manual de  convivencia 
consagre la amonestación impuesta y (iv) que la sanción sea ajustada, razonable y proporcional en relación con la 
infracción cometida  y con observancia del caso concreto del alumno.  
 
SENTENCIA T – 625 DE 2013. MANUAL DE CONVIVENCIA- Finalidad. Con el fin de regular las relaciones entre los 
estudiantes y los planteles educativos, además para definir los deberes a los que se encuentran sometidos se creó la 
figura del manual de convivencia, el cual debe estar en consonancia con lo estipulado en la ley y en la Constitución 
Política, no puede transgredir derechos de carácter fundamental de los participantes de la comunidad educativa. Los 
estudiantes que incumplan las exigencias académicas y disciplinarias impuestas por el manual de convivencia, no podrán 
justificar su conducta invocando la protección de su derecho a la educación.  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA DE TUTELA; T – 240 DEL 26 DE JUNIO DE 2018. 
4. Los manuales de convivencia y el derecho al debido proceso en los procedimientos disciplinarios adelantados por las 
instituciones educativas. Reiteración de jurisprudencia. 
4.1. El derecho a la educación contempla la garantía de que el debido proceso debe ser guardado en los trámites 
disciplinarios en instituciones educativas. Desde el inicio de su jurisprudencia y a lo largo de la misma, la Corte 
Constitucional ha reconocido el carácter fundamental del derecho a la educación, su estrecha relación con el debido 
proceso a propósito de los trámites que se adelanten en dicho contexto –en especial, si se trata de procesos 
sancionatorios– y la posibilidad de que la protección del goce efectivo del mismo pueda lograrse mediante la acción de 
tutela. 
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Entre los elementos esenciales del derecho al debido proceso, aplicables en materia educativa, se encuentran, entre 
otros, el derecho a la defensa, el derecho a un proceso público y el derecho a la independencia e imparcialidad de quien 
toma la decisión. 
4.2. En reiteradas oportunidades, la Corte Constitucional ha señalado que los manuales de convivencia de los 
establecimientos de educación tienen tres dimensiones. Así, en la Sentencia T-859 de 2002 la Sala Séptima de Revisión 
sostuvo que, primero, estos documentos ostentan las características propias de un contrato de adhesión; segundo, 
representan las reglas mínimas de convivencia escolar y, tercero, son la expresión formal de los valores, ideas y deseos 
de la comunidad educativa conformada por las directivas de nuestra institución, sus empleados, los estudiantes y sus 
padres de familia. 
También, esta condición está reconocida expresamente por la ley general de educación en su artículo 87. Sin embargo, 
la misma norma señala que para que dichos manuales sean oponibles y exigibles, los mismos deben ser conocidos y 
aceptados expresamente por los padres de familia y los estudiantes. En repetidas ocasiones, la Corte ha amparado los 
derechos de estudiantes a los que les han impuesto sanciones a partir de cambios abruptos en dichos manuales. Por 
ejemplo, en la Sentencia T-688 de 2005 la Sala Quinta de Revisión amparó los derechos de una persona que fue enviada 
a la jornada nocturna de una institución educativa por el hecho de haber tenido un hijo. En esa oportunidad, indicó que 
cualquier cambio en el reglamento que no sea aprobado por la comunidad educativa es una imposición que no consulta 
los intereses, preocupaciones y visión de los llamados a cumplir con la normativa establecida en el manual, lo que 
resultaría incompatible con el debido proceso de los ciudadanos. 
 
De acuerdo con lo anterior, los manuales de convivencia consagran derechos y obligaciones para los estudiantes por lo 
que son cartas de navegación que deben servir de guía ante la existencia de algún conflicto de cualquier índole. La Corte 
expresamente ha señalado que el reglamento es la base orientadora de la filosofía del Colegio. En la Sentencia T-694 de 
2002, la Sala Novena de Revisión al analizar la regla de preservación de un cupo educativo por cursos aprobados, 
reconoció que sin este tipo de requisitos no sería posible mantener un nivel de excelencia, de disciplina y de convivencia 
como cometidos principales de la educación.  
 
Así, precisó que sus preceptos son de observancia obligatoria para la comunidad académica, los educandos, los 
profesores y los padres de familia, en cuanto fijan las condiciones para hacer efectivo el fin supremo de la calidad y de la 
mejor formación moral, intelectual y física de los educandos.  La Corte ha reconocido también que a partir de una lectura 
integral del artículo 67 de la Carta, la educación no solo es un derecho fundamental y un derecho prestacional, sino que 
comporta deberes correlativos, por eso ha sido denominada como un derecho-deber. De esta manera, en la Sentencia T-
323 de 1994, la Sala Tercera de Revisión al examinar una sanción impuesta a un estudiante por violar el manual de 
convivencia, recordó que, si bien es cierto que la educación es un derecho fundamental de los niños, las niñas y los 
adolescentes, también lo es que el alumno no está autorizado para violar los reglamentos de las instituciones educativas.  
En ese orden de ideas, el incumplimiento de las condiciones para el ejercicio del derecho, como sería el no responder a 
las obligaciones académicas y al comportamiento exigido por los reglamentos, puede dar lugar a diversa suerte de 
sanciones. 
4.3. Sin embargo, la Corte también ha sido clara en señalar que toda imposición de sanciones debe observar el artículo 
29 de la Constitución. En general, se puede afirmar que el derecho al debido proceso en todos los ámbitos, pero 
especialmente en el educativo, es una manifestación del principio de legalidad que busca garantizar la protección de la 
dignidad humana y el libre desarrollo de la personalidad de los educandos. Como ejemplo se puede acudir a la Sentencia 
T-341 de 2003, que reconoció que una sanción impuesta a un estudiante solo es razonable si persigue un fin 
constitucionalmente legítimo.  
 
Así las cosas, por una parte, la Corte Constitucional de manera reiterada ha insistido en que las sanciones que se 
impongan, por más justificadas o razonables que sean, deben adoptarse mediante un trámite que respete el derecho al 
debido proceso.  
 
En la Sentencia T-917 de 2006 la Sala Tercera de Revisión recopiló las principales dimensiones del derecho al debido 
proceso en el ámbito disciplinario en las instituciones educativas [84] en los siguientes términos: 
“Las instituciones educativas comprenden un escenario en donde se aplica el derecho sancionador. Dichas 
instituciones tienen por mandato legal […] regir sus relaciones de acuerdo a reglamentos o manuales de convivencia.  
Esas normas deben respetar las garantías y principios del derecho al debido proceso. La Corte Constitucional se ha 
pronunciado en varias oportunidades sobre el derecho al debido proceso en el ámbito disciplinario en las instituciones 
educativas fijando los parámetros de su aplicación. 
 
Las instituciones educativas tienen la autonomía para establecer las reglas que consideren apropiadas para regir las 
relaciones dentro de la comunidad educativa, lo que incluye el sentido o la orientación filosófica de las mismas.  
Sin embargo, tienen el mandato de regular dichas relaciones mediante reglas claras sobre el comportamiento que se 
espera de los miembros de la comunidad educativa en aras de asegurar el debido proceso en el ámbito disciplinario. 
Dichas reglas, para respetar el derecho al debido proceso, han de otorgar las garantías que se desprenden del mismo, 
así las faltas sean graves.  
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Las instituciones educativas tienen un amplio margen de autorregulación en materia disciplinaria, pero sujeto a límites 
básicos como la previa determinación de las faltas y las sanciones respectivas, además del previo establecimiento del 
procedimiento a seguir para la imposición de cualquier sanción. Dicho procedimiento ha de contemplar: (1) la 
comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona a quien se imputan las conductas pasibles de 
sanción; (2) la formulación de los cargos imputados, que puede ser verbal o escrita, siempre y cuando en ella consten de 
manera clara y precisa las conductas, las faltas disciplinarias a que esas conductas dan lugar (con la indicación de las 
normas reglamentarias que consagran las faltas) y la calificación provisional de las conductas como faltas disciplinarias; 
(3) el traslado al imputado de todas y cada una de las pruebas que fundamentan los cargos formulados; (4) la indicación 
de un término durante el cual el acusado pueda formular sus descargos (de manera oral o escrita), controvertir las pruebas 
en su contra y allegar las que considere necesarias para sustentar sus descargos; (5) el pronunciamiento definitivo de las 
autoridades competentes mediante un acto motivado y congruente; (6) la imposición de una sanción proporcional a los 
hechos que la motivaron; y (7) la posibilidad de que el encartado pueda controvertir, mediante los recursos pertinentes, 
todas y cada una de las decisiones de las autoridades competentes. Adicionalmente [en] el trámite sancionatorio se debe 
tener en cuenta: (i) la edad del infractor, y por ende, su grado de madurez psicológica; (ii) el contexto que rodeó la comisión 
de la falta; (iii) las condiciones personales y familiares del alumno; (iv) la existencia o no de medidas de carácter preventivo 
al interior del colegio; (v) los efectos prácticos que la imposición de la sanción va a traerle al estudiante para su futuro 
educativo y (vi) la obligación que tiene el Estado de garantizarle a los adolescentes su permanencia en el sistema 
educativo”.  
 
OTRAS NORMAS: 
 
DECRETO 120 DEL 21 ENERO DE 2010. 
ARTÍCULO 14. Cursos de prevención del alcoholismo. De conformidad con lo previsto en el artículo 2° de la Ley 124 de 
1994, el menor de edad que sea hallado consumiendo bebidas embriagantes o en estado de ebriedad o beodez, deberá 
asistir con sus padres o acudientes a un curso sobre prevención del alcoholismo al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar o a la entidad que haga sus veces. 
 
DECRETO 1102 DE 2004, CAPÍTULO III, ART. 9:  
"Portar, consumir, inducir y distribuir estupefacientes, sustancias psicotrópicas, alcohólicas, inhalantes dentro o fuera del 
plantel, si se comprueba se dará aviso a las autoridades competentes para recibir el apoyo a la Institución". 
 
BAJO EL TÍTULO DE "ACCIÓN Y OMISIÓN", EL ARTÍCULO 25 DEL CÓDIGO PENAL DE 2000 —LEY 599, Indica: "La 
conducta punible puede ser realizada por acción o por omisión" dice: Quien tuviere el deber jurídico de impedir un 
resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto 
a la pena contemplada en la respectiva norma penal. A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección 
en concreto del bien jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada 
fuente de riesgo, conforme a la Constitución o a la ley. 
 

Código Penal Colombiano. ART. 209. —Actos sexuales con menor de catorce años. El que realizare 
actos sexuales diversos del acceso carnal con persona menor de catorce (14) años o en su presencia, 
o la induzca a prácticas sexuales, incurrirá en prisión de nueve (9) a trece (13) años. Negrilla y subrayado 
fuera de texto. 

 
Que de conformidad con el decreto 1965 de 2013, los manuales de convivencia de los establecimientos educativos, se 
deben ajustar de acuerdo con la ley 1620 de 2013, y otros aspectos relacionados con incentivos y la participación de las 
entidades del orden nacional y territorial, establecimientos educativos, la familia y la sociedad dentro del Sistema Nacional 
de Convivencia Escolar. De otro lado, de estos fragmentos de las sentencias de la corte, ya convertidas en doctrina constitucional, 
y jurisprudencia, serán el soporte y marco de referente del presente Manual de convivencia de nuestro: COLEGIO IVAN 
RODOLFO LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO DE MERCURIO; se deduce, lo siguiente: 

 

• La educación es un derecho fundamental, pero no es absoluto, sino limitado por los derechos de los demás. 
 

• La educación es un derecho-deber, por cuanto otorga reconocimientos y derechos y a la vez, demanda el cumplimiento de 
deberes y obligaciones tanto a las instituciones como a los educandos y a los padres de familia. 

 

• Una de las obligaciones de los educandos, consiste en tener un rendimiento académico y comportamental, acorde con las 
exigencias de nuestra Institución educativa oficial. 

 

• El respeto por la disciplina y el orden en nuestra Institución, és parte del derecho de los educandos a la educación. El límite del 
derecho a la educación y del derecho al libre desarrollo de la personalidad, como todo derecho, es el derecho de los 
demás. Lo mismo sucede con la indisciplina que viola el derecho de los demás al orden y la disciplina, necesarios para permitir 
el buen rendimiento académico. 
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• Nuestra institución, tiene como fin primordial la educación integral de los alumnos y las alumnas para que sirvan a la sociedad, a 
la comunidad, a sus familias y a la patria, como seres integrales, líderes y de ejemplo. 

 

• Nuestra institución, ofrece educación con énfasis técnico, es decir, prepara a los educandos, en las áreas básicas y obligatorias 
y hace énfasis directo en áreas técnicas o laborales en convenio con el SENA, promoviendo el emprendimiento, el uso de las 
TIC” S y el bilingüismo. 

 
El manual de Convivencia Escolar, es un componente del PEI que contiene dentro del marco legal, el conjunto de 
principios, acuerdos, procedimientos, ruta de atención integral, protocolos y demás aspectos que regulan y hacen posible 
la convivencia de los miembros de nuestro: COLEGIO RODOLFO IVÁN LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, 
DEPARTAMENTO DE MERCURIO.    
 
Corte Constitucional, Sentencia: T-524 de 2017. Tema: PRINCIPIO DE LAICIDAD Y DEBER DE NEUTRALIDAD EN 
MATERIA RELIGIOSA DE LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS OFICIALES. La accionante es docente en la institución 
educativa demandada y profesa una religión diferente a la católica. Pretende con la acción de tutela que sus derechos 
fundamentales a la libertad de cultos y a la libertad de conciencia sean amparados y que, en consecuencia, se le ordene 
a la entidad no obligarla a asistir como directora de grupo a las ceremonias religiosas de corte católico que realiza. Se 
aborda temática relacionada con: 1º. El ámbito de protección de los derechos fundamentales a la libertad religiosa, de 
cultos y de conciencia y, 2º. El principio de laicidad y deber de neutralidad en materia religiosa de las instituciones 
educativas oficiales. Se CONCEDE el amparo constitucional solicitado. 
 

Nota: El fundamento y soporte legal y jurídico del presente Manual de Convivencia, serán los anteriores conceptos 
jurídicos enumerados en los fragmentos taxativos de las Sentencias de la Corte Constitucional y sus énfasis 
pedagógicos, comportamentales y los demás que exija la Ley, igualmente, la identidad de nuestro COLEGIO IVAN 
RODOLFO LHERING.  
 
 

UNIFORMES. El uniforme de nuestra Institución educativa oficial, es expresión de identidad y pertenencia con ésta y 
exige compostura en su uso, para garantizar una sana interacción entre los miembros de la comunidad y con el personal 
externo. No es un elemento caprichoso o abierto a cambios por parte de los educandos de manera particular y personal, 
para ajustarlo a modas estéticas pasajeras, por lo cual, NO ESTÁ PERMITIDO, el combinar el modelo de uniforme 
suministrado en la matricula, con modas estéticas, tribus urbanas o pandillas. Es un elemento de DISCIPLINA PERSONAL 
Y ACATO A LAS NORMAS.39 
 

PAUTAS DE PRESENTACIÓN PERSONAL  
DE LOS EDUCANDOS. 
 
Los educandos matriculados, en nuestro: COLEGIO, RODOLFO IVÁN LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, 
DEPARTAMENTO DE MERCURIO; eligen matricularse en nuestro colegio a voces del artículo 68 constitucional superior, 
por lo tanto, al elegir pertenecer a nuestro colegio, eligen ostentar una buena presentación personal, sin combinar el uso 
de las modas estéticas, con el uniforme colegial.  Para nuestro colegio, el uniforme, se llama así, porque, etimológicamente 
traduce eso: “el mismo para todos, por igual”. 40 
 
El uniforme del colegio, es una NORMA ESTÉTICA DE GRUESO VALOR EN MATERIA DEL ACATO A LAS NORMAS Y 
EL APRENDIZAJE DE LA DISCIPLINA, que tanto se echa de menos en los colegios actualmente. LEY 115 DE 1994, 
artículo 05 numeral 04.  
 
Si la buena presentación de los estudiantes, fuese una exigencia caprichosa o impositiva, entonces, emerge ridículo y 
emerge incoherente, no emerge necesario, adoptar un manual de convivencia escolar, sino que, a voces del libre 
desarrollo de la personalidad, cada estudiante, realiza en su estética, su libertina, espontánea y clara voluntad, sin acatar 
normas, como promueven, grupos de anarquistas, no normas, no leyes, no disciplina, no exigencias, no deberes, anarquía 
y desorden total. 
 

 
39 Revisar, documento de 29 páginas para los padres de familia y acudientes, en materia del uniforme y el libre desarrollo de la personalidad. 

40 SENTENCIA T - 397 DE AGOSTO 19 DE 1997.  
"El hombre, considera la Corte Constitucional, debe estar preparado para vivir en armonía con sus congéneres, para someterse a la disciplina que 
toda comunidad supone, para ejercer la libertad dentro de las normas que estructuran el orden social, así pues, de ninguna manera ha de 
entenderse completo ni verdadero un derecho a la educación al que se despoja de estos elementos esenciales ... de lo dicho se concluye que 

cuando el centro educativo exige del estudiante respuestas en materia académica, disciplinaria, moral o física, o cuando demanda de él unas 

responsabilidades propias de su estado, así como cuando impone sanciones proporcionales a las faltas que comete, no está violando los derechos 
fundamentales del educando sino, por el contrario, entregando a éste la calidad de educación que la Constitución desea". Subraya fuera de Texto.  
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Por el contrario, aquí, si somos respetuosos del artículo 16 de la carta política, pero en su contenido taxativo y no sesgado 
o al acomodo como lo interpretan muchos jueces de la república y hasta magistrados de las altas cortes, como un derecho 
absoluto y violador de los derechos de los demás, por el contrario, aquí, los menores de 14 años, tienen protección 
reforzada y el artículo 16 de la carta política, si expresa taxativo para nosotros, que, debe estar sujeto y condicionado, a 
que, se respeten, las normas y las leyes (también lo dicen los fines de la educación, artículo 05 de ley 115 de 1994, en su 
numeral 04) y que, se respeten los derechos de los demás, es otra condición del artículo 16 de la carta política que, 
olvidan algunos jueces y magistrados prevaricadores, se les olvida que, los menores de 14 años de edad, también son 
sujetos de derechos. Aquí, los mayores de 14 años de edad, NO ESTÁN AUTORIZADOS, para constreñir, coercitar, 
inducir o estimular o manipular a los menores de 14 años de edad, en sus aspectos de uniforme, estética, corte de cabello, 
tatuajes, piercings y otros; en nuestro colegio, si se aplica el artículo 16 de la carta política con sus dos exigencias y 
prohibiciones, traduce, si se debe ajustar a las normas y las leyes y si debe respetar a los demás. 
 
Nuestro colegio, por el contrario, si emerge respetuoso de la constitución política, en su artículo 01, aquí si prevalece el 
interés general por encima del particular. 
 
Nuestro colegio, por el contrario, si emerge respetuoso de la constitución política, en su artículo 13, aquí no existen 
estudiantes con supra-derechos y tampoco con infra derechos, aquí, todos los estudiantes tienen el mismo manual de 
convivencia, mismo uniforme, mismos derechos y mismos deberes.  
 
Nuestro colegio, por el contrario, si emerge respetuoso de la constitución política, en su artículo 68, aquí los padres de 
familia, nos eligieron, nos escogieron, nos seleccionaros, y al hacerlo, se someten a la ley 1620 de 2013, artículo 22; 
entonces, participan y aportan y se acogen a nuestras normas generadas en consenso. 
 
En nuestro colegio, todos los estudiantes tienen, los mismos derechos, pero también los mismos deberes, no existen 
supra derechos y no existen infra derechos, sino que todos los estudiantes son sujetos de derechos, en especial los 
menores de 14 años de edad.  
 
Aquí, si respetamos el artículo 68 de la carta política, los padres de familia, pueden escoger, elegir, seleccionar nuestro 
colegio, pero al elegirlo se someten a las normas y exigencias de nuestro colegio, o pueden elegir, otro, a su parecer y 
comodidad. 
 
Nuestro colegio, por el contrario, si emerge respetuoso de las leyes vigentes, por eso somos respetuosos del artículo 87 
de la ley 115 de 1994, vigente. Aquí, los padres de familia, participan de la construcción del manual de convivencia como 
les permite y les exige el artículo 21 y 22 de la ley 1620 de 2013 y artículo 2.3.4.2 del decreto 1075 de 2015, pero así 
mismo, ese derecho les genera el deber de acogerse y someterse a lo que ellos mismos, construyeron y consensuaron, 
porque así lo exige el artículo 87 de la ley 115 de 1994. 
 
Nuestro colegio, por el contrario, si emerge respetuoso de las leyes vigentes, por eso somos respetuosos del artículo 87 
de la ley 115 de 1994, vigente. Aquí, los padres de familia, participan de la construcción del manual de convivencia como 
les permite y les exige el artículo 21 y 22 de la ley 1620 de 2013 y artículo 2.3.4.2 del decreto 1075 de 2015, pero así 
mismo, ese derecho les genera el deber de acogerse y someterse a lo que ellos mismos, construyeron y consensuaron, 
porque así lo exige el artículo 87 de la ley 115 de 1994. 
 
Nuestro colegio, por el contrario, si emerge respetuoso de las leyes vigentes, por eso somos respetuosos del artículo 
2.3.4.3 del decreto 1075 de 2015, literal C; vigente. Aquí, los padres de familia, participan de la construcción del manual 
de convivencia como les permite y les exige el artículo 21 y 22 de la ley 1620 de 2013 y artículo 2.3.4.2 del decreto 1075 
de 2015, pero así mismo, ese derecho les genera el deber de acogerse y someterse a lo que ellos mismos, construyeron 
y consensuaron, porque así lo exige el artículo 2.3.4.3. literal C del decreto 1075 de 2015.  
 
Diferente es, que, en una errónea interpretación, un juez de tutela, decida prevaricar, y violar, desatender e inaplicar, los 
artículos 01; 13; 68 de la carta política y en nombre del libre desarrollo de la personalidad, acuda a someternos y 
subyugarnos, violando nuestra autonomía escolar. Otorgando supra-derechos a un estudiante y desatendiendo los 
derechos de la comunidad en general. 
 
Diferente es, que, en una errónea interpretación, un juez de tutela, decida prevaricar, y violar, desatender e inaplicar, el 
artículo 87 de ley 115 de 1994, y en nombre del libre desarrollo de la personalidad, acuda a someternos y subyugarnos, 
violando nuestra autonomía escolar. Otorgando supra-derechos a un estudiante y desatendiendo los derechos de la 
comunidad en general. 
 
Diferente es, que, en una errónea interpretación, un juez de tutela, decida prevaricar, y violar, desatender e inaplicar, el 
artículo 2.3.4.3 literal C del decreto 1075 de 2015, y en nombre del libre desarrollo de la personalidad, acuda a someternos 
y subyugarnos, violando nuestra autonomía escolar. Otorgando supra-derechos a un estudiante y desatendiendo los 
derechos de la comunidad en general. 
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Diferente es, que, en una errónea interpretación, un juez de tutela, decida prevaricar, y violar, desatender e inaplicar, los 
derechos prevalentes de los menores de 14 años de edad, y en nombre del libre desarrollo de la personalidad, acuda a 
someternos y subyugarnos, violando nuestra autonomía escolar. Desatendiendo los derechos de la comunidad en 
general. 
 
La siguiente aclaración, se soporta en la viabilidad de exigencia, consagrada en el artículo 01, 13 y 68 constitucionales y 
superiores y se soporta, en la misma jurisprudencia: 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-789 DE 2013. 
MANUAL DE CONVIVENCIA-Límites legales y constitucionales. La autonomía de los colegios para adoptar sus manuales 
de convivencia está limitada por la Constitución, en cuanto consagra el derecho al libre desarrollo de la personalidad. Este 
derecho se manifiesta en la libre elección de cada persona en relación con su apariencia física y sólo admite restricciones 
que se ajusten a los principios de proporcionalidad y razonabilidad. 
 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD-Inaplicación de las normas del manual de 
convivencia en lo relacionado con el corte y presentación del cabello. 
(…) La Corte ha sostenido que los establecimientos educativos pueden establecer en los manuales de 
convivencia reglas relacionadas con la longitud del pelo, la higiene personal o la presentación de los alumnos, 
como se deriva de lo previsto en la Ley 115 de 1994 y en el Decreto 1860 del mismo año, siempre y cuando las 
mismas no afecten de forma irrazonable o desproporcionada el derecho al libre desarrollo de la personalidad de 
sus estudiantes. En esta medida, los manuales de convivencia deben ser respetuosos en su contenido con el derecho 
que tiene cada estudiante de autodeterminarse, por lo que sólo se podrán imponer limitaciones al libre desarrollo de la 
personalidad cuando las mismas tengan por objeto proteger los derechos de los demás o garantizar el orden jurídico, en 
aspectos directamente relacionados con el proceso de formación de los alumnos, sin que las mismas puedan convertirse 
en una barrera de acceso y/o permanencia en el sistema educativo o terminen lesionando el derecho a la imagen propia 
de sus estudiantes. 
 
Procede la anterior jurisprudencia, para nuestro COLEGIO, como quiera que, se está amparando, protegiendo y 
preservando, los DERECHOS DE LOS MENORES DE 14 AÑOS DE EDAD, escolarizados, a no ser inducidos, a no ser 
constreñidos, a no ser coercitados, a no ser manipulados, por mayores de 14 años de edad. 
 
Adolescentes mayores de 14 años de edad, que deben respetar, los derechos de los demás y los derechos de los menores 
de 14 años de edad en especial y reforzada protección. Y deben respetar, las leyes y las normas; salvo que aparezca 
legislada, norma en contrario, con efecto vinculante de ley, que señale que el libre desarrollo de la personalidad es un 
derecho absoluto. 
 
MUJERES: No se permiten maquillajes exagerados y grotescos, el maquillaje permitido será moderado y decoroso, no 
se permiten aretes largos y /o extravagantes, pulseras, exhibición de tatuajes, piercings, uñas y/o cabellos con tinturas 
fuertes y extravagantes. 
 
Lo anterior, recordándole a las alumnas mayores de 14 años de edad, que interactúan en comunidad y convivencia, 
con niñas menores de 14 años, y con niñas de la primera infancia, que imitan sus conductas estéticas como 
modelos de imitación irracional a seguir, situación que, “olvidan algunos fallos de tutela de jueces irresponsables y 
temerarios que, violan los artículos 01, 13, 68 de la carta política y que, violan el artículo 87 de la ley 115 de 1994 y artículo 
2.3.4.3 literal C del decreto 1075 de 2015.  
 
Les recordamos a las estudiantes y a sus acudientes que, NO son las únicas sujetos de derechos en nuestro colegio, sino 
que a voces del artículo 13 de la carta política, todos somos iguales ante la ley y que, tenemos los mismos derechos y 
tenemos las mismas OBLIGACIONES, y que, además, interactúan con menores de 14 años de edad que, NO pueden ni 
deben ser objeto de inducción, coerción, estimulo o constreñimiento por parte de mayores de 14 años de edad, además, 
los accesorios deben ser utilizados en los colores afines al uniforme establecido.41 

 
41 Sentencia: T-526 de 2017. Tema: DERECHO A LA EDUCACION Y AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. VULNERACION POR 

COLEGIO AL IMPEDIR INGRESO A CLASES DE NIÑA CON CABELLO TINTURADO. La accionante, actuando en representación de su hija, 
aduce que la institución educativa demandada vulneró derechos fundamentales de ésta, al no permitirle el ingreso a clases hasta tanto no se 
retirara la tintura que llevaba en su cabello. Teniendo en cuenta que en sede de revisión la Sala conoció que la alumna se retiró voluntariamente 
del establecimiento educativo, declaró la carencia actual de objeto, por acaecimiento de una situación sobreviniente. No obstante, lo anterior, la 
Corte se pronunció sobre la vulneración de los derechos a la educación, a la igualdad y al libre desarrollo de la personalidad, en razón a que las 
normas contenidas en los manuales de convivencia y las cartas de compromiso, limitan los derechos del estudiantado. Se previene al rector de la 
institución accionada para que en lo sucesivo se abstenga de incurrir en las conductas que dieron origen a la solicitud de amparo, toda vez que 
con ello atenta contra las garantías constitucionales de la comunidad estudiantil.   
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HOMBRES: Preferiblemente el Cabello corto (clásico), y aunque se permitirá, largo en su extensión, en acato y respeto 
por su libre desarrollo de la personalidad.  
 
Sin embargo, se aclara, que debe el alumno o educando, reiteramos, debe llevar su cabello, debidamente peinado y 
recogido, de manera decorosa, mantener aseado y digno, su cabello, sin importar, el largo de su extensión; dado que, es 
ejemplo de decoro y de buenas costumbres para los niños menores de 14 años de edad escolarizados, que le ven como 
“un ejemplo a imitar”. 
 
En los educandos hombres, NO se permite el uso de aretes, pulseras, exhibición de tatuajes, piercings, tintes exagerados, 
peinados extravagantes, ni uso exagerado de gel, en los educandos hombres.  Recordándoles a sus padres, a sus 
acudientes, que sus hijos mayores de 14 años interactúan con niños de primera infancia y con menores de 14 
años de edad. 
 
Menores en especial protección reforzada, que los imitan de manera irracional en su área estética, puesto que los ven 
como líderes e iconos a imitar y copiar estéticamente, y puede llegar a emerger una presunta amenaza o una presunta 
afectación de derechos a terceros, por inducción, estimulo, coerción, o constreñimiento.42 (artículo 2348 del código civil y 
artículo 139 de ley 1098 de 2006).  
 
Recordando, a los padres de familia, acudientes y autoridades pertinentes, que: EL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD, NO ES UN ATRIBUTO ABSOLUTO, NI MUCHO MENOS UN DERECHO, ABSOLUTO: 
 

CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T – 435 DE 2002. DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD- NO ES ABSOLUTO.  El derecho al libre desarrollo de la personalidad no es absoluto, pues debe 
armonizarse con el normal funcionamiento de las instituciones y con el ejercicio pacífico de las libertades. Ciertamente, 
esta Corporación ha sostenido que la escogencia de la opción de vida no puede ser entendida como un mecanismo 
para eludir las obligaciones sociales o de solidaridad colectiva, pues esto constituiría un abuso de los derechos propios. 
Se trata más bien de una potestad que permite al individuo desarrollar las alternativas propias de su identidad, la cual 
debe ser respetada y tolerada por la sociedad. Negrilla fuera de texto. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA C-491 DE 2012.  LA UNIVERSIDAD DE LA SABANA. Invocando apartes 
de los salvamentos de voto a la sentencia C-221 de 1994, sostiene que la garantía del libre desarrollo de la 
personalidad no es un derecho absoluto, pues está afectada por dos tipos de limitaciones, los derechos de los 
demás y el orden jurídico “que son limitaciones que se le imponen al sujeto que lo ejerce por el hecho de vivir en 
sociedad y por ser esa sociedad una organización jurídica, es decir, exigencias de suyo exteriores al sujeto, y la 
limitación intrínseca a la libertad misma, que debe estar ordenada al desarrollo de la personalidad de un ser que puede 
buscarlo precisamente por razón de su naturaleza perfectible”. Negrilla fuera de texto. 

 
 
 

 
Téngase en cuenta que NO se pronuncia, éste fallo, respecto de los derechos de los menores de 14 años, a NO ser inducidos, 
coercitados, manipulados o adoctrinados por el ejemplo de mayores de 14 años, además de que, se trata de una tutela interpartes, y 
NO tiene efecto erga omnes, luego carece de licitud para nuestra Institución educativa, pues otorga supraderechos a un particular, 
desatendiendo los derechos de la comunidad en general y pisoteando y desatendiendo, los derechos de los menores de 14 años. Además 
de inaplicar el principio constitucional de la carta política de que “prevalece el interés general por encima del particular”. Nos 
someteremos a una sentencia de unificación, que respete la carta política. Dado que esta es una mera sentencia interpares o 
interpartes, y carece de un efecto erga omnes. 

 
42  CORTE CONSTITUCIONAL, TUTELA T – 071 DE 2016. Al respecto, la sentencia T-098 de 1995 (M.P. José Gregorio Hernández), sostuvo 

que: “Fácil es entender que lo aprendido en el hogar se proyecta necesariamente en las etapas posteriores de la vida del individuo, cuyos 
comportamientos y actitudes serán siempre el reflejo del conjunto de influencias por él recibidas desde la más tierna infancia. El ambiente en 
medio del cual se levanta el ser humano incide de modo determinante en la estructuración de su personalidad y en la formación de su carácter. 
(…) [l]os valores, que dan sentido y razón a la existencia y a la actividad de la persona, no germinan espontáneamente. Se requiere que los 
padres los inculquen y cultiven en sus hijos, que dirijan sus actuaciones hacia ellos y que estimulen de manera”. Subraya fuera de texto.  
 
SENTENCIA DE CORTE CONSTITUCIONAL; T- 527 DE 1995. 
“La función social que cumple la Educación hace que dicha garantía se entienda como un derecho – deber que genera para el Educador como 
para los educandos y para sus progenitores un conjunto de obligaciones recíprocas que no pueden sustraerse; ello implica q u e  los Planteles 
Educativos puedan    y    deban    establecer    una    serie    de    normas o reglamentos en donde se viertan las pautas de comportamiento que deben 
seguir las partes del proceso Educativo”. Subraya fuera de texto. 
 
SENTENCIA DE CORTE CONSTITUCIONAL; T – 366 DE 1997. “Que la exigibilidad de esas reglas mínimas al alumno, resulta acorde con sus 
propios derechos y perfectamente legítima cuando se encuentran consignadas en el manual de convivencia que él y sus acudientes, firman al 
momento de establecer la vinculación educativa. Nadie obliga al aspirante a suscribir ese documento, así como a integrar el plantel, pero lo que 
sí se le puede exigir, inclusive mediante razonables razones es que cumpla sus cláusulas una vez han entrado en Vigor, en este orden de ideas, 
concedida la oportunidad de estudio, el comportamiento del estudiante si reiteradamente incumple pautas mínimas y denota desinterés o grave 
indisciplina puede ser tomado en cuenta como motivo de exclusión.  Subraya fuera de texto. 
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También de la mano de lo anterior, recordar a los padres de familia y acudientes y autoridades pertinentes que, el artículo 
13 de la carta política es claro y taxativo al declarar taxativamente que, NO existen estudiantes con supra – derechos, o 
con más derechos que, los demás, todos los estudiantes son iguales, para nuestro COLEGIO. Eligieron nuestro colegio 
y no, nosotros a ellos. Artículos 68 de la carta política y artículo 87 de ley 115 de 1994, vigentes. 
 
Y tampoco puede la Corte Constitucional, violar, agredir, desconocer e inaplicar, la AUTONOMIA ESCOLAR, LA 
AUTONOMIA RELIGIOSA, Y LA AUTONOMIA DE CONCIENCIA. Lo ha dicho la misma Corte Constitucional, en la 
Sentencia de Sergio Urrego, T – 478 de 2015. Salvamento de Voto:  
 

“En efecto, en virtud del ámbito de autonomía del que gozan los centros educativos, se encuentran en libertad de 
adoptar sus propias reglas internas y, en general, de tomar autónomamente las decisiones que afecten el desarrollo 
de sus funciones educativas. 2.3. De igual manera, esto también implica un respeto por la opción ideológica del 
Colegio, y muchas veces por su libertad religiosa. En este mismo orden de ideas, existe en la Constitución el 
derecho, primero, de las instituciones educativas por optar por un modelo religioso e ideológico en particular, 
situación que se refleja en las normas contenidas en el manual de convivencia. En segundo lugar, existe un 
derecho correlativo de los padres de optar por el tipo de educación que desean dar a su hijo. 

 

3. La corte constitucional no es competente para dar órdenes generales a los colegios, 
sobre el contenido de sus manuales de convivencia. 
 
3.1. Es necesario recordar que la Corte no debió impartir órdenes generales a los Colegios respecto de los 
manuales de convivencia, pues cada establecimiento educativo, en virtud de la autonomía de la cual goza, tiene la 
facultad de decidir sobre el contenido de sus reglas disciplinarias y de comportamiento. SENTENCIA DE CORTE 
CONSTITUCIONAL, T- 478 DE 2015. Salvamento de Voto. Subraya y negrilla fuera de texto. 

 
CORTE CONSTITUCIONAL, TUTELA T – 071 DE 2016. Al respecto, la sentencia T-098 de 1995 (M.P. José 
Gregorio Hernández), sostuvo que: “Fácil es entender que lo aprendido en el hogar se proyecta necesariamente en 
las etapas posteriores de la vida del individuo, cuyos comportamientos y actitudes serán siempre el reflejo del 
conjunto de influencias por él recibidas desde la más tierna infancia.  
 
El ambiente en medio del cual se levanta el ser humano incide de modo determinante en la estructuración 
de su personalidad y en la formación de su carácter.  
(…) [l]os valores, que dan sentido y razón a la existencia y a la actividad de la persona, no germinan 
espontáneamente. Se requiere que los padres los inculquen y cultiven en sus hijos, que dirijan sus actuaciones 
hacia ellos y que estimulen de manera”. Negrilla y subraya fuera de texto. 

 
Que el Decreto 1075 de 2015, en su Título IV: Derechos de los padres de familia en el mejoramiento de los procesos 
educativos de los establecimientos oficiales y privados, artículo 2.3.4.2. 
 
Derechos de los Padres de Familia, establece en sus literales:  
 
“a) Elegir el tipo de educación que, de acuerdo con sus convicciones, procure el desarrollo integral de los hijos, de 
conformidad con la Constitución y la ley”,  
(…) 
c). Conocer con anticipación o en el momento de la matrícula las características del establecimiento educativo, los 
principios que orientan el proyecto educativo institucional, el manual de convivencia, el plan de estudios, las estrategias 
pedagógicas básicas, el sistema de evaluación escolar y el plan de mejoramiento institucional; 
 
Que el acto de vinculación formal de todos y cada uno de los alumnos de nuestro colegio público y oficial, se legitima, 
mediante la firma del denominado: Contrato de Cooperación Educativa, entre el padre de familia, la madre de familia y/o 
acudientes, de una parte, y nuestro Colegio público y oficial, de otra parte, en favor del beneficiario o educando o alumno. 
Pero, sujeto al artículo 87 de ley 115 de 1994, vigente. Traduce:  
 

“Los padres o tutores y los educados al firmar la matrícula correspondiente en representación de sus hijos, 
estarán aceptando el mismo”. 

 
NO es de recibo que, el manual de convivencia escolar se sujete a los acudientes y padres de familia, sino que, por el 
contrario, lo legislado indica que, es el padre de familia y los educandos, quienes se deben sujetar al manual de 
convivencia, pues eligen nuestro colegio a voces del artículo 68 de la carta política y, además, al firmar la matrícula, se 
sujetan al manual de convivencia escolar, artículo 87 de ley 115 de 1994, vigente. 
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Que, los acudientes y los señores padres de familia del estudiante, fungiendo como acudientes, firmaron el Contrato de 
Cooperación Educativa, en el cual figura como beneficiario-alumno el menor de edad, aquí prohijado por su acudiente, 
durante el año académico vigente, y frente a ello, se recuerda que la educación es OBLIGATORIA, ÚNICAMENTE, 
HASTA LOS 15 AÑOS DE EDAD; señala el artículo 67 superior constitucional.  
 
Hecho que no pueden desconocer y violar, los jueces de la república. Como tampoco violar, la constitución, dado que, 
prevalece el interés general, sobre el interés de un particular:  
 

CARTA POLÍTICA. ARTÍCULO 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-569 DE 1994. 
“La educación como derecho fundamental conlleva deberes del estudiante, uno de los cuales es someterse y 
cumplir el reglamento o las normas de comportamiento establecidas por el plantel educativo a que está vinculado. 
Su inobservancia permite a las autoridades escolares tomar las decisiones que correspondan, siempre que se 
observe y respete el debido proceso del estudiante, para corregir situaciones que estén por fuera de la Constitución, 
de la ley y del ordenamiento interno del ente educativo (…)  
El deber de los estudiantes radica, desde el punto de vista disciplinario, en respetar el reglamento y las 
buenas costumbres, y en el caso particular se destaca la obligación de mantener las normas de 
presentación establecidas por el Colegio, así como los horarios de entrada, de clases, de recreo y de salida, y 
el debido comportamiento y respeto por sus profesores y compañeros. El hecho de que el menor haya tenido un 
aceptable rendimiento académico no lo exime del cumplimiento de sus deberes de alumno. Corte Constitucional, 
Sentencia T-569 de 1994. Subraya y negrilla fuera del texto. 

 
Decreto 1075 de 2015. Artículo 2.3.4.3. Deberes de los padres de familia. Con el fin de asegurar el cumplimiento de 
los compromisos adquiridos con la educación de sus hijos, corresponden a los padres de familia los siguientes deberes: 
 
c). Cumplir, con las obligaciones contraídas en el acto de matrícula y en el manual de convivencia, para facilitar el proceso 
de educativo; 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA NO. T-569 DE 1994.  
DERECHO A LA EDUCACION-Deberes de los estudiantes /REGLAMENTO EDUCATIVO- Cumplimiento. La educación 
como derecho fundamental conlleva deberes del estudiante, uno de los cuales es someterse y cumplir el 
reglamento o las normas de comportamiento establecidas por el plantel educativo a que está vinculado.  
Su inobservancia permite a las autoridades escolares tomar las decisiones que correspondan, siempre que se observe y 
respete el debido proceso del estudiante, para corregir situaciones que estén por fuera de la Constitución, de la ley y del 
ordenamiento interno del ente educativo. 
 
DERECHO A LA EDUCACION-Responsabilidad/DERECHO A LA EDUCACION-. El deber de los estudiantes radica, 
desde el punto de vista disciplinario, en respetar el reglamento y las buenas costumbres, y en el caso particular 
se destaca la obligación de mantener las normas de presentación establecidas por el Colegio, así como los horarios 
de entrada, de clases, de recreo y de salida, y el debido comportamiento y respeto por sus profesores y compañeros. El 
hecho de que el menor haya tenido un aceptable rendimiento académico no lo exime del cumplimiento de sus deberes de 
alumno. Ver: Sentencia No. T-569 de 1994. Ver Sentencia T – 240 del veintiséis (26) de junio de 2018. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. Los educandos varones, deberán llevar el cabello largo o corto, según su elección en libre 
desarrollo de la personalidad, pero se exige, que sea llevado, correctamente aseado, limpio, decoroso y recogido en lo 
posible, corto normal o largo, pero debidamente peinado y recogido, y decoroso, no utilizar barba, manillas, no exhibir 
tatuajes, piercings y/o aretes, combinados con el uniforme, pues NO hacen parte del uniforme de nuestra Institución 
educativa oficial, puesto que, nuestra Institución educativa oficial, exige el buen porte del uniforme, desde la firma misma 
de la Matricula, vistiéndolo de manera completa y correcta, por eso se llama un – iforme, ósea traduce “uno mismo para 
todos”, (para el caso de los hombres deben utilizar, la camisa dentro del pantalón, y el pantalón puesto a la cintura).  
 
En todos los horarios establecidos, en todas las diferentes actividades escolares, se exige y se requiere, la buena 
presentación personal e institucional y en actos donde representen a nuestra Institución, por considerar que están en 
un ambiente educativo, de formación y aprendizaje para precisamente, “aprender a sujetarse a normas, cánones 
y sujetarse a una disciplina coherente y real”. Educación sin cánones de disciplina, no es educación, se violan 
los fines de la educación, ver artículo 05 de la ley 115 de 1994, numeral 04: 
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SENTENCIA T - 397 DE AGOSTO 19 DE 1997.  
"El hombre, considera la Corte Constitucional, debe estar preparado para vivir en armonía con sus congéneres, para 
someterse a la disciplina que toda comunidad supone, para ejercer la libertad dentro de las normas que estructuran el 
orden social, así pues, de ninguna manera ha de entenderse completo ni verdadero un derecho a la educación al que se 
despoja de estos elementos esenciales ... de lo dicho se concluye que cuando el centro educativo exige del 
estudiante respuestas en materia académica, disciplinaria, moral o física, o cuando demanda de él unas 
responsabilidades propias de su estado, así como cuando impone sanciones proporcionales a las faltas que 
comete, no está violando los derechos fundamentales del educando sino, por el contrario, entregando a éste la 
calidad de educación que la Constitución desea". Negrilla fuera de texto.  
 
Debe entenderse que el libre desarrollo de la personalidad debe ser ajustado a la definición de los términos libre, 
desarrollo y personalidad; enmarcados dentro de la Constitución Política de Colombia, (Art. 16) y acordes a la Ley 1098 
de 2006 de infancia y adolescencia, artículos. 17, 39, 42, 43 y 44.  
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. Los educandos, deben lucir su uniforme con decoro y de acuerdo con las pautas señaladas 
por la Institución Educativa, y el uniforme como medida y exigencia disciplinaria, no estará sujeto a modificaciones 
caprichosas de los educandos, sino que se acogerá estrictamente al modelo de uniforme colegial, suministrado por 
nuestra Institución educativa oficial, y será un ejemplo de dignidad, decoro y de respeto por su propia dignidad humana y 
el proceder Institucional que promovemos desde la pedagogía y la academia, como norma de disciplina, decoro y 
autocuidado, en una educación integral. 
 
PARÁGRAFO TERCERO. Aclarando, además, que, las estudiantes mujeres, usarán su jardinera del Colegio a la 
altura de la rodilla, tal como se le ha suministrado según el modelo de uniforme, que ha sido aprobado por el Consejo 
Directivo y acogido en la legalización de la matricula por sus acudientes, por lo cual, emerge como inexcusable y no está 
sujeto a consenso, sino que es de obligatorio cumplimiento, que el modelo suministrado respecto de la altura de la falda 
femenina, inobjetablemente, será a la altura de la rodilla, como reposa en la foto del modelo del uniforme. 
 
Las estudiantes embarazadas, podrán asistir con prendas de particular a sus labores académicas dentro de nuestra 
institución, únicamente hasta el cuarto (4º) mes de gestación, y a partir de su cuarto (4º) mes de gestación, 
inexcusablemente, acudirán a una educación sustantiva no presencial o educación flexible; hasta cuando termine su 
estado de embarazo;43. 
 
Ingresarán a las aulas después de los noventa (90) días posteriores al parto, como lo establece la ley, por licencia de 
maternidad en analogía. En caso de que, los acudientes o padres de familia, NO asuman esta norma taxativa, y deseen 
que su hija, siga asistiendo a clases presenciales en todo su embarazo, traerán extra-juicio juramentado en notaria de 
que, se hacen responsables por accidentes, fortuitos o siniestros con su hija y su no nacido, pues nosotros como colegio, 
matriculamos una sola estudiante y no un no nacido y no podemos responder en deber de cuidado a voces del artículo 
2347 del código civil, por una persona no nacida que, no es objeto de nuestra responsabilidad. Las estudiantes que se 
encuentren en estado de embarazo, vestirán ropa materna cómoda y adecuada, para estar en comunidad.  
 
Reiteramos, que, si los padres o acudientes desean que, su hija embarazada, continúe presencial después del 4º mes de 
gestación, traerán a rectoría un extra-juicio procesal bajo juramento hecho en notaria, en el cual, asumen toda 
responsabilidad penal, civil y extracontractual en caso de un hecho fortuito, accidente, hecho inesperado o siniestro que, 
afecte la vida o la salud de su hija y de su NO nacido. 
 
PARÁGRAFO CUATRO: NO está permitido el uso de accesorios diferentes a los fijados por nuestra Institución educativa 
oficial, dentro del presente manual de convivencia, NO serán decomisados; sin embargo, si se hará reconvención y 
llamado al orden al estudiante, alumno o educando, una segunda ocasión y en la tercera se llamará al acudiente a voces 
del artículo 87 de ley 115 de 1994 y artículo 2.3.4.3 literal C del decreto 1075 de 2015.  
 
Puesto que puede portar, utilizar y usar, todos y cada uno de los diversos accesorios que deseen, sin ningún tipo de 
restricción parcial, cuando se encuentren en sus horarios de NO clase.  
 
 
 
 
 

 
 
43  Lo anterior, pues nuestra Institución Educativa, NO cuenta con asistencia médica de urgencia, idónea para garantizar, la vida, salud, e integridad 
de su NO nacido y de ella misma como gestante; por lo cual, podrá continuar con sus clases al amparo de sus padres al interior de su hogar, a 
través de guías, trabajos y tareas asignadas semanal o quincenalmente por los educadores; ya que NO se vulnera su derecho a la educación, 
sino que se le garantiza en su propio arraigo, para proteger su vida e integridad personal y la de su nasciturus. Por lo cual, protegemos a los 
menores de edad, en su vida e integridad personal, sin violentar o vulnerar, su derecho a la educación. 
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El educando o estudiante que incumple este parágrafo acudirá, firmando un manifiesto compromiso pedagógico, dado 
que el proceder respecto del Uniforme Colegial, ha sido extensivamente definido y parametrizado dentro del presente 
manual de convivencia escolar, que al firmar el acudiente y el educando, aceptan como manifiesto de su sujeción 
directa a estas exigencias taxativas y restricciones PARCIALES, aprobadas por la Asamblea de Padres y el 
Consejo Directivo de nuestra Institución educativa oficial, como medidas disciplinarias de orden y de uniformidad 
para todos los educandos, ver artículo 13 de la constitución, en nuestro COLEGIO, NO existen personas con 
Supra derechos o con más derechos que los demás.  
 
Por el contrario, como nadie obliga al educando a pertenecer a nuestra Institución educativa oficial, el educando y 
su acudiente, si no desean acatar, la norma estética del uniforme colegial que se exige por parte de nuestra Institución 
educativa oficial, están en absoluta y total libertad de matricularse en otro Colegio o Institución Educativa, cuyas normas 
estéticas y de uniforme colegial, sean más flexibles y laxas en ese tema, acatando su derecho correlativo a elegir, la 
educación que, quieren para sus hijos, y existen colegios que, ni siquiera exigen uniformes. Ver artículo 68 carta política, 
vigente.  
 
CORTE CONSTITUCIONAL T – 366 DE 1997. “La exigibilidad de esas reglas mínimas al alumno, resulta acorde con sus 
propios derechos y perfectamente legítima cuando se encuentran consignadas en el manual de convivencia que él y sus 
acudientes, firman al momento de establecer la vinculación educativa. Nadie obliga al aspirante a suscribir ese documento, 
así como a integrar el plantel, pero lo que sí se le puede exigir, inclusive mediante razonables razones es que cumpla sus 
cláusulas una vez han entrado en vigor, en este orden de ideas, concedida la oportunidad de estudio, el comportamiento 
del estudiante si reiteradamente incumple pautas mínimas y denota desinterés o grave indisciplina puede ser tomado en 
cuenta como motivo de exclusión. Subraya fuera de Texto. 
 
Dado que nadie obliga al educando a estar matriculado en nuestro COLEGIO, como tampoco puede nuestra Institución 
educativa oficial, someterse al caprichoso proceder del educando en materia del porte, uso y manejo del uniforme colegial, 
amparado equívocamente en su libre desarrollo de la personalidad, como quiera que al firmar, la matrícula escolar, acudió 
a aceptar, los cánones estéticos que en materia del uniforme colegial, ha parametrizado y establecido el Consejo Directivo 
de nuestra Institución educativa oficial. 
 
Lo anterior, licito y formal, de acuerdo a nuestra autonomía interna. Lo anterior, encuentra sustento, incluso en la misma 
Jurisprudencia de la Corte Constitucional. 44 está legitimado por los artículos 87 y 96 de ley 115 de 1994, y legitimado en 
el artículo 2.3.4.3 literal C del decreto 1075 de 2015.  
 
Y NO emerge como una prohibición absoluta, sino emerge como una  exigencia parcial, como quiera que, fuera del 
horario escolar, el estudiante puede usar, los accesorios que, desee y que requiera o decida, dado que, NO coexiste con 
menores de 14 años escolarizados y NO se debe culto al respeto por el derecho de los demás, en sus actividades NO 
escolares, si no lo desea, dado que, asume las consecuencias de sus diferentes actividades es el acudiente, ver artículos 
2346 y 2348 del código civil colombiano. Igualmente, en consonancia con la Constitución Política de Colombia que 
en el artículo 68º, señala el derecho que tienen los padres de familia y los acudientes, de escoger el tipo de 
educación que desean para sus hijos. 
 
Para nuestro colegio, según el artículo 05 de la ley 115 de 1994; el uniforme que debe portar con decoro y dignidad cada 
uno de los educandos de nuestro COLEGIO: RODOLFO IVÁN LHERING, MUNICIPIO DE JÚPITER, DEPARTAMENTO 
DE MERCURIO; aprobado por el Consejo Directivo, en su autonomía interna, otorgada por la Ley 115 de 1994; es según 
su modelo, el siguiente: 
 
UNIFORME DE DIARIO 
El uniforme de diario para los varones, está compuesto por: 
 

- Buzo gris con franja amarilla; 
- un pantalón de tela de color negro;  
- una camisa blanca cuello formal, con el escudo bordado en el bolsillo en su lado izquierdo a la altura del pecho;  
- correa negra; 
- medias negras; 
- y zapatos colegiales de color negro.  

 
 

 
44 CORTE CONSTITUCIONAL T – 366 DE 1997. “La exigibilidad de esas reglas mínimas al alumno, resulta acorde con sus propios derechos y 

perfectamente legítima cuando se encuentran consignadas en el manual de convivencia que él y sus acudientes, firman al momento de establecer 
la vinculación educativa. Nadie obliga al aspirante a suscribir ese documento, así como a integrar el plantel, pero lo que sí se le puede exigir, 
inclusive mediante razonables razones es que cumpla sus cláusulas una vez han entrado en vigor, en este orden de ideas, concedida la 
oportunidad de estudio, el comportamiento del estudiante si reiteradamente incumple pautas mínimas y denota desinterés o grave indisciplina 
puede ser tomado en cuenta como motivo de exclusión. Subraya fuera de Texto. 
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El uniforme de diario para las niñas, y adolescentes mujeres, se compone de: 
 

- Buzo gris con franja amarilla; 
- una falda de cuadros rojos y negros con pliegues seguidos según modelo y a la altura de la  rodilla;  
- una blusa blanca manga larga, con puño estilo muñeca y cuello bebé; escudo del colegio bordado en su lado 

izquierdo,  
- corbatín del color de la tela de la falda;  
- medias blancas largas debajo de la rodilla;  
- zapatos de color rojo estilo Mafalda. 

 
UNIFORME DE GALA 
Para las actividades especiales, el uniforme de gala para los niños cambia por una camisa manga larga con corbata de 
color negro. Y para las niñas cambia la blusa a manga larga, y medias veladas de color blanco. 
 
Nota: 
La responsabilidad de cumplir con el modelo de uniforme, también se extenderá a los Padres de Familia y en el 
caso de que adquieran el uniforme sin tener en cuenta su reglamentación taxativa, según lo indicado por el presente 
manual de convivencia escolar, los padres tendrán la obligación de adquirir el uniforme reglamentario (Para los dos tipos 
de uniformes) en un tiempo que no exceda los treinta (30) días hábiles, como se estipula legalmente. 
Artículo 2.3.4.3, literal C, del decreto 1075 de 2015. 
 
La chaqueta de la “Promoción”; si fuera aprobada por la Rectoría, previo análisis de la solicitud presentada por estudiantes 
y Padres de familia, será portada únicamente por los estudiantes del grado undécimo, en los días que se indiquen por la 
Coordinación de Convivencia. El color y el modelo deben armonizar con el uniforme.  
 
PARÁGRAFO CINCO: En la clase de Educación Física los educandos, deben portar su uniforme completo.  
 
 
TUTELA CORTE CONSTITUCIONAL T – 478 DE 2015. 
Los procedimientos disciplinarios de las instituciones educativas, deben garantizar, el derecho a la defensa del estudiante, 
a quien se le impute, la comisión de una determinada falta, razón por la cual, los manuales de convivencia escolar, deben 
contener como mínimo: (i) la determinación de las faltas disciplinarias y de las sanciones respectivas; y (ii) el procedimiento 
a seguir, previo a la imposición de cualquier sanción. Con respecto a lo primero, es decir, a la determinación de las faltas, 
y de las sanciones, este tribunal, (Corte Constitucional), ha establecido que la garantía del debido proceso, exige que los 
manuales de convivencia escolar, describan con precisión razonable, los elementos generales de la falta, distingan 
claramente su calificación (esto es, si se trata de una falta grave o leve) y determinen también con claridad la sanción que 
se desprende de la misma. En la sentencia T – 944 DE 2000, la Corte Constitucional, decidió una tutela, acerca de una 
menor, a la que no se le permitió, matricularse al curso siguiente, para el año lectivo que seguía, porque manifestaba en 
su observador de la alumna, continuas faltas de indisciplina. En este caso, la Corte Constitucional, manifestó, que NO era 
suficiente que una conducta apareciera claramente determinada como una falta, para concluir de manera inmediata que 
con eso se respetaba el principio de legalidad implícito en las garantías del debido proceso, sin que apareciera taxativo 
dentro del manual de convivencia escolar, que ello era causal de NO matricula al año siguiente, y sin ameritar, ni acreditar, 
el debido proceso respectivo. Adicionalmente, el Tribunal (Corte Constitucional), ha señalado estrictos límites, sobre la 
potestad sancionatoria, considerando que la misma, se restringe a escenarios determinados. Así la Sentencia T – 918 
DE 2005, recordó, que si bien hay ciertos ámbitos en los cuales un colegio no sólo tiene la potestad, sino el deber de 
sancionar el comportamiento de los miembros de la comunidad educativa, también existen otros, en donde esa facultad, 
se ve restringida e incluso anulada por completo. De esta manera, la Corte Constitucional, distinguió tres (3) posibles 
foros: (i) los educativos, (ii) los que tengan proyección académica e institucional; y (iii) los estrictamente privados. 
 
Los primeros, están conformados por las mismas sedes de las instituciones donde las conductas de los alumnos y 
alumnas están sujetas a un control riguroso de la comunidad educativa, pues son en éstas, donde se desarrolla gran parte 
de su proceso formativo. El segundo foro, lo constituyen escenarios de interacción educativa, como actividades culturales 
y deportivas, que se realizan por fuera del colegio. En estos casos, la Corte Constitucional, ha aceptado que la conducta 
de los estudiantes compromete no sólo el nombre de una institución, sino que también refleja, la formación impartida a 
sus alumnos, por lo que es razonable, exigir, la observancia de ciertas reglas de conducta, y llegado el caso, imponer 
sanciones, ante el incumplimiento de tales reglas. Finalmente, en los foros estrictamente privados, como lo explicó, la 
Sentencia T – 491 DE 2003, la conducta de los miembros de la comunidad educativa no entorpece, ni interfiere la actividad 
académica, ni compromete el nombre de una institución.  Por esa razón, las conductas allí desplegadas no pueden ser 
objeto de ninguna clase de sanciones disciplinarias, por la sencilla razón, de que hacen parte del desarrollo privado y 
autónomo del individuo. TUTELA CORTE CONSTITUCIONAL T – 478 DE 2015. 
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CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA DE TUTELA: T- 240 DEL 26 DE JUNIO DE 2018. 
4. Los manuales de convivencia y el derecho al debido proceso en los procedimientos disciplinarios adelantados por las 
instituciones educativas. Reiteración de jurisprudencia. 
4.1. El derecho a la educación contempla la garantía de que el debido proceso debe ser guardado en los trámites 
disciplinarios en instituciones educativas. Desde el inicio de su jurisprudencia y a lo largo de la misma, la Corte 
Constitucional ha reconocido el carácter fundamental del derecho a la educación [78],  
Su estrecha relación con el debido proceso a propósito de los trámites que se adelanten en dicho contexto –en especial, 
si se trata de procesos sancionatorios– y la posibilidad de que la protección del goce efectivo del mismo pueda lograrse 
mediante la acción de tutela. 
Entre los elementos esenciales del derecho al debido proceso, aplicables en materia educativa, se encuentran, entre 
otros, el derecho a la defensa, el derecho a un proceso público y el derecho a la independencia e imparcialidad de quien 
toma la decisión. 
4.2. En reiteradas oportunidades, la Corte Constitucional ha señalado que los manuales de convivencia de los 
establecimientos de educación tienen tres dimensiones.  
Así, en la Sentencia T-859 de 2002 la Sala Séptima de Revisión, sostuvo que, primero, estos documentos ostentan las 
características propias de un contrato de adhesión; segundo, representan las reglas mínimas de convivencia escolar y, 
tercero, son la expresión formal de los valores, ideas y deseos de la comunidad educativa conformada por las directivas 
de nuestra institución, sus empleados, los estudiantes y sus padres de familia. También, esta condición está reconocida 
expresamente por la ley general de educación en su artículo 87 [79]. Sin embargo, la misma norma señala que para que 
dichos manuales sean oponibles y exigibles, los mismos deben ser conocidos y aceptados expresamente por los padres 
de familia y los estudiantes. En repetidas ocasiones, la Corte ha amparado los derechos de estudiantes a los que les han 
impuesto sanciones a partir de cambios abruptos en dichos manuales. Por ejemplo, en la Sentencia T-688 de 2005 la 
Sala Quinta de Revisión amparó los derechos de una persona que fue enviada a la jornada nocturna de una institución 
educativa por el hecho de haber tenido un hijo. En esa oportunidad, indicó que cualquier cambio en el reglamento que no 
sea aprobado por la comunidad educativa es una imposición que no consulta los intereses, preocupaciones y visión de 
los llamados a cumplir con la normativa establecida en el manual, lo que resultaría incompatible con el debido proceso de 
los ciudadanos. 
De acuerdo con lo anterior, los manuales de convivencia consagran derechos y obligaciones para los estudiantes por lo 
que son cartas de navegación que deben servir de guía ante la existencia de algún conflicto de cualquier índole. La Corte 
expresamente ha señalado que el reglamento es la base orientadora de la filosofía del Colegio.  
 
En la Sentencia T-694 de 2002, la Sala Novena de Revisión al analizar la regla de preservación de un cupo educativo por 
cursos aprobados, reconoció que sin este tipo de requisitos no sería posible mantener un nivel de excelencia, de disciplina 
y de convivencia como cometidos principales de la educación. Así, precisó que sus preceptos son de observancia 
obligatoria para la comunidad académica, los educandos, los profesores y los padres de familia, en cuanto fijan las 
condiciones para hacer efectivo el fin supremo de la calidad y de la mejor formación moral, intelectual y física de los 
educandos.  
La Corte ha reconocido también que a partir de una lectura integral del artículo 67 de la Carta, la educación no solo es un 
derecho fundamental y un derecho prestacional, sino que comporta deberes correlativos, por eso ha sido denominada 
como un derecho-deber. De esta manera, en la Sentencia T-323 de 1994, la Sala Tercera de Revisión al examinar una 
sanción impuesta a un estudiante por violar el manual de convivencia, recordó que, si bien es cierto que la educación es 
un derecho fundamental de los niños, las niñas y los adolescentes, también lo es que el alumno no está autorizado para 
violar los reglamentos de las instituciones educativas. En ese orden de ideas, el incumplimiento de las condiciones para 
el ejercicio del derecho, como sería el no responder a las obligaciones académicas y al comportamiento exigido por los 
reglamentos, puede dar lugar a diversa suerte de sanciones. 
 

1.3. Sin embargo, la Corte también ha sido clara en señalar que toda imposición de sanciones debe observar el artículo 
29 de la Constitución.  

1.4. En general, se puede afirmar que el derecho al debido proceso en todos los ámbitos, pero especialmente en el 
educativo, es una manifestación del principio de legalidad que busca garantizar la protección de la dignidad 
humana y el libre desarrollo de la personalidad de los educandos. Como ejemplo se puede acudir a la Sentencia 
T-341 de 2003, que reconoció que una sanción impuesta a un estudiante solo es razonable si persigue un fin 
constitucionalmente legítimo. Así las cosas, por una parte, la Corte Constitucional de manera reiterada ha insistido 
en que las sanciones que se impongan, por más justificadas o razonables que sean, deben adoptarse mediante 
un trámite que respete el derecho al debido proceso. En la Sentencia T-917 de 2006 la Sala Tercera de Revisión 
recopiló las principales dimensiones del derecho al debido proceso en el ámbito disciplinario en las instituciones 
educativas en los siguientes términos: 

 
“Las instituciones educativas comprenden un escenario en donde se aplica el derecho sancionador. Dichas 
instituciones tienen por mandato legal […] regir sus relaciones de acuerdo a reglamentos o manuales de convivencia.  
Esas normas deben respetar las garantías y principios del derecho al debido proceso. La Corte Constitucional se ha 
pronunciado en varias oportunidades sobre el derecho al debido proceso en el ámbito disciplinario en las instituciones 
educativas fijando los parámetros de su aplicación. 
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Las instituciones educativas tienen la autonomía para establecer las reglas que consideren apropiadas para regir 
las relaciones dentro de la comunidad educativa, lo que incluye el sentido o la orientación filosófica de las 
mismas. Sin embargo, tienen el mandato de regular dichas relaciones mediante reglas claras sobre el comportamiento 
que se espera de los miembros de la comunidad educativa en aras de asegurar el debido proceso en el ámbito 
disciplinario. Dichas reglas, para respetar el derecho al debido proceso, han de otorgar las garantías que se desprenden 
del mismo, así las faltas sean graves. Las instituciones educativas tienen un amplio margen de autorregulación en materia 
disciplinaria, pero sujeto a límites básicos como la previa determinación de las faltas y las sanciones respectivas, además 
del previo establecimiento del procedimiento a seguir para la imposición de cualquier sanción. Dicho procedimiento ha de 
contemplar: (1) la comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona a quien se imputan las 
conductas pasibles de sanción; (2) la formulación de los cargos imputados, que puede ser verbal o escrita, siempre y 
cuando en ella consten de manera clara y precisa las conductas, las faltas disciplinarias a que esas conductas dan lugar 
(con la indicación de las normas reglamentarias que consagran las faltas) y la calificación provisional de las conductas 
como faltas disciplinarias; (3) el traslado al imputado de todas y cada una de las pruebas que fundamentan los cargos 
formulados; (4) la indicación de un término durante el cual el acusado pueda formular sus descargos (de manera oral o 
escrita), controvertir las pruebas en su contra y allegar las que considere necesarias para sustentar sus descargos; (5) el 
pronunciamiento definitivo de las autoridades competentes mediante un acto motivado y congruente; (6) la imposición de 
una sanción proporcional a los hechos que la motivaron; y (7) la posibilidad de que el encartado pueda controvertir, 
mediante los recursos pertinentes, todas y cada una de las decisiones de las autoridades competentes. Adicionalmente 
[en] el trámite sancionatorio se debe tener en cuenta: (i) la edad del infractor, y por ende, su grado de madurez psicológica; 
(ii) el contexto que rodeó la comisión de la falta; (iii) las condiciones personales y familiares del alumno; (iv) la existencia 
o no de medidas de carácter preventivo al interior del colegio; (v) los efectos prácticos que la imposición de la sanción va 
a traerle al estudiante para su futuro educativo y (vi) la obligación que tiene el Estado de garantizarle a los adolescentes 
su permanencia en el sistema educativo”. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-713 DE 2010. 
El derecho a ser sancionada que tiene toda persona menor de edad, como parte del proceso de la formación, es 
un derecho constitucional fundamental.  
Afrontar esa restricción constituye una medida adecuada que propende por un fin legítimo que es educar a la estudiante; 
permitirle formarse integralmente, para que, en un futuro, la sociedad no le impida acceder a cargos de dirección pública, 
ya no en el contexto educativo, sino profesional y político.  
 
Impedirle la consecuencia sancionatoria a esa persona, sería pues, impedirle entender y comprender las dimensiones de 
sus actos y propiciar que, en el futuro, se insiste, sea una persona excluida de la posibilidad de acceder a más altas 
dignidades. Toda sanción legítima y razonable en el contexto educativo, debe posibilitar el crecimiento y desarrollo como 
persona de todo individuo. M.P. Dra. MARÍA VICTORIA CALLE CORREA. Bogotá, D.C., ocho (08) de septiembre de dos 
mil diez (2010). 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-076 DE 2023. 
Página 22. En el marco de estas consideraciones, la Corte ha advertido que,  
 
“El derecho a ser sancionada que tiene toda persona menor de edad, como parte del proceso de formación, es 
un derecho constitucional fundamental. Afrontar esa restricción constituye una medida adecuada que propende por un 
fin legítimo que es educar a la estudiante; permitirle formarse integralmente […]. Impedirle la consecuencia sancionatoria 
a esa persona, sería pues, impedirle entender y comprender las dimensiones de sus actos […].  
Toda sanción legítima y razonable en el contexto educativo, debe posibilitar el crecimiento y desarrollo como persona de 
todo individuo.” Sentencia T-713 de 2010. M.P. María Victoria Calle Correa. 
 
 
 
En los anteriores términos, se ha producido y redactado, el primer 
volumen de la BIBLIA JURÍDICA BÁSICA. 2024- 
 
 
Nota: El presente texto, está protegido y amparado por sus respectivos: Derechos de Autor. NO puede ser copiado, 
plagiado parcial o totalmente, ser parafraseado o utilizado, comercializado o publicado o ser objeto de plagio inteligente o 
de acción alguna dirigida a desconocer, los derechos morales e intelectuales de autor: sin autorización del autor.  
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